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I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, y de Justicia y Derechos Humanos, señor Jaime Campos Quiroga. 
Asimismo, se encontraba presente la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, y la abogada de la Secretaría General de la Presidencia, señora Lizzy Seaman Espinosa. 
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 12 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Las actas de las sesiones 11ª y 12ª, ordinarias, en 2 y 3 de mayo de 2017, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Vicepresidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cinco de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero manifiesta que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental respecto del proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (boletín N° 6.499-11).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Con el segundo retira la urgencia que hizo presente para la tramitación del proyecto de ley que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.315-18).



--Se tiene presente el retiro.



Con los tres siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



2) El que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (boletín N° 8.584-15).



3) El relativo a transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (boletín N° 10.163-14).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual pide que se disponga lo necesario para que el Congreso Nacional se reúna en Congreso Pleno el 1 de junio próximo con el fin de recibir la cuenta del estado administrativo y político de la nación, y, a tal efecto, propone que la mencionada sesión sea convocada para las 10:30 de dicho día.



--Se accede a lo solicitado.



De la Cámara de Diputados, con el que comunica que aprobó el proyecto que modifica la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, para efectuar una distinción en materia de determinación de las penas aplicables en función de la edad del infractor (boletín N° 10.975-25) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la Excelentísima Corte Suprema:


Emite su parecer, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, sobre el proyecto de ley que regula la protección y el tratamiento de los datos personales y crea la Agencia de Protección de Datos Personales (boletín Nº 11.144-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 10 de la ley N° 20.921, que otorga bonificación por retiro voluntario a los funcionarios del sector salud que indica.



-Inciso octavo del artículo 1º de la ley Nº 20.975, que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público y concede otros beneficios que indica.



-Incisos tercero y octavo del artículo 1° de la ley Nº 20.975, que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público y concede otros beneficios que indica.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, e inciso segundo del artículo 17 B de la ley N° 17.798, sobre control de armas.



-Artículo 53, inciso tercero, del Código Tributario.



-Artículo 196 ter de la ley N° 18.290, de Tránsito.



-Artículos 27 y 29, inciso primero, del decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:


Da respuesta a acuerdo del Senado referido a la situación de Venezuela (boletín N° S 1.922-12).



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:


Contesta inquietud, planteada en nombre del Senador señor Prokurica, sobre las medidas adoptadas para los beneficiarios del Aporte Previsional Solidario que, cumpliendo con los requisitos necesarios, no perciben esta ayuda por no haber presentado la solicitud respectiva. 



De la señora Ministra de Bienes Nacionales:


Responde petición, expresada en nombre del Senador señor Guillier, para informar acerca de eventuales irregularidades en el Plan Regulador de Casablanca respecto del acceso al borde costero norte de la caleta Quintay.



Del señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes:


Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre de la Senadora señora Von Baer, a fin de informar acerca de la normativa vigente y certificación aplicable para la instalación y funcionamiento de los circos a niveles nacional, regional y comunal.



Del señor Subsecretario (S) de Evaluación Social: 



Contesta inquietud, planteada en nombre del Senador señor Bianchi, tocante a establecer una nueva ponderación en el Registro Social de Hogares para las personas afiliadas a una institución de salud previsional en las regiones extremas de nuestro país.



Del señor Alcalde de la Municipalidad de Talcahuano:


Da respuesta a petición, manifestada en nombre del Senador señor Navarro, para que el concejo municipal efectúe una sesión especial con el objeto de analizar la presencia de metales pesados en suelos de los sectores de Medio Camino, San Vicente, Diego Portales y Libertad.



Del señor Juez Titular del Juzgado de Letras y Garantía de María Elena:


Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre del Senador señor Araya, para informar sobre el número de causas falladas y audiencias de formalización realizadas por el delito de usura durante el período indicado.



Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social:


Da respuesta a petición de información, expresada en nombre del Senador señor De Urresti, referente a la situación vinculada con la pensión del exonerado político individualizado, domiciliado en la ciudad de Valdivia.



Del señor Director Nacional (OR.OC) del Servicio Agrícola y Ganadero:


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a la certificación de cuatrocientos paquetes de abejas que fueron exportadas a Toronto desde la Región de La Araucanía, y a si estos envíos se realizan desde otras comunas o regiones de nuestro país.



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional del Adulto Mayor:


Contesta consulta, manifestada en nombre del Senador señor Navarro, sobre las medidas de apoyo institucional adoptadas ante el eventual maltrato y hostigamiento contra algunos ancianos de la comunidad kawésqar, de Puerto Edén, durante la realización de una fiscalización pesquera.



Del señor Director Nacional (S) (OR.OC) del Servicio Agrícola y Ganadero:


Responde petición de información, expresada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de diversos aspectos relativos a la importación de alimentos, especialmente de los frigoríficos brasileños acusados de vender carne en mal estado. 



Del señor Director (S) del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de La Araucanía:


Adjunta antecedentes sobre la expropiación de terrenos para la construcción del Parque Costanera en la localidad de Puerto Saavedra, materia consultada por el Senador señor García.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Bienes Nacionales de Atacama:


Responde solicitud de información, formulada en nombre del Senador señor Prokurica, respecto del estado de tramitación de la regularización de la propiedad de la persona individualizada.



De la señora Directora Regional de Vialidad del Maule:


Envía respuesta a solicitud, expedida en nombre del Senador señor Matta, acerca de los planos del proyecto de pavimentación de la ruta L-45, en el tramo Llepo-Peñasco, para realizar el proyecto de agua potable rural del Comité de Agua Potable Rural Llepo-Peñasco, en la provincia de Linares.



Del señor Secretario General de Carabineros:


Contesta solicitud, manifestada en nombre del Senador señor Navarro, sobre diversas materias relativas a la fiscalización y comercialización de pescados y mariscos a nivel nacional.



Informa en cuanto a las medidas adoptadas respecto de las dificultades que enfrentan las escuelas de conductores para la obtención de la acreditación de la Sección de Mediciones Psicométricas como consecuencia de las exigencias introducidas por la institución policial, materia consultada en nombre del Senador señor Chahuán.



De la señora Jefa de Gabinete de la Superintendencia de Educación:


Adjunta información acerca de la situación vinculada con el reconocimiento de estudios técnicos y de los títulos otorgados en hotelería del colegio General Velásquez Bórquez, de Puchuncaví, materia consultada en nombre de la Senadora señora Pérez San Martín.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica las leyes números 18.045 y 18.046 para establecer nuevas exigencias de transparencia y reforzamiento de responsabilidades de los agentes de los mercados (boletín N° 10.162-05) (Véase en los Anexos, documento 2).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar Ministro Titular del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, al señor Felipe Sabando del Castillo (boletín N° S 1.927-05) (con la urgencia contemplada en el inciso segundo del N° 5 del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Quedan para tabla. 



De la Comisión Revisora de Cuentas, mediante el cual comunica que aprobó las cuentas de la Tesorería del Senado correspondientes al año presupuestario 2015, y acompaña una síntesis de ellas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Dicho informe fue aprobado por la Comisión de Régimen Interior.



--Se toma conocimiento y se manda publicar la síntesis de las cuentas del año 2015 en el Diario Oficial.

Moción



De los Senadores señores Patricio Walker y Chahuán, con la que inician un proyecto de ley que modifica el artículo 214 del Código Penal para sancionar la usurpación de identidad por medios informáticos (boletín Nº 11.214-07) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Oficio



De la Cámara de Diputados, con el que comunica que aprobó el proyecto de ley que crea una nueva institucionalidad del sistema estadístico nacional (boletín N° 10.372-03) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDO DE COMITÉS
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión del día de hoy, adoptaron el siguiente acuerdo:



1.- Tratar, en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 10 de mayo, el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar Ministro Titular del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, al señor Felipe Sabando del Castillo (boletín Nº S 1.927-05).



Nada más, señor Presidente.

)----------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Solicito la autorización del Senado para que ingresen a la Sala la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, y algunos asesores legislativos.



Acordado.

)-----------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Antes de solicitarle al Senador señor Tuma que me remplace en la testera por algunos minutos, quiero proponerle a la Sala que despachemos hoy día el acuerdo de la Comisión Bicameral del artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional relativo a la designación de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria, que es de quorum especial.

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, yo entendí que el acuerdo de los Comités era que partiríamos votando ese asunto.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Por eso estoy planteando que tratemos la referida proposición en el primer lugar del Orden del Día de esta sesión, para votarla ahora.

El señor PIZARRO.- Pero si se trata de un acuerdo de los Comités, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Aparentemente, cuando resolvimos ese punto ya había terminado la reunión de Comités.



Es lo que me señala el señor Secretario.



Por ello, recabo el asentimiento del Senado para tratar, en el primer lugar de la tabla de hoy, el acuerdo de la Comisión Bicameral.

El señor PIZARRO.- Mientras antes lo votemos, mejor. Para tal efecto, sería conveniente hacer sonar los timbres, porque para aprobarlo se requiere quorum especial.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Así es, señor Senador.



¿Les parece a Sus Señorías proceder de esa manera?



Acordado.



En consecuencia, haremos sonar los timbres y le ofreceremos la palabra al Senador señor Araya para que informe sobre el particular.



Solicito la autorización de la Sala para que, por algunos minutos, me remplace en la testera el Honorable señor Tuma.



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Tuma, en calidad de Presidente accidental.

V. ORDEN DEL DÍA
DESIGNACIÓN DE INTEGRANTES DE COMITÉ DE AUDITORÍA PARLAMENTARIA
El señor TUMA (Presidente accidental).- Conforme a lo resuelto recién por la Sala, corresponde ocuparse en el acuerdo de la Comisión Bicameral del artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional relativo a la designación de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria.



--Los antecedentes sobre el acuerdo figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 11ª, en 2 de mayo de 2017.

El señor TUMA (Presidente accidental).- En discusión el acuerdo.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión Bicameral, Senador señor Araya.
El señor ARAYA.- Señor Presidente, corresponde que la Sala de esta Corporación se pronuncie acerca de la proposición que formula la Comisión Bicameral del artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional relativa a la designación de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria.


Antecedentes de Derecho



Cabe recordar que, de acuerdo a lo que dispone el mencionado artículo 66 A, en el Parlamento se ha creado un Servicio común denominado “Comité de Auditoría Parlamentaria”, cuya finalidad es controlar el uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria y revisar las auditorías que el Senado, la Cámara de Diputados y la Biblioteca del Congreso Nacional efectúen de sus gastos institucionales.



Dicho Comité está integrado por tres profesionales. Uno de ellos deberá tener el título de abogado; y otro, el de contador auditor. El tercero ha de ser especialista en materias de auditoría.



De acuerdo con la referida ley orgánica constitucional, esos profesionales son seleccionados por la Comisión Bicameral de una nómina de tres personas que, en cada caso, propone el Consejo de Alta Dirección Pública. Este organismo debe realizar un concurso público para escoger a los candidatos a los cargos señalados.



Para ser aprobada la proposición de la Comisión se requiere el respaldo de los tres quintos de los Senadores y Diputados en ejercicio.


Antecedentes de hecho



El 9 de noviembre de 2016 la Comisión Bicameral recibió una invitación del Presidente del Consejo de Alta Dirección Pública para dar inicio al proceso de selección destinado a proveer los tres cargos que integran el Comité de Auditoría Parlamentaria.



En esa comunicación se nos indicó que el Consejo deseaba conocer los lineamientos estratégicos del referido Comité y sus características centrales, así como los principales elementos que debería considerar el perfil de selección asociado a los cargos que se aspira a proveer, sobre la base de la propuesta que formule la Comisión Bicameral.



Para dar cumplimiento a tal requerimiento y a lo dispuesto en el artículo 66 A de la mencionada ley orgánica constitucional, la Comisión Bicameral aprobó, en sesión celebrada el 16 de noviembre de 2016, los perfiles profesionales de los cargos del Comité de Auditoría Parlamentaria, y acordó solicitar al Consejo de Alta Dirección Pública que efectuara el referido concurso público para proveer esos nuevos cargos.



El 17 de noviembre de 2016 se entregaron al Consejo de Alta Dirección Pública los perfiles de los cargos indicados y los criterios adoptados por la Comisión Bicameral.



En esa ocasión, el mencionado Consejo precisó que este concurso se regiría por la normativa legal vigente a esa fecha.



El 20 de noviembre de 2016 el Consejo de Alta Dirección Pública publicó, en diarios de circulación nacional y regional, la convocatoria al concurso público para proveer los cargos que integran el Comité de Auditoría Parlamentaria.



El 5 de diciembre de 2016 finalizó el plazo de recepción de antecedentes para los mencionados cargos y se declaró cerrada la convocatoria señalada.



El 6 de diciembre de 2016 el referido Consejo realizó el examen de admisibilidad de los candidatos que cumplían los requisitos legales para postular y que se hallaban vigentes al 20 de noviembre de 2016.



Posteriormente, el 17 de diciembre de 2016 se publicó la ley N° 20.979, que modificó el inciso tercero del artículo 66 A de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional para establecer que los integrantes del Comité podrían ser reelegidos, por una sola vez, previa participación en el proceso de selección que prevé la ley.



Aquella normativa no se aplicó en este proceso por tratarse de una disposición aprobada con posterioridad al llamado a concurso que formuló el Consejo de Alta Dirección Pública.



El 8 de marzo del año en curso dicho Consejo hizo llegar a la Comisión Bicameral los antecedentes que daban cuenta del concurso público que había efectuado y las nóminas de las personas que podrían ocupar cada uno de los cargos profesionales que forman parte del Comité de Auditoría Parlamentaria.



En la propuesta que entregó el Consejo de Alta Dirección Pública se consideró, según el resultado del concurso, a las siguientes personas.


Para el cargo de abogado/a: a la señora Priscila Marina Jara Fuentes; al señor Gonzalo Heber Neira Novoa, y a la señora María Isabel Carril Caballero.



Para el cargo de contador auditor/a: al señor Jorge Fernando Sirriya Carapelle; al señor Andrés Eduardo Labarca Solar, y al señor Marcelo Alejandro Aguilera Contador.



Para el cargo de profesional especialista en auditoría: al señor Leonardo Alberto Olea Cariz; al señor Carlos Alberto Tapia Sagredo, y al señor Cristián Enrique Oyanader Cárdenas.



Teniendo en consideración tales antecedentes, la Comisión Bicameral celebró varias sesiones en que se analizó la propuesta del Consejo de Alta Dirección Pública y se dio a la tarea de escoger a quienes, cumpliendo los requisitos señalados por la ley, podrían desempeñarse como integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria.



Para realizar aquel cometido, se recibió y entrevistó a cada uno de los postulantes que figuraban en las ternas elaboradas por el Consejo de Alta Dirección Pública.



En ese proceso se dio cumplimiento a lo que dispone el inciso tercero del artículo 5o del Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria.



Asimismo, se consideró el currículum profesional de cada uno de los candidatos y los puntajes que obtuvieron en el concurso público.



Concluido el estudio de esos antecedentes y las entrevistas realizadas, la Comisión resolvió, de acuerdo al mérito y atributos de cada postulante, someter a la consideración de ambas Cámaras la designación de las siguientes personas para los cargos que en cada caso se indica.


1.- Para el cargo de abogado: a la señora Priscila Marina Jara Fuentes, cédula nacional de identidad número 8.788.441-4.



La señora Priscila Jara es abogada de la Universidad de Chile y magíster en Gerencia y Políticas Públicas de la Universidad Adolfo Ibáñez.


Ha desarrollado una amplia carrera profesional en la Contraloría General de la República, ocupando los cargos de Contralora en la Región de Los Lagos, de Jefa de la División de Municipalidades y de Jefa de la División de Auditoría Administrativa.



2.- Para el cargo de contador auditor: al señor Jorge Fernando Sirriya Carapelle, cédula nacional de identidad número 10.740.396-5.



El señor Jorge Sirriya es ingeniero comercial de la Universidad de Santiago de Chile y contador público y auditor de la Universidad Diego Portales, con especialidad en las áreas de administración, auditoría y control de operaciones.



Se ha desempeñado como gerente de operaciones de la Empresa Federal Chile; jefe de la división de auditoría interna del Servicio Agrícola y Ganadero, y jefe nacional de auditoría interna del Ministerio de Educación.



3.- Para el cargo de especialista en materia de auditoría: al señor Carlos Alberto Tapia Sagredo, cédula nacional de identidad número 9.804.304-7.



El señor Carlos Tapia es contador público y auditor con especialización en las áreas de auditoría, logística, finanzas y administración.



Se ha desempeñado como jefe del departamento de auditoría interna en el Fondo de Solidaridad e Inversión Social (FOSIS) y jefe de división de auditoría interna en el Instituto de Desarrollo Agropecuario. Asimismo, ha cumplido labores de auditoría en el sector privado en las empresas IANSA S.A. y Unilever Chile.



Se trata, pues, de tres destacados profesionales con vasta experiencia laboral en las áreas en que les corresponderá desenvolverse y que cuentan con una muy buena evaluación técnica por parte del Consejo de Alta Dirección Pública.



Los antecedentes curriculares de los candidatos seleccionados se acompañan como anexo al informe que Sus Señorías tienen a su disposición.



Finalmente, hago presente que la Comisión Bicameral acordó designar, en caso de ser ratificada, a la señora Priscila Marina Jara Fuentes como coordinadora del Comité de Auditoría Parlamentaria.



Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Bicameral, Senadores señores Pedro Araya, Antonio Horvath e Iván Moreira y Diputados señores Carlos Jarpa, Daniel Núñez, Jorge Rathgeb y Raúl Saldívar.



Por todos los antecedentes expuestos y habiéndose dado cumplimiento a la normativa legal que rige esta materia, la Comisión Bicameral que presido propone a esta Corporación la aprobación de la propuesta que formula para designar a los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaría.



He dicho.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quisiera señalarle a la Sala que la Comisión Bicameral analizó este asunto con profundidad y, además, se reunió con el Consejo de Alta Dirección Pública al objeto de ver cómo se estaban realizando los procedimientos de selección.



Un punto que no podemos dejar de señalar, que se filtró a la prensa, pero no con buena intención, tiene que ver con el hecho de que, paralelamente, el Congreso Nacional despachó una ley cuya promulgación se demoró exageradamente. Y esta demora implicó en la práctica que personas que legítimamente, conforme a ella, podían participar en ese proceso se vieran impedidas de hacerlo.



Creo que ello no es menor.



Sin embargo, la promulgación de las leyes no es responsabilidad del Parlamento.



De otro lado, yo quisiera relevar la labor realizada por los anteriores integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria.



Sin embargo, hay un período durante el cual los referidos profesionales trabajaron sin respaldo de un contrato, situación que debería ser objeto de una solución justa para las partes.



Nosotros -y lo digo en representación de los parlamentarios- fuimos auditados, y objetivamente, con todas las de la ley. Nada nos vinculó con los auditores que dejan sus cargos, salvo la labor que realizaron.



En todo caso, creo que el Congreso Nacional debe destacar el cometido pionero del Comité de Auditoría Parlamentaria y zanjar el problema de que hice mención.



Espero que a futuro la promulgación de las leyes no genere situaciones como la ocurrida esta vez.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Quiero señalar dos cosas, señor Presidente.



En primer término, debo puntualizar que la institución del Comité de Auditoría Parlamentaria es nueva en el Congreso Nacional: recién estamos procediendo a la primera renovación de sus integrantes.



En tal sentido, considero de toda justicia que el Senado exprese su agradecimiento al Comité que presidió Eduardo Pérez, a quien le tocó implementar el primer sistema de auditoría, con todas las complejidades que ello generó, porque significaba un cambio cultural en la forma como se auditaban los recursos utilizados en el Parlamento. 



Entonces, destaco la labor que cumplió el primer Comité de Auditoría Parlamentaria.



Y, en segundo lugar, quisiera relevar un punto que no es menor.



En efecto, en algún minuto ciertos medios de comunicación trataron de levantar una polémica, a la que nos vimos enfrentados tanto la Cámara de Diputados cuanto el Senado, en orden a que habría una suerte de conflicto con la Alta Dirección Pública en cuanto a la manera como se estaba llevando adelante el concurso pertinente.



En esa línea, debo decir que nada se aleja más de la verdad que aquello.



La Alta Dirección Pública realizó conforme a sus estándares el trabajo para seleccionar a los candidatos más idóneos. Producto de ello, a la Comisión Bicameral le llegaron nueve currículum, de entre los cuales había que seleccionar tres para la integración del Comité de Auditoría Parlamentaria.



Como Presidente de la Comisión Bicameral, debo decir que ninguno de los postulantes era conocido ni por los parlamentarios que integramos  dicho órgano, ni tampoco por el Secretario y su ayudante.



Es decir, fue un concurso absolutamente ciego. 



Asimismo, debo subrayar que los nueve postulantes tenían un currículum excelente.



Atendidos el resultado de las entrevistas y las capacidades técnicas exhibidas y los estudios realizados por los candidatos, la Comisión Bicameral escogió en dos casos a los postulantes propuestos por la Alta Dirección Pública en el primer lugar, y en otro, al candidato que propuso en el segundo lugar (existió una diferencia de una décima porcentual con relación a quien ocupó el primer puesto).



Señor Presidente, es del caso connotar también la transparencia habida en el proceso.



Puedo asegurarles a los señores Senadores que están escuchando que los candidatos propuestos no son conocidos por los parlamentarios que conformamos la Comisión Bicameral.



Fue, entonces -lo reitero-, un concurso absolutamente ciego. Los integrantes de la referida Comisión conocimos a los postulantes el día de la audiencia, oportunidad en la que escuchamos sus propuestas y les preguntamos qué opinaban sobre el Comité de Auditoría Parlamentaria.



Dicho eso, espero que la Sala del Senado ratifique a los tres auditores propuestos, a quienes les va a tocar la segunda parte del funcionamiento del mencionado Comité. Ya hemos visto cómo ha funcionado y somos conscientes de que es preciso hacer modificaciones.



Ahora, no quiero dejar pasar lo que dijo el Senador Horvath.



Si algo deberemos revisar en algún minuto es la legislación que regula tanto al Comité de Auditoría como al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias. Hay una serie de normas que no conversan entre sí, lo que provoca cierta incongruencia.



En efecto, ocurre lo que señaló el colega Horvath: desde que cesaron legalmente en sus cargos los anteriores miembros del Comité de Auditoría y hasta que se produzca el nombramiento de los nuevos integrantes van a transcurrir entre dos y tres meses.



La Ley Orgánica que rige en esta materia no dice nada acerca de la subrogación; de qué opera en el caso de las auditorías iniciadas por un Comité que cesa en su función y que aún no han concluido; de qué ocurre con las aclaraciones que hacen los parlamentarios y que, por haber terminado el mandato del Comité que efectuó las auditorías respectivas, debe resolver el nuevo Comité, el cual debe ir a la Comisión de Ética pertinente a dar cuenta de lo obrado, etcétera.



Hay, pues, una disposición que deberemos modificar, lo que será motivo de estudio.



Finalizo destacando que, a lo menos desde el punto de vista administrativo, el proceso se llevó a cabo en forma impecable.



En consecuencia, señor Presidente, esperamos que los candidatos propuestos por la Comisión Bicameral sean ratificados por la Sala del Senado.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Diversos Comités han pedido abrir la votación.



¿Le parece a la Sala?

El señor LARRAÍN.- Sí, señor Presidente.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Acordado.


En votación el acuerdo de la Comisión Bicameral.


--(Durante la votación).

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Moreira.
El señor MOREIRA.- Señor Presidente, como integrante de la Comisión Bicameral, quiero señalar que se hizo un concurso serio, con mucha rigurosidad, con bastante responsabilidad, y que acogimos casi íntegramente la selección de candidatos que nos hizo llegar la Alta Dirección Pública.



Cuando tratamos este asunto, yo planteé una duda en el sentido de si en el proceso para la selección de los candidatos a integrar el Comité de Auditoría Parlamentaria se aplicaba el inciso sexto del ARTÍCULO QUINCUAGÉSIMO SEGUNDO de la ley N° 19.882, disposición que establecería un término perentorio para el pronunciamiento de la Comisión Bicameral sobre el nombramiento de los integrantes del referido Comité. Ello, al objeto de determinar si en alguna forma podíamos estar actuando a destiempo.



Luego de un análisis exhaustivo de ese punto en la Comisión Bicameral, se concluyó que la mencionada disposición no era aplicable al concurso que estábamos resolviendo, por las razones que se indican en el acuerdo.



Señor Presidente, yo quiero puntualizar que fuimos rigurosos en el cumplimiento de la ley, porque entendimos que esa era nuestra labor.



Ahora, nosotros hablamos de seriedad, de transparencia, de que el Comité de Auditoría Parlamentaria debe estar conformado por profesionales que tengan no solo méritos sino también capacidad para desempeñar el cargo respectivo. Y, desde tal perspectiva, entendimos que los profesionales escogidos eran los adecuados.



A cada una de las personas que recibimos y escuchamos le dije siempre lo mismo: “¡El Parlamento no está buscando auditores a nuestra medida!”.



En efecto, el Congreso Nacional quiere auditores que, en cumplimiento de la ley, realicen su trabajo y sean capaces de entender que una cosa es el sistema público, otra el sistema privado y otra muy distinta la acción política o la actividad política del Senado, no para tener privilegios y leyes especiales, sino porque la función parlamentaria tiene complicaciones. Entonces, el Comité de Auditoría ha de realizar una tarea educativa, que corrija los errores que se puedan cometer, pero siempre dentro del marco legal.



Esperamos que el Comité de Auditoría Parlamentaria, que está integrado por tres personas, tenga el mayor de los éxitos. Si lo consigue, significará que la prueba de probidad y transparencia del Congreso Nacional se va a exhibir mucho más claramente hacia la opinión pública, que nos cuestiona a diario.



Le expreso mi agradecimiento al Presidente de la Comisión Bicameral, Senador Pedro Araya, quien, además de su conducción adecuada, nos permitió disponer del tiempo necesario para escuchar a todos los postulantes y hacerles las preguntas por igual en distintas materias.



Tras nuestras deliberaciones, concluimos, por una parte, que los tres profesionales propuestos, de ser ratificados, tendrán un desafío personal, y por otra, que nosotros, como Parlamento, afrontamos el desafío de que cada día siga prosperando el camino de la transparencia y la probidad, en el que estamos empeñados para corregir los errores del pasado.



Por eso, señor Presidente, llamo a mis Honorables colegas a aprobar el acuerdo de la Comisión Bicameral y, de este modo, ratificar a las personas propuestas.



Voto que sí.

El señor TUMA (Presidente accidental).- No hay más inscritos.



Invito a quienes no se han pronunciado a que lo hagan.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba el acuerdo de la Comisión Bicameral (24 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple con el quorum exigido por la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.




Votaron las señoras Allende, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma y Patricio Walker.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Chahuán.
CREACIÓN DE DEFENSORÍA DE DERECHOS DE LA NIÑEZ

El señor TUMA (Presidente accidental).- Corresponde discutir en particular la iniciativa, originada en mensaje de la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez, con segundo informe de la Comisión Especial de Infancia e informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.584-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite: sesión 3ª, en 22 de marzo de 2016 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes: sesión 43ª, en 30 de agosto de 2016.



Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes (segundo): sesión 11ª, en 2 de mayo de 2017.



Hacienda: sesión 11ª, en 2 de mayo de 2017.



Discusión:



Sesiones 44ª, en 31 de agosto de 2016 (se aprueba en general); 12ª, en 3 de mayo de 2017 (queda pendiente la discusión en particular).

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que los artículos 6°, 8°, 19, 20 y 21 permanentes y segundo transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.



No obstante, debo señalar que, de esas normas, el artículo 8° es de quorum calificado, por lo que para su aprobación se requieren 19 votos favorables, y que los incisos segundo y tercero del artículo 19 son orgánicos constitucionales, razón por la cual deben aprobarse con 21 votos afirmativos.



Asimismo, cabe recordar que la Comisión Especial efectuó diversas enmiendas al texto despachado en general, la mayor parte de las cuales aprobó por unanimidad, con excepción de cinco, las que se pondrán en discusión y votación oportunamente.


A su turno, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las normas de su competencia: artículos 1°, 10, 18 y 19 permanentes y primero y segundo transitorios. 





El referido órgano introdujo una modificación al inciso segundo del artículo 10, en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado. Dicho inciso había sido enmendado antes, por mayoría de votos, en la Comisión Especial.



Las modificaciones unánimes deben votarse sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la disposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas, que sí hay.



De las enmiendas unánimes, la recaída en el inciso primero del artículo 13 requiere para su aprobación 21 votos favorables, por incidir en una norma de rango orgánico constitucional.



Por otro lado, es del caso señalar que se renovó una indicación al artículo 5°.



De consiguiente, es necesario efectuar varias votaciones.



En primer lugar, si les pareciera a Sus Señorías, debieran darse por aprobados, sin perjuicio de la salvedad que explicité y contabilizando los votos para los efectos de los quorums, solo los artículos que no fueron objeto de modificaciones ni de indicaciones -ya los individualicé-, uno de los cuales es de quorum calificado, y otro, de rango orgánico constitucional.



Nada más, señor Presidente.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Para plantear un punto de Reglamento, tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, pido división de la votación en la página 2 del comparado, artículo 2°; en la página 8, letra k) del artículo 4°, y en la página 15, inciso tercero del artículo 10. Y cuando usted lo disponga entregaré los fundamentos respectivos.



Lo anterior, sin perjuicio de la indicación renovada recaída en el artículo 5°, a la que hizo referencia el señor Secretario, y de la votación que debe hacerse en la página 14, artículo 10, donde hay una proposición de la Comisión de Infancia -para ponerle un nombre abreviado- con la que estamos de acuerdo.

El señor TUMA (Presidente).- Se toma nota de las peticiones hechas por Su Señoría.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Con respecto a la intervención del Honorable señor Espina, tengo que aclarar lo siguiente.



En primer lugar, debo señalar que Su Señoría tiene pleno derecho a solicitar las votaciones separadas que explicitó.



Ahora bien, las normas que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, una de las cuales es de quorum calificado y otra orgánica constitucional, podrían darse por aprobadas -por cierto, respetando los quorums exigidos-, porque no están en ninguna de las situaciones: ni de indicación renovada ni de votación separada o parcializada.



En todo caso, si Sus Señorías quieren, para simplificar el procedimiento, como también existen enmiendas unánimes y entre ellas hay una que incide en un precepto orgánico constitucional, se podría hacer una primera votación para comprender lo que dije anteriormente y las enmiendas unánimes que no tengan ni solicitud de votación separada, ni votaciones de mayoría, ni indicaciones renovadas. Y de ahí sería factible seguir en el orden del proyecto, con todas las demás situaciones.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Quiero plantear una duda, señor Presidente.



La Comisión de Hacienda modificó dos aspectos. Entonces, imagino que lo que dice el señor Secretario es sobre la base del texto de la Comisión de Infancia.



¿O no?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Hay una norma que la Comisión Especial aprobó por mayoría y que la de Hacienda modificó unánimemente, formulando a su respecto  una proposición distinta.



Esa es una de las normas que requieren votación...

El señor WALKER (don Patricio).- Separada.

El señor LABBÉ (Secretario General).-... separada, pues no se halla dentro de la aprobación unánime...

El señor WALKER (don Patricio).- Okay.

El señor LABBÉ (Secretario General).-... ni nada por el estilo.



En su momento se votará el texto sugerido unánimemente por la Comisión de Hacienda. Y, de no aprobarse ese texto, la Sala deberá pronunciarse sobre el de la Comisión Especial.

El señor WALKER (don Patricio).- Okay.



Gracias, señor Secretario.

El señor TUMA (Presidente accidental).- En votación los artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones y las enmiendas unánimes que no tengan ni solicitud de votación separada, ni votaciones de mayoría, ni indicaciones renovadas.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Reitero que el artículo 8°, de quorum calificado, y los incisos segundo y tercero del artículo 19, orgánicos constitucionales, no recibieron indicaciones ni modificaciones y no están en ninguna de las situaciones especiales explicitadas, pero, por su rango, deben aprobarse con 19 y 21 votos afirmativos, respectivamente.



Asimismo, de las enmiendas unánimes, la recaída en el inciso primero del artículo 13 requiere para su aprobación 21 votos favorables, por incidir en una norma orgánica constitucional.



--(Durante la votación).

El señor TUMA (Presidente accidental).- Mientras se realiza la votación y vienen al Hemiciclo algunos señores Senadores que están participando en Comisiones, tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, la Comisión Especial de Infancia, para denominarla en términos abreviados, compuesta por los colegas Quintana, Letelier, Ossandón y Van Rhysselberghe, así como por quien habla, aprobó el articulado en general y en particular, autorizada por la Sala. La gran mayoría de las normas fueron acordadas por unanimidad.



Básicamente, el mensaje recoge mociones de varios de nosotros, que no teníamos iniciativa.



Le agradezco al Ministro señor Eyzaguirre, quien se la jugó para que la Presidenta de la República pudiera enviar el proyecto, reconocimiento que le extiendo a esta última.



Hago otro tanto, por supuesto, con relación a Estela Ortiz, quien nos acompañó durante toda la tramitación y fue una gran aliada.



Perdón por no nombrar a todas las participantes, pero menciono a la que probablemente fue la cara más visible.



A partir de la ratificación de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, nos comprometimos a adoptar medidas legislativas y administrativas en la lógica de protegerlos.



Hemos visto varios proyectos. La Senadora señora Von Baer recordaba la semana pasada el de la Subsecretaría de la Niñez, acogido por la Comisión de Gobierno y por nosotros después en la Sala. La Cámara de Diputados acaba de sancionar el que establece el Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez. Se han enviado el que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada de Niños y Niñas y el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil. Y, naturalmente, a ellos se suma el que nos ocupa.



Deseo consignar que Chile estaba en deuda en la materia. El Comité de Derechos del Niño, de las Naciones Unidas, nos mostraba cada cinco años una “tarjeta amarilla”, recomendándonos legislar.



A mi juicio, el elemento central es que la entidad que estamos creando contará con autonomía jurídica y funcional garantizada por una ley fundacional, lo que resulta relevante. El Servicio Nacional de Menores, por ejemplo, depende hoy día del Gobierno de turno. Acá estamos haciendo referencia a un organismo no dependiente en un grado que le permitirá no tener que “mirarle la cara” a nadie -perdone la expresión, señor Presidente- y poder decir las cosas como son.



Las instituciones nacionales de derechos humanos son independientes y autónomas, y forman parte de la estructura del Estado, pero no se hallan bajo la autoridad directa del Poder Ejecutivo, del Poder Legislativo ni del Poder Judicial. Se genera un ente especializado.



Recuerdo la intervención del Honorable señor Montes a propósito de qué Comisión tenía que ver el asunto. Su Señoría hacía un alegato muy profundo respecto de por qué el tema de la niñez no se encuentra abordado de manera integral, suficiente, en Chile, lo que determina todos los problemas que enfrentamos; las investigaciones efectuadas por el Servicio Nacional de Menores, en fin. Para qué voy a dar los detalles.



El contenido fundamental del articulado es la generación de una entidad autónoma revestida de auctoritas, más que de potestas. Es decir, se trata de una magistratura de persuasión: la eficacia de sus recomendaciones deriva de la objetividad e independencia con que desarrolle sus actuaciones. Su actividad es de influencia sobre los órganos del Estado y los particulares que obtienen de este una subvención, sobre todo. Además, desempeña la vigilancia del comportamiento general de los primeros y de algunas personas jurídicas de derecho privado, sin abocarse al conocimiento de casos particulares.



Se crea, entonces, la Defensoría de la Niñez, como una corporación de derecho público, autónoma de otras entidades estatales.



Se dispone que su propósito es la difusión, promoción y  protección de los derechos de niños y niñas, respecto de la actuación de dichos órganos y de las personas jurídicas que apunten a la misma promoción o protección. Para ello se determinan atribuciones, entre ellas las de observar y hacer un seguimiento, requerir antecedentes o informes, fomentar el cumplimiento de la Convención citada, y recoger, facilitar y difundir la opinión de los niños.


¿Ya se registran los votos necesarios?



Prosigo.



Cabe destacar que el Defensor debe presentar un informe anual ante el Presidente de la República, el Congreso Nacional y la Corte Suprema. Es decir, hay un cierto accountability, una rendición de cuentas, lo que ayuda a que cada Poder trate de acoger las recomendaciones y propuestas que se formulan.



Por otro lado, se establece -y ello es muy relevante- un Consejo Consultivo del Defensor de la Niñez, conformado por representantes de la sociedad civil, de organizaciones que trabajan en la temática de la infancia, y de las universidades reconocidas por el Estado y acreditadas.



Finalmente, se contemplan la regulación del personal y el patrimonio de la Defensoría. El primero se regirá, tal como se ha solicitado, por el Código del Trabajo, pero le serán aplicables las normas sobre probidad en la función pública. Quienes desempeñen funciones directivas serán seleccionados mediante un sistema que vamos a detallar probablemente en la discusión particular.



Ahí tuvimos una diferencia con la Comisión de Hacienda, que proponía, básicamente, que el Instituto Nacional de Derechos Humanos le planteara al Senado una terna para elegir al Defensor, en tanto que la Comisión Especial de Infancia sugirió la fórmula de que lo hiciera nuestra Comisión de Derechos Humanos, sobre la base de escuchar previamente a dicho Instituto, al Consejo Consultivo de la Infancia y a las entidades académicas que aborden la materia, y de que definiese la Sala.



Es bien importante la razón por la cual no interviene el Ejecutivo -y el mismo Gobierno la defendió-: para obtener una autonomía real. Es como se procede en los países donde hay defensores autónomos de verdad.



Voy a adelantar una opinión a título personal: soy partidario de la redacción de la Comisión Especial, que acordamos transversalmente. Escuchar al Instituto reviste mucha trascendencia, por cierto, y nosotros determinamos que la Comisión de Derechos Humanos conozca su planteamiento respecto de las personas más idóneas. También la tiene el imponerse de la posición del Consejo Consultivo, organizado en todo Chile. Pero no queremos que la institución sea un apéndice del Instituto, porque, de ser así, no la crearíamos. Es por la especialización, por todo lo que explicaba el Senador señor Montes -lo relativo a la infancia requiere un trato especializado, focalizado-, que necesitamos darle más peso.



Por eso, estimamos que el Senado tiene que efectuar el nombramiento. La Comisión de Derechos Humanos escuchará a todos los postulantes; a los profesores; al Instituto Nacional de Derechos Humanos, por supuesto; al Consejo Consultivo de la Infancia, pero nosotros resolveremos. Porque, si no, insisto en que la institución va a ser vista como un apéndice del organismo al cual he hecho referencia.



Revisamos la legislación comparada y recibimos a la Defensora noruega, con quien tuvimos un almuerzo y que declaró ser partidaria, no de una proposición del INDH, sino de que decidamos como Senado. ¿Y por qué lo cito? Porque ese es un país ejemplar en cuanto a los defensores de derechos de la infancia. Y por eso creo que es importante…



¿Continúo, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Ya se cuenta con los votos requeridos.

El señor WALKER (don Patricio).- Entonces, me detengo ahora. En la discusión particular abordaremos los distintos puntos.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban, en los términos a que se hizo referencia, las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni de enmiendas y las proposiciones acordadas por unanimidad, dejándose constancia, para el efecto de los quorums constitucionales exigidos, de que se registran 30 votos a favor.



Votaron las señoras Allende, Goic, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación corresponde ocuparse en todas aquellas normas que han sido objeto de peticiones de votación separada, de indicaciones renovadas o de votaciones de mayoría en la Comisión Especial.



Entiendo que la petición de votación separada que formuló el Honorable señor Espina se refiere a la frase que se sugiere suprimir en el artículo 2° y que se encuentra en la tercera columna del comparado.



¿Es donde se expresa: “, respecto de los órganos del Estado y de aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto principal la promoción o protección de derechos de los niños y niñas.”?

El señor ESPINA.- Señor Presidente, lo que he planteado dice relación con la quinta columna, a la derecha, donde dice “Texto final”.


Quiero explicar por qué es preciso eliminar en esa disposición una frase que no corresponde.



El artículo 2° señala que la Defensoría de la Niñez tendrá por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños y niñas “que se encuentren dentro del territorio de la República,”.



Desde luego, solicito que esto último se suprima, porque, en el caso de un niño chileno en el exterior cuyos derechos estén siendo violados, no podría comprender que el Estado y la institución en estudio tuvieran que abdicar de su función de cuidado.



Es algo que redunda en una ruptura absurda. Estaríamos manifestando que, por el solo hecho de salir el menor de nuestro territorio, la Defensoría de la Niñez no estaría encargada de velar por este ni de reclamar ante las instituciones correspondientes. Recordemos que incluso puede iniciar acciones legales.



Me parece que se incurriría en una discriminación absolutamente arbitraria.



No abrigo dudas de que este no fue el propósito de la Comisión.



Entre paréntesis, conversé sobre el particular con el Senador señor Patricio Walker, Presidente de la Comisión Especial de Infancia, para abreviar el nombre.



Se agrega la frase “reconocidos en la Constitución Política de la República,”.



¡Los niños no están “reconocidos” en la Constitución Política de la República, que sepa!

El señor LAGOS.- ¡Se trata de los derechos! ¡Está muy mal expresado!

El señor ESPINA.- Entonces, sugiero la siguiente corrección:



“La Defensoría de la Niñez tendrá por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños y niñas de acuerdo a la Constitución Política, a la Convención sobre los Derechos del Niño y los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como en la legislación nacional, velando por su interés superior.”.



A mí me parece que así se enmienda la redacción y se puede contar con una norma que representa lo que creo que la gente desea.

)-------------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Antes de seguir dando la palabra, saludo al cuarto medio del Colegio Robles, de Villa Alemana, invitado por la Honorable señora Lily Pérez.

)--------------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, solo deseo consignar que el Honorable señor Espina tuvo la gentileza de hacernos llegar su proposición.



He conversado con algunos colegas y estamos totalmente de acuerdo en el sentido de que es correcta.



Si hubiera unanimidad, se podría votar ese texto.



Gracias.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Si hay unanimidad en la Sala, se procederá en esa forma.



Acordado.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, tal como está redactado el artículo 2°, evidentemente establece una condición: que los niños se hallen dentro del territorio de la República. Coincido en que eso no debiera ser así, porque significa una restricción de derechos.



Pero a continuación se expresa aquello de que sean “reconocidos en la Constitución Política de la República”.


Hago presente que nuestros pueblos originarios no se encuentran reconocidos en esta última. El nuestro es el único país de América, incluidos Estados Unidos y Canadá, que se halla en ese caso. Claramente tiene lugar una exención. Porque la frase podría dejar fuera a los que son mapuches, aimaras y rapanuis.


La corrección propuesta determina la debida y adecuada lectura del artículo, el cual, tal como está, no podría ser aprobado.


He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Le corresponde intervenir al Honorable señor Harboe, quien no se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, quería informar sobre algo de lo visto por la Comisión de Hacienda, pero mi colega Patricio Walker ya lo explicó todo. Prefiero no insistir. Comparto lo que manifestó.



Nada más.

El señor LARRAÍN.- ¡Muy bien…!

El señor MOREIRA.- ¡Es lo mejor que le he escuchado a Su Señoría…!

El señor MONTES.- ¡Es una demostración de la unidad…!

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Puede intervenir la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, sin perjuicio de la discusión particular y de que se hayan pedido votaciones separadas, me parece importante mencionar la relevancia de despachar el proyecto que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez.



Esta es una materia en la que hemos estado al debe. Constantemente hemos recibido observaciones al respecto e incluso una recomendación del Comité de Derechos del Niño, de las Naciones Unidas, por nuestra falta de legislación y nuestra incapacidad para dictarla de una manera más efectiva, a fin de que sea posible aseverar que los derechos de los menores son protegidos como corresponde.



Cabe señalar que cinco proyectos distintos sobre el particular -aprovecho de saludar a Estela Ortiz y a quienes se han abocado al asunto, como el Ministro señor Eyzaguirre- se están tramitando en conjunto en el Gobierno de la Presidenta Bachelet. No sé si eso va a permitirnos ser absolutamente eficientes en lo que nos proponemos. A veces me surgen dudas en cuanto a que eventualmente se podría registrar algún grado de choque entre ellos. Pero, en fin, considero importante que al menos demos una señal y podamos llevar a cabo lo que estamos haciendo.



Ahora, quiero exponer dos cosas, específicamente.



Si bien la cuestión se verá más adelante en el articulado, juzgo relevante, primero, contar con una institución defensora que sea autónoma y con conclusiones que revistan el carácter de recomendación.



A ello se agrega la figura del “amigo de la corte”. Ciertos especialistas podrán emitir opiniones fundadas que se deberán considerar, aunque no sean vinculantes.



Estimo que lo anterior es de mucho interés. Quería relevarlo esta tarde, porque les permite a terceros expresar su parecer en un caso sometido a un proceso judicial. Eso va de la mano con lo que necesitamos para mejorar la transparencia de los procesos y elevar el debate jurídico en estos casos, ya que estamos hablando de un organismo especialista en la materia.



De ese modo el proyecto coloca a la niñez en un lugar de la mayor relevancia dentro de la labor del Poder Judicial.



Respecto de la forma en que va a ser elegido el Defensor de la Niñez, la verdad es que difiero un poco de lo que señala la Comisión Especial de Infancia y concuerdo con lo planteado por la Comisión de Hacienda. Yo prefiero que el nombre surja a partir de una propuesta del Instituto Nacional de Derechos Humanos, previo concurso público, aprobada por dos tercios de los Senadores en ejercicio, y no de una recomendación de la Comisión de Derechos Humanos del Senado.



¿Por qué? Porque es muy variable la composición de este órgano técnico y no siempre está integrado por gente que se haya abocado por años al tema específico de que se trata. Muchas veces la designación de sus miembros está relacionada con determinadas representaciones que se deben asumir, lo que le da una connotación bastante más política tal vez que la que presentan otras Comisiones de nuestra Corporación.



Por eso, sugiero que ojalá optemos por la propuesta de la Comisión de Hacienda.



Por último, señor Presidente, no puedo dejar de manifestar que ahora más que nunca es importante sacar adelante esta iniciativa, porque no solo no hemos cumplido con la Convención sobre los Derechos del Niño ni con el establecimiento de una legislación más especializada, sino que, además, todos los días terminamos enterándonos de abusos contra menores, por falta de fiscalización; por el hecho de que el SENAME no había efectuado la división entre niños vulnerables y niños infractores de ley; por insuficiencia en distintos ámbitos; en fin, por muchas razones.



Han ocurrido hechos dolorosos, que tenemos que lamentar y seguiremos lamentando. Ya es hora de tomar cartas en el asunto. 



¡Tales abusos no pueden continuar sucediendo en nuestro país!



Todos ayer vimos imágenes de un hogar de menores donde se usaban métodos de contención, que al final eran verdaderas torturas, con los que se sometía a jóvenes residentes de 16, 17, 18 años.



¡No podemos permitir más esas situaciones en Chile! 



Es una vergüenza que no exista capacidad para fiscalizar, controlar, supervisar el funcionamiento de esos centros a fin de impedir que ocurra ese tipo de hechos. Y si falta presupuesto, habrá que asignar más.



El SENAME no puede seguir trabajando como hasta hoy.  No es posible que no se diferencie entre un infractor de ley y un niño vulnerable. 



Desde hace muchos años -recuerdo que en la Cámara de Diputados lo dijimos con la Diputada Pollarolo- hemos venido sosteniendo infinitas veces que el Estado tenía que tomar cartas en el asunto.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señora Senadora.



Cuenta con un minuto para redondear la idea.

La señora ALLENDE.- Se lo agradezco, señor Presidente.



No podía dejar de entregar mi opinión sobre los dos puntos específicos que he abordado con relación a este proyecto, que considero importante aprobar.



Por lo mismo, me pronuncié a favor de todos los artículos que no fueron objeto de indicaciones.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, solicité intervenir hace muchísimo rato, después del informe entregado por el Senador Patricio Walker, que comparto plenamente.



Quiero pedir dos cosas: primero, que solicite de nuevo la apertura de la votación para la propuesta que formuló el Senador Espina, que al parecer todos compartimos, para ir avanzando en el detalle…

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- ¡Hagámoslo inmediatamente!



Si le parece a la Sala, abriremos la votación para la redacción sugerida por el Honorable señor Espina.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Puede continuar, Su Señoría.

El señor BIANCHI.- Entonces, estamos viendo la propuesta del Senador Espina.

El señor PIZARRO.- Es lo que está en discusión ahora. Pero hemos saltado a otros temas, lo que resulta razonable.



Esta iniciativa es sumamente necesaria, y es bueno que, como ya se dijo, entreguemos una señal respecto de un asunto que ha sido particularmente sensible en el último tiempo en el país. 



En cuanto al informe del Senador Patricio Walker, tengo una sola discrepancia: lo relativo al nombramiento del Defensor de la Niñez. Pero ese punto lo vamos a discutir después, porque se pidió votación separada de la norma pertinente. Entonces expresaré mi punto de vista al respecto.



Gracias.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario, para precisar lo que está en votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se encuentra abierta la votación del texto sugerido por el Senador señor Espina para incorporar un nuevo artículo 2º al proyecto. Su redacción es la siguiente: 



“La Defensoría de los Derechos de la Niñez tendrá por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños y niñas, de acuerdo a la Constitución Política de la República, a la Convención sobre los Derechos del Niño y a los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como a la legislación nacional, velando por su interés superior.”.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, también había pedido intervenir cuando se estaba dando el informe.



Sin perjuicio de votar a favor de las normas del proyecto, quiero aprovechar de hacer dos o tres comentarios bastante particulares.



El primero se refiere al fondo.



No estoy de acuerdo con que se haya eliminado, dentro de las atribuciones de la Defensoría de la Niñez, aquella que es más propia de su naturaleza y denominación: “defender los derechos de los niños”. Acá se cambió “defender” por “proteger”. 



Cuando se deba ir a tribunales, va a ser muy difícil que los familiares entiendan que la Defensoría carece de la potestad de defender.



Día a día se formulan denuncias por violaciones a la integridad física o psíquica de los niños y adolescentes. Y me temo que esta situación va a seguir igual.



En segundo lugar, quiero referirme a la forma de designación del Defensor de la Niñez.



En esta materia la Comisión de Hacienda ha mantenido la intervención del Instituto Nacional de Derechos Humanos, en lugar de la Comisión de Derechos Humanos del Senado, como había resuelto la Comisión Especial de Infancia y lo acaba de señalar su Presidente.



Prefiero la opción de la Comisión de Hacienda, pero en ambos casos me llama la atención que se excluye la opinión de la Presidencia de la República.



Por último, hay una omisión recurrente en diversas iniciativas que se aprueban en esta Corporación. Se trata de la presencia del organismo que se crea a nivel regional. Ello no está contemplado en el proyecto, debido, al parecer, a las muchas restricciones financieras que hoy imperan. 



Existen organismos similares, como el Instituto Nacional de Derechos Humanos, que sí tienen representación regional, aunque sea limitada. Yo espero que la Defensoría de la Niñez pueda seguir también este camino.



En todo caso, creo que vamos por una buena senda, por lo que las observaciones que he formulado no restan valor a la iniciativa.



Nada más, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, voy a votar a favor.



Me parece que la discusión sobre el nombramiento del Defensor de la Niñez es uno de los temas importantes que se deben dilucidar.



Estimo que la propuesta que informó el Senador Patricio Walker es la mejor, considerando que en muchos organismos hay funcionarios cuya designación depende del Gobierno. Por tanto, si el Parlamento tiene alguna injerencia en este caso, el Defensor podría asumir ante el Ejecutivo de turno una posición distinta. No habrá temor reverencial por parte del funcionario nombrado X, C o J.



En todo caso, tras escuchar algunos discursos, me sorprende que se piense que con este nombramiento resolveremos todos los problemas que estamos viviendo con los menores en Chile.



Es probable que avancemos. Los tratados internacionales que hemos celebrado seguramente nos obligan a ese tipo de generación de autoridades.



En lo personal, siento que en nuestro país estamos sufriendo una época de “organizacionitis”: cuando hay un problema, se crea una organización, se crea una superintendencia, se crea un órgano distinto.



Hoy día en Chile existen varias organizaciones relacionadas con la infancia.



En este proyecto yo echo de menos algo que quizás constituye uno de los temas más importantes -lo digo porque me ha tocado vivir la realidad del Instituto Nacional de Derechos Humanos-: la fiscalización de este tipo de organismos.



Nadie fiscalizará que la institución que estamos creando mediante esta futura ley cumpla sus objetivos.



¿Qué sucederá con el Defensor, quien durará ocho años en el cargo y seguramente recibirá una muy buena remuneración, si no hace nada? Lo mismo ocurre en el caso del Instituto Nacional de Derechos Humanos, que tampoco actúa cuando recibe denuncias por torturas o situaciones graves.



¿Qué le sucederá a esa autoridad? ¡Nada! Porque se trata de organizaciones autónomas.



¡Decimos que se deben crear organizaciones autónomas…! Pero después esa autonomía se aplica sin fiscalización, como pasa con el mencionado Instituto, que frente a determinados hechos, no hace nada. Sin embargo, ante ciertas acciones de carabineros entonces ahí está encima, ¡dale, dale, dale!



Señor Presidente, me gustaría que una organización de este tipo tuviese ciertas metas, ciertos objetivos, cuyo cumplimiento se pudiera revisar después de algunos años.



Si creamos instituciones cada vez que hay un problema y, además, les damos autonomía -o sea, nadie les exige que cumplan con sus obligaciones-, el resultado va a ser el mismo que el que hemos observado en el SENAME y en otras organizaciones.



Más que reducirse las acciones en contra de los derechos de los menores, estamos viendo realmente un proceso al revés.



Por último, uno de los Senadores que me antecedió en el uso de la palabra ha dicho: “¡Cómo es posible que no hayamos separado los roles del SENAME!”. Pero el Presidente Piñera presentó una iniciativa en este sentido en la Administración anterior (hace más de cuatro años), y el Gobierno actual no la tramitó. El Parlamento, en algunos casos, no compartió la idea de dividir dicho Servicio, lo que era una cuestión obvia.



Y los resultados del SENAME son francamente dignos de vergüenza internacional.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Solicito la autorización de la Sala para darle la palabra a la señora Estela Ortiz.

El señor PROKURICA.- Estamos en votación, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Lo sé, Su Señoría. Por eso estoy pidiendo la anuencia de la Sala.



Podría colaborar para el debate.

El señor PROKURICA.- Está bien.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Ortiz.

La señora ORTIZ (Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia).- Señor Presidente, solicité intervenir con el objeto de aclarar lo planteado recién por el Senador Prokurica.



En el artículo 13, aprobado por unanimidad en la Comisión Especial de Infancia, precisamente tomamos en consideración que el Defensor podrá ser removido por la Corte Suprema frente a un abandono notable de sus funciones. 



Además, en otra disposición se plantea que el Defensor deberá dar cuenta pública -como lo señaló el Senador Patricio Walker- una vez al año al Presidente de la República, al Congreso Nacional y al Presidente del Máximo Tribunal, lo que permitirá ir evaluando anualmente -no cada dos o tres años- su gestión: si cumple o no con su rol y el objetivo por el cual fue nombrado.



Quería aclarar ese punto.



Otro aspecto dice relación con el artículo 1º -si no me equivoco-, en el que se plantea la posibilidad de nombrar a nivel regional a una persona, de acuerdo a las necesidades, al igual como se procede en el caso del Instituto Nacional de Derechos Humanos.



Tenemos presentes los requerimientos regionales.



Como último punto, quiero manifestar que el tema que aborda la iniciativa nos mueve profundamente. Entendemos que la situación de los menores no depende solo de la importancia de aprobar hoy día este proyecto, que pasará a su segundo trámite -con la sola generación del Defensor no se van a acabar de la noche a la mañana los abusos que hemos visto-, sino también de lo que cada uno de nosotros haga para acelerar un cambio cultural en la manera en que las instituciones y la sociedad tratan a nuestros niños.



 Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quiero destacar el compromiso de la Presidenta de la República cuando firmó en el Parque Bicentenario de la Infancia el mensaje que dio origen a la iniciativa que estamos discutiendo hoy.



Respecto al debate específico del artículo 2º, que está en votación, concuerdo en que los derechos de los niños y las niñas tienen que ser protegidos tanto dentro como fuera del territorio nacional.



¿Por qué? Particularmente, por las adopciones irregulares que suceden en Chile. 



En la Región de Aisén hay casos, con protestas de los padres y familiares, en que, por circunstancias determinadas, les han quitado uno, dos y tres niños. Nunca más se han enterado dónde están y no se realizaron todos los procedimientos para ver si los cercanos a la familia podían haberse hecho cargo de aquellos.



Se aprovechan casi de la ignorancia de las personas para sacar a los niños de alguna manera.



El Diputado René Saffirio ha hecho una denuncia, después de una larga investigación, en la cual plantea que la cantidad de adopciones internacionales con menores de nuestro país llega a 732, con un pago de por medio. Estamos hablando de entre 4 y 12 millones de pesos por niño. 



Pero, cuando una pareja de chilenos quiere adoptar -también existen casos concretos en la Región de Aisén-, enfrenta todas las dificultades del mundo; incluso, llega a tener a su cuidado por un tiempo al menor, y después otros lo adoptan.



Realmente, no podemos dejar pasar esa materia.



El segundo punto -algo que se conoce, pero no se ha resuelto- es la división de funciones al interior del Servicio Nacional de Menores: entre quienes están en condiciones irregulares y quienes han vulnerado la ley.



No nos podemos quedar impávidos ante la cifra de 1.313 niños muertos en diez años bajo la tutela del SENAME. ¡De qué estamos hablando! ¡Es algo inaceptable! La Defensoría va a tener un trabajo mayúsculo al instante.



Del mismo modo, como bien dijo doña Estela Ortiz, aquí se manifiesta un tema cultural, de afección. 



En las visitas que hemos hecho a los jardines infantiles de la JUNJI, de Integra y VTF municipales, nos enteramos de que muchos padres van a dejar a los niños o a las guaguas a las 7 de la mañana y se desaparecen hasta las 7 de la tarde. Poco menos tienen que ir a buscarlos para que vuelvan a hacerse cargo de sus hijos. A veces, a vista y paciencia de las tías, los padres andan vitrineando, haciendo vida social. ¡Y los niños quedan abandonados!



Algo está sucediendo que es mucho más profundo en nuestro país, lo cual se enfrenta con  verdadera responsabilidad y amor por los niños.



Señor Presidente, desde luego aprobaré las normas de este proyecto, que estamos afinando en esta discusión particular.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, había pedido intervenir hace un rato, cuando se debatía un poquito más en general, pero ahora entiendo que estamos acotados a una modificación al artículo 2º, que voy a aprobar.



Me voy a reservar para intervenir después, cuando hablemos de la forma de designar al Defensor de la Niñez.



En todo caso, a propósito de lo señalado por el Senador Horvath y otros colegas, quiero expresar que mi Gobierno ha hecho un esfuerzo tremendamente serio para colocar el tema de la niñez en la agenda nacional.



Tal vez escapa al conocimiento de muchos el que existen alrededor de cuatro iniciativas que abordan estas materias. Me permitiré enumerar los proyectos: el que crea el Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez, que ya fue despachado por la Cámara de Diputados; el que crea la Subsecretaría de la Niñez; el que crea el Servicio Nacional de Protección Especializada de Niños y Niñas, y el que crea el Servicio de Reinserción Social Juvenil.



Toda esa institucionalidad, más la que estamos generando hoy (la Defensoría de los Derechos de la Niñez, organismo autónomo que observará el comportamiento del Estado respecto de sus responsabilidades en el tratamiento de los derechos de los menores), es tremendamente importante.



La cifra que nos recordaba el Senador Horvath, más de 1.300 niños que han fallecido al cuidado del Servicio Nacional de Menores en diez años, grafica la magnitud del déficit que tenemos en este ámbito.



La UNICEF ha sido categórica en instar a Chile a constituir la Defensoría de la Niñez. Y es lo que estamos haciendo hoy.



Este sería el quinto proyecto en la materia y es sumamente relevante.



Los más escépticos van a decir que se crean más organismos, burocracia, mucho reglamento, mucha superintendencia. Yo soy de los que piensan que, a partir de una institucionalidad seria, bien hecha y financiada, se puede avanzar en garantizar derechos e igualdad de oportunidades.



Así ha quedado demostrado en el pasado.



Hoy día hablamos de “femicidio”, no solamente de “violencia entre las parejas”; hablamos de “los derechos de las minorías”, de “los derechos de los discapacitados”, cosas que antes se nos quedaban atrás, tal vez porque en ese minuto había problemas más importantes en jerarquía que abordar.



En consecuencia, este es un tremendo proyecto, que verá la luz muy pronto. Espero que podamos despachar la iniciativa hoy de la mejor manera posible, para que pase a la Cámara de Diputados y se transforme luego en ley.



Entiendo que todavía queda por resolver un par de asuntos sobre los cuales hay opiniones distintas, pero creo que se impondrá el buen criterio o, por último, la mayoría en esta Sala.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, quiero realizar una presentación más general.



He escuchado muy atentamente cada una de las intervenciones y, en efecto, nadie entiende que con la creación de la Defensoría de la Niñez se dará respuesta y una solución absoluta y total al problema que en nuestro país hemos presenciado con mucho dolor.



Se han hecho juicios sobre el Instituto de Derechos Humanos. Se han registrado hechos, como los últimos ocurridos en un centro de COANIL.



Por otra parte, también estamos creando la Subsecretaría de la Niñez. O sea, sin lugar a dudas, hay un compromiso de parte del Gobierno que es imposible no rescatar y señalar.



Pero hay una situación -también se lo escuché a Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra- con respecto al juicio crítico, lapidario que se hace acerca de las funcionarias y los funcionarios del Servicio Nacional de Menores.



Yo quiero ahí hacer un paréntesis.



Efectivamente -nadie puede dudar de ello-, lo ocurrido en todo este último período en el SENAME, que el país y el mundo han presenciado, nos obliga a hacernos un juicio acerca de cómo se venía trabajando, cómo se funcionaba, cómo se protegía, cómo se resguardaba a nuestras niñas, a nuestros niños.



Pero en paralelo hay una realidad que se encuentra al debe respecto a esas funcionarias, a esos funcionarios. Es un proyecto que se debe enviar. Y me valgo de esta discusión para pedirle al Ministro, a las autoridades de este Gobierno, que lo antes posible avancemos en buscar mecanismos que permitan dar una estabilidad y un ambiente laboral; que hagan posible que aquellas buenas funcionarias, que aquellos buenos funcionarios, que aquellas personas con una vasta experiencia en esta materia no sean juzgadas, no sean apuntadas, pues efectivamente han hecho una enorme contribución en un tema bastante complejo. 


La contención de niños con algún grado de discapacidad, la realidad que enfrentan los menores en situación de abandono, en el más amplio sentido de la expresión, necesita de profesionales con expertise. En la institución tenemos grupos que poseen esa experiencia. Obviamente, hay personas que no debieron haber pasado jamás por entidades relacionadas con la protección de menores. Pero de lo que tenemos que hacernos cargo, señor Presidente, es, sin lugar a dudas, de pedirle al Gobierno urgencia absoluta para entregar estabilidad, tranquilidad, ambiente y llevar adelante la reestructuración que se requiere en el SENAME.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el nuevo texto propuesto por el Senador señor Espina para el artículo 2º (30 votos a favor).



Votaron las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma y Patricio Walker.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que me reemplace en la testera el Senador señor Tuma.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Tuma.

El señor ESPINA.- Pido la palabra.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Puede intervenir, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, pido un poco de atención a los distinguidos colegas respecto de una segunda división de la votación. En este caso, también estimo que puede efectuarse una mejor redacción para evitar confusiones.



Me refiero a la letra k) del artículo 4º, consignada en la página 8 del comparado. Allí se señala, entre las facultades y atribuciones de la Defensoría de la Niñez: “Visitar los centros de privación de libertad,” -correcto- “centros residenciales de protección” -correcto, pero luego se agrega- “y cualquier lugar en que un niño o niña permanezca privado de libertad, reciban o no recursos por parte del Estado, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia.”.



En mi opinión -espero que algunos puedan coincidir conmigo-, la frase “y cualquier lugar en que un niño o niña permanezca privado de libertad” se presta a varias confusiones. ¿Qué es “privado de libertad”? Nosotros estamos redactando para lo que la ley señala. Privado de libertad es, por ejemplo, el caso en que un padre le dice a su hijo que no puede salir de la casa, o cuando el colegio le prohíbe a un niño salir del establecimiento.



Yo entiendo que ese no fue el objetivo de la Comisión. Lo hablé con el Senador Patricio Walker. Y me parece que la forma de comprender a todas las instituciones es con la siguiente redacción: “Visitar los centros de privación de libertad,” -se mantiene igual la norma- “centros residenciales de protección” -también se mantiene igual- “o de cualquier otra institución, reciban o no recursos por parte del Estado, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia.”. Con ello se cumple el objetivo de que en ninguna institución en que un niño esté privado de libertad se pueda impedir el ingreso de un defensor.



Reitero: no podemos establecer una norma confusa que señale que alguien puede meterse en la casa de un niño porque el papá no lo deja salir. Y cuando las normas son confusas se prestan para malas interpretaciones.



Además, hay que sacar el texto mencionado porque, si va a control de constitucionalidad, adolece de una anomalía. Habla de “cualquier otro lugar”, y no es posible ingresar a la casa de una familia sin autorización de un juez de garantía. Por lo tanto, tal como está, la norma corre el riesgo de ser objetada.



Por eso, mi sugerencia es que se apruebe la propuesta que acabo de leer, que simplemente perfecciona la letra k), diciendo: “Visitar los centros de privación de libertad, centros residenciales de protección o de cualquier otra institución,” -en vez de “cualquier otro lugar”- “reciban o no recursos por parte del Estado, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia.”.



Me parece que esta redacción es más completa que la que se plantea como texto final.

El señor TUMA (Presidente accidental).- ¿Existe unanimidad para la propuesta del Senador señor Espina?



Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, tengo una consulta para los miembros de la Comisión y para el Senador Espina.



¿Qué pasa respecto de los colegios?



Me asiste una preocupación en ese sentido. Que se pueda visitar centros de privación de libertad, se entiende; centros residenciales de protección, también. Pero, si ponemos “y cualquier otra institución”, se podría entender que igualmente es posible visitar los colegios. Esto puede ser un problema, señor Presidente, porque respecto de ellos ya tenemos a la Superintendencia, a la Agencia de Calidad, a las Seremías, es decir, una gran cantidad de instituciones que ya pueden entrar a un colegio. Y me preocupa que estemos sobreponiendo otra más. Cuando existe maltrato en un establecimiento educacional, hay instituciones que se hacen cargo de eso. De hecho, se puede acudir a la Superintendencia de Educación.



En consecuencia, señor Presidente, sugiero la siguiente redacción: “Visitar los centros de privación de libertad, centros residenciales de protección” y listo, porque no sé a qué otra institución se puede referir “cualquier lugar en que un niño o niña permanezca privado de libertad”. Desconozco qué tipo de entidad puede ser esa. 


Entonces, ¿por qué mejor no sacamos esa parte del texto y de esa manera solucionamos el problema que plantea el Senador Espina, sin que la norma se preste a confusión respecto a cuál puede ser “otra institución”, como un colegio, por ejemplo?
El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, yo no sé si sea necesario hacer una modificación o simplemente entregar una explicación para la historia de la ley. 


En Chile, los recintos en donde se permanece privado de libertad están asimilados a un régimen carcelario, a un régimen de esa naturaleza. Un internado, por ejemplo, no es un lugar donde un niño permanece privado de libertad. Y entiendo que la redacción propuesta dice relación con eso.



Yo no tengo problemas con los términos que ella utiliza. Centros de privación de libertad, centros residenciales de protección y cualquier lugar en que un niño o niña permanezca privado de libertad equivalen a lugares donde se practica ese tipo de privación de libertad; no a una casa de la que un papá le prohíbe salir por la noche a su hijo, como castigo. 



Obviamente, la norma se podría prestar para una interpretación abusiva, pero no dice relación con aquello.



También podría ocurrir, en algún minuto, que un juez de menores, ante una situación en que no exista un lugar apropiado para que un menor permanezca privado de libertad, lo envíe detenido a un hospital u otro centro de salud. 




Yo me imagino que a eso se refiere la disposición. Estamos hablando del régimen de privación de libertad, el cual, en nuestra legislación, es sinónimo de cárcel o equivalente.



Por eso, no le veo mayores problemas a la redacción, sobre todo si dejamos claramente establecido, en la historia de la ley, lo que estoy señalando: que un lugar donde se priva de libertad a alguien es, necesariamente, un recinto que reúne dichas características o que un juez u otra autoridad competente determina eventualmente como alternativa.

El señor TUMA (Presidente accidental).- En este punto sería conveniente escuchar al Ejecutivo.



Por eso, le doy la palabra al señor Ministro.

El señor CAMPOS (Ministro de Justicia y Derechos Humanos).- Señor Presidente, en la misma línea de lo indicado por el Senador Larraín, cabe señalar que en nuestro ordenamiento jurídico la privación de libertad es consecuencia de dos tipos de actuaciones: de una sanción impuesta por un tribunal de justicia, o bien de una medida cautelar decretada por una autoridad. Todas las otras “privaciones de libertad” -entre comillas- no son tales.



Por eso, creo que el Senador Larraín tiene toda la razón en la interpretación que ha hecho de la norma.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Gracias, señor Ministro.



Le voy a dar la palabra, por último, al Senador señor Espina, porque está claro que no existe unanimidad para efectuar un cambio.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, la del Senador Larraín es una interpretación. Y lo que el legislador no puede hacer es dictar normas que queden sometidas siempre a distintas interpretaciones.



Ese es el problema de muchas que aprobamos y que después se prestan a toda clase de equívocos. Y nosotros, como legisladores, tenemos que dejarlas lo más claras posibles.



La letra k) dice: “Visitar los centros de privación de libertad, centros residenciales de protección y cualquier lugar en que un niño o niña permanezca privado de libertad”. Y, cuando el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su tenor literal, a pretexto de consultar su espíritu. Es lo que establece nuestro Código Civil. 



En este caso, la norma, tal como está redactada, habilitaría a un defensor para ingresar a un domicilio privado sin autorización de un juez ni de ninguna otra autoridad. La ley expresamente lo facultaría. Es una interpretación que perfectamente podría hacer un defensor en el evento de que alguien le dijera: “Mire, en la casa de la esquina hay un niño privado de su libertad”. 



¿Cuál es el camino que se sigue frente a eso? Se va a la policía, se pide una orden, si es un delito flagrante, para que ella pueda ingresar. Pero, cuando se trata de atribuciones regulares de una institución, tenemos que ser muy precisos.



Tan así es, que la encargada del Gobierno en materias de niñez me sugería poner la expresión “ilegítimamente”. ¡Porque la duda existe!



Por lo tanto, lo razonable sería reemplazar la frase “cualquier lugar” por “cualquier otra institución”.



Ahora bien, tengo una diferencia con la Senadora Von Baer, quien no objeta que se pueda entrar a un colegio donde haya niños maltratados. Lo que ella advierte es que ya hay varias instituciones que lo pueden hacer. Pero a mí no me molesta que puedan entrar otras. No me molesta que, a propósito de un colegio donde se sepa que hay escolares golpeados, un defensor diga: “Quiero realizar una visita, en vista de que ninguna otra institución ha hecho algo”. 



Sí me preocupa que se pueda ingresar a casas particulares sin una orden judicial, lo cual, tal como está redactada la norma, sería perfectamente factible.



Por eso, señor Presidente, me parece que lo correcto es que la norma quede en los términos que indiqué, pues, si no, vamos a abrir un debate en el sentido de que por primera vez se le está entregando a una institución del Estado la posibilidad de entrar a la casa de una familia porque hay un niño que se estima privado de libertad.



¿Hay niños privados de libertad en las casas, señor Presidente? Por supuesto que los hay: cuando los papás no los dejan salir. Un padre puede impedirle a un hijo salir del hogar, castigarlo de esa forma durante dos días, o bien prohibirle salir porque es tarde.



Entonces, seamos claros. ¿Por qué no precisamos la norma? ¿Para qué prestarnos a ambigüedades que después debemos corregir en una ley miscelánea?



El mismo Senador Patricio Walker, con quien tuve oportunidad de hablar, sugirió hablar de “cualquier otra institución”, que es más preciso que lo que se indica en una disposición que está bien orientada.



He dicho.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Para lo que usted solicita, señor Senador, se requiere unanimidad, y en este momento claramente no la hay.



Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, he estado siguiendo atentamente el debate y tengo la impresión de que perfectamente podemos resolver el tema.



Lo que parece estar claro es que la actual redacción no es la más adecuada. Y el Senador Espina ha hecho una propuesta que, a mi juicio, apunta en la línea correcta. El agregado que plantea el Senador Larraín igual exigiría añadir una referencia a la norma. Su Señoría, en definitiva, expresaba que por “cualquier lugar” debiera entenderse “cualquier lugar autorizado en virtud de una resolución judicial”. Sería la hipótesis del hospital, por así decirlo.



Si quisiéramos irnos por ese camino, habría que señalar: “y cualquier lugar en que un niño o niña permanezca privado de libertad en virtud de una resolución judicial”. Pero eso tampoco resolvería el problema, porque, tal como se ha dicho acá, podría darse el caso de una medida cautelar de privación de la libertad que se cumpliera en una casa. Ahí la objeción del Senador Espina volvería a ser correcta: ¿tendría el defensor, en ese evento, la posibilidad de ingresar al domicilio? No. Por lo tanto, es mucho mejor la redacción que él propone.



En resumen, señor Presidente, la norma, en sus actuales términos, está mal. Y debiéramos poder corregirla. Aquí no tenemos una diferencia ideológica. Se trata de una cuestión práctica. Así como está, se presta a equívocos. Y lo que sugiere el Senador Espina resuelve bien el problema. El planteamiento del Senador Larraín exigiría agregarle otra frase. Pero igual quedaría mal, porque tendría que decir: “cualquier lugar en que un niño o niña permanezca privado de libertad en virtud de una resolución judicial”. Sin embargo, en una casa, por ejemplo, no solo viven niños, sino también otras personas. ¿Vamos a permitir, entonces, que un defensor entre a una vivienda donde también viven otras personas? En esta hipótesis tampoco funcionaría la frase agregada.



Lo que hace sentido, señor Presidente -y con esto termino- es irnos por el lado de lo que propone el Senador Espina y que entiendo coincide con la opinión del Senador Patricio Walker, esto es, hablar de “centros de privación de libertad, centros residenciales de protección y otras instituciones”, y a partir de ahí continuar con la actual redacción. 

El señor TUMA (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo para recoger el texto recién indicado por el Senador Allamand?



Acordado.



--Se aprueba la modificación planteada a la letra k) por el Senador señor Allamand.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, señores Senadores, la Comisión Especial, en la letra h) del artículo 4° (página 7 del comparado, tercera columna), recomienda intercalar, después de la expresión “tramitación del procedimiento” y antes del punto aparte, la frase “, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia”.



La letra, en su parte pertinente, quedaría redactada en los siguientes términos: “La presentación de la opinión escrita no conferirá a la Defensoría la calidad de parte ni suspenderá o alterará la tramitación del procedimiento, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia”. 



La modificación aparece en negrilla en la última columna y, en el fondo, corresponde a la frase que se está agregando en la parte final de la letra h).

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra la señora Ortiz.

La señora ORTIZ (Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia).- Por su intermedio, señor Presidente, quiero aclarar que la oración pertinente fue una sugerencia de la Corte Suprema y la Comisión Especial de Infancia resolvió incorporarla.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, estoy absolutamente de acuerdo con agregar dicha redacción en la norma de que se trata, porque me parece que si una institución que estamos creando para defender a los niños hace una observación lo menos que uno puede esperar es que en el fallo se haga mención a lo que ella manifiesta. Nadie está obligando a la Corte Suprema a encontrarle razón; pero no resulta conveniente que muchas veces haya planteamientos frente a casos delicados y los tribunales de justicia los omitan. 



Y entiendo que la propia Corte Suprema -hago fe en lo que acaba de señalar doña Estela Ortiz- señala: “Bueno, por lo menos que el tribunal se pronuncie respecto de los argumentos que esgrime el defensor del niño”.



Por lo tanto, yo estoy a favor a lo menos de la modificación introducida en la letra h).

El señor TUMA (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo para aprobar la enmienda?

El señor WALKER (don Patricio).- Sí.



--Se aprueba, por unanimidad, la enmienda a la letra h) del artículo 4°.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ruego a Sus Señorías dirigirse a la página 10 del comparado, en que se ha renovado una indicación del Honorable señor Espina recaída en el artículo 5°, con las firmas reglamentarias de diversos señores Senadores,...

El señor ESPINA.- Diga quiénes son.

El señor LABBÉ (Secretario General).-... para reemplazar la frase “y la autonomía progresiva” por “la autonomía progresiva y el derecho y el deber preferente de los padres de educar a sus hijos.”.

El señor TUMA (Presidente accidental).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, aquí hay un tema que, entre paréntesis, no debería ser objeto de ninguna controversia, porque ya lo hemos agregado -no tuvimos ningún inconveniente- en el proyecto que crea la Subsecretaría de la Niñez. Y también viene aprobado, según me informé, en la iniciativa sobre el Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez. 



Recordemos que se trata de un conjunto de proyectos de ley vinculados con la infancia y esperamos que, en su momento, se puedan despachar todos. 



El artículo 5°, y pido a los señores Senadores y Senadoras que lo tengan en cuenta, establece lo siguiente: “El interés superior del niño o niña, su derecho a ser oído y la autonomía progresiva, son principios rectores que la Defensoría tendrá siempre en consideración al conocer y pronunciarse respecto de cualquier petición que se le formule”.


La indicación que hemos renovado, después de “El interés superior del niño o niña, su derecho a ser oído y la autonomía progresiva”, agrega simplemente “y el derecho y deber preferente de los padres de educar a sus hijos”.



El derecho y el deber preferente de los padres a educar a sus hijos es una disposición que aparece actualmente en el artículo 19, número 10°, de la Constitución Política de la República. 



Por lo tanto, opino que, si estamos especificando cuáles son los principios rectores que van a regir sobre el particular y los nombramos, aquí hay dos caminos: no señalarlos y decir: “¿Saben qué más?, el asunto se halla especificado en la Carta Fundamental”. Pero si los vamos a nombrar, no omitamos uno fundamental, que corresponde a un derecho que, por cierto, tienen los padres. 



O sea, la Defensoría debe observar como principio rector, como principio que guíe sus actuaciones, además del interés superior del niño, de su derecho a ser oído y de su autonomía progresiva, “el derecho y el deber preferente de los padres de educar a sus hijos”.



¡Ese es un elemento central que se ha de tener en consideración!



Así el Gobierno lo aceptó expresamente -¡lo aceptó!- y lo respaldó en el caso de la Subsecretaría de la Niñez, porque llegamos a acuerdo sobre la norma respectiva.



Y quiero recordarle a la distinguida señora Estela Ortiz, que tramitó el proyecto, que aprobamos esa disposición.



Y también se acogió en la ley sobre Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez.



Por lo tanto, espero que esta indicación sea recogida en los términos que he señalado.

El señor TUMA (Presidente accidental).- El Senador señor Chahuán ha pedido la palabra para referirse al artículo 5°.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, tenemos algunas dificultades que dicen relación fundamentalmente con el principio de la autonomía progresiva, el cual, de alguna manera, está circunscrito a una serie de iniciativas que se han presentado en el Congreso Nacional.



La autonomía progresiva figura, en cierto modo, en la esencia, por ejemplo, de la indicación que ha renovado el Ejecutivo en el proyecto de ley sobre interrupción del embarazo en tres causales para que una menor de 14 años -¡menor de 14 años!-, sin el consentimiento de los padres, pida a un equipo médico que resuelva el interés superior del niño para practicar un aborto.



Así está establecido en la indicación que incorporó el Gobierno a fin de volver al espíritu inicial de la iniciativa.



Y la señora Ministra de Salud y la asesora de la señora Ministra del SERNAM nos han dicho que, como no tienen los votos para disponer que el interés superior del niño lo resuelvan los tribunales de familia, han optado por un procedimiento para que sea un equipo médico el que determine el interés superior del niño a los efectos de permitir que una menor de 14 años, sin la autorización de los padres, pueda practicarse un aborto.



Un segundo elemento de la autonomía progresiva aparece en un proyecto de ley, también presentado por el actual Gobierno, que busca que una menor de 14 años, sin la autorización de los padres, pueda cambiar su sexo registral, ¡pueda cambiar su sexo registral!



Incluso, en el texto original de la iniciativa se establecía que se realizara sin que se revisaran los antecedentes psiquiátricos y sin que se efectuaran los exámenes físicos respecto del menor.



El término “autonomía progresiva” es absolutamente contrario a aquello que nosotros sostenemos: el principio rector de que es derecho preferente de los padres el educar a los hijos.



Por eso, como estos dos conceptos entran en colisión en el caso que nos ocupa, nosotros hemos presentado esta indicación que busca salvaguardar el derecho legal y constitucional para los efectos de resguardar el derecho, pero también el deber preferente de los padres de velar por la educación de los hijos.



Lo anterior se encuentra establecido no solo en nuestras normas legales y constitucionales, sino también en las convenciones sobre los derechos del niño y los protocolos facultativos de los derechos del niño.



Por tanto, hacemos un llamado de atención: el concepto “la autonomía progresiva” que el Ejecutivo ha tratado de incorporar en varios proyectos de ley que se están tramitando en este Congreso Nacional vulnera y entra en colisión con el derecho preferente de los padres de educar a los hijos. 



Por lo mismo...

El señor WALKER (don Ignacio).- Estamos en el artículo 5°.

El señor CHAHUÁN.- Exactamente. Hablo de la modificación al artículo 5°.



Por lo mismo, creemos que la indicación que hemos renovado viene a solucionar justamente el conflicto mencionado y, por tanto, llamamos a votarla a favor.

El señor MOREIRA.- ¡Ese es mi Senador...!

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor  Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, creo que el presente proyecto tiene por objeto regular a una institución y no a determinados derechos de los niños o de los padres.



Considero que los derechos de los padres podrían ser materia de otra iniciativa, como la relativa al Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez. 



Insisto: los derechos de los progenitores no son el objetivo del texto que nos ocupa, así que no tienen nada que ver con lo que se propone.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra la señora Ortiz.

La señora ORTIZ (Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia).- Señor Presidente, quiero reiterar algo que ya hemos aclarado públicamente y también en los espacios del Congreso Nacional: Chile firmó la Convención de los Derechos del Niño, que consagra la autonomía progresiva y el derecho y el deber de los padres no únicamente en el ámbito educativo, sino además en materia de protección, acompañamiento, etcétera, de cada uno de los niños y niñas no solo de aquí, sino de la humanidad, pero en este caso de nuestro país.



Deseo repetirlo, porque jamás ha estado en el espíritu de ninguna de las iniciativas de ley que ha presentado el Gobierno dejar que los padres no cumplan su rol de acompañar, educar y proteger a los niños, y de prevenir situaciones que pongan en riesgo no solo su vida, sino también su dignidad, además de permitir que, ojalá, los menores puedan crecer con el máximo de su potencial y ejercer sus derechos.



Me parece importante expresar lo anterior, porque, de repente, públicamente, y también aquí, se ha querido manifestar que el Ejecutivo no estaría reconociendo el rol de los padres. Y en los mensajes de cada uno de los proyectos de ley se ha planteado el papel que a aquellos les corresponde.



Asimismo, quiero expresar que aquí se está generando un sistema, pero cada uno de los proyectos tiene validez por sí mismo. Y, en este caso, nos estamos refiriendo al relativo a la Defensoría de los Derechos de la Niñez, que no guarda relación con otras iniciativas no ligadas a los menores, que se vinculan con otros Ministerios, como el de Salud.



Por lo tanto, considero bueno recalcar aquello.



Muchas gracias.

El señor PROKURICA.- Votemos la indicación, señor Presidente.

El señor TUMA (Presidente accidental).- En buenas cuentas, ¿se estaría validando lo propuesto por el Senador señor Espina?

El señor WALKER (don Ignacio).- Abra la votación, señor Presidente, y que cada uno fundamente su voto.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor  Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, por supuesto, esta indicación no daña. Así, uno podría decir: “Lo que abunda no daña”.



La verdad es que el Senador Patricio Walker, Presidente de la Comisión especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, las niñas y los adolescentes explicó muy bien cuál es el espíritu de la iniciativa que nos ocupa.



En este proyecto se busca legislar respecto a la protección de la infancia contenida en la Convención respectiva, ratificada por Chile. Pero lo que se pretende es obligar a las instituciones que promueven los derechos de la infancia a hacerse cargo de la protección. Ese es el sentido de esta Defensoría: apunta directamente a las personas jurídicas.



Sin embargo, la indicación se plantea en relación con los padres. Entonces, esto llama un poco la atención. Porque es como si desconfiáramos de ellos. Sucede que los mismos que la suscriben manifiestan mayor confianza para que los padres elijan, entre otras cosas, el colegio de su hijo; pero al momento de cuidarlos, surge desconfianza en cuanto a que lo hagan bien.



En consecuencia, francamente, me parece que la indicación se aparta un poco de lo que busca el proyecto, de su espíritu y de lo que se manifestó durante toda su discusión, como les consta a todos los Senadores miembros de la Comisión especial.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Por qué no votamos, señor Presidente?

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, más allá de que algunos estimen que esto deba incluirse o no en esta iniciativa, es decir, si es pertinente o no, es muy bueno que la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia haya declarado que no tiene ningún problema con el concepto relativo a “el derecho y el deber preferente de los padres de educar a sus hijos”.



De verdad, pienso que lo que abunda, no daña. Así que voy a apoyar esta indicación.

El señor CHAHUÁN.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Se ha pedido abrir la votación. No obstante, quedan tres señores Senadores inscritos.



Si les parece, se accederá a lo solicitado y les daré la palabra a los inscritos.



Acordado.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación renovada es para reemplazar en el artículo 5° la frase “la autonomía progresiva”, por la oración “la autonomía progresiva y el derecho y deber preferente de los padres de educar a sus hijos”, dentro de los principios rectores para el interés superior de niños y de niñas.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en cuanto al fondo, pretender establecer la tuición de los padres al interior del Estado representa algo que la Derecha ha seguido de manera permanente en la educación y en todos los aspectos que puedan regir y normar la vida de los individuos. Sin embargo, está claro que cuando se trata de la institucionalidad los padres tienen que colaborar, pero no ser parte de aquella.



Lo referente a “la autonomía progresiva y el derecho y deber preferente de los padres de educar a sus hijos” está consagrado en las leyes relativas a la educación y en la Constitución Política. ¿Cuál es el objetivo de incorporar preceptos constitucionales en leyes particulares?



En cuanto a la técnica legislativa, en esta Sala se han rechazado indicaciones de mi autoría, señalándose que su texto formaba parte de otras leyes o de la Carta Fundamental.



O sea, consignar respecto a la Defensoría de los Derechos de la Niñez el derecho y el deber preferente de los padres suena más bien a un “café altamente ideologizado”. Porque querer incluir esto dentro de la ley en proyecto tiene un objetivo definido claramente con una corriente de pensamiento.



Señor Presidente, yo estoy por la creación del Ombudsman. Tenemos una deuda pendiente desde el año 1990, cuando el Presidente Aylwin encargó su concreción al destacado socialista Francisco Fernández.



Pero cuando alguna vez -espero que sea pronto- realicemos el debate sobre el Ombudsman, habrá que discutir la función institucional, la institucionalidad del Estado. Porque, en definitiva, el resto de los derechos están cautelados por otras leyes y por la Constitución.



No tuve la posibilidad de escuchar la argumentación del Senador Espina acerca de su indicación. Intervengo solo habiendo leído su texto, y quiero señalar claramente que estos principios ya se hallan consagrados. De otra forma, deberíamos repetir cada principio establecido en la Constitución y en otras leyes respecto a cada iniciativa legal que se presentara. Y el Senador Allamand, que siempre es estricto y riguroso en estos temas, tendrá que coincidir al respecto.



Por eso, a mi juicio, la indicación no procede.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, considero que el Senador Walker dejó este punto bastante claro.



El concepto que busca agregar la indicación se refiere a que exista autonomía progresiva, pero respetando el derecho preferente de los padres a educar a sus hijos.



A diferencia de lo que sostuvo el Senador Quintana, no es que nosotros pretendamos quitarles un derecho a los padres. Al revés, se busca respetar su derecho preferente a educar a sus hijos.



El Ejecutivo apoyó esa frase en la discusión habida con motivo del proyecto sobre la creación de la Subsecretaría de la Niñez. Y recién la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia acaba de afirmar que no hay ningún problema con la indicación presentada.



Por lo tanto, señor Presidente, estimo que acá se está poniendo sobre la mesa que la autonomía progresiva no choca -como se planteaba- con el derecho preferente de los padres a educar a sus hijos, sino que pretende complementarlo.



En tal sentido, solo quiero plantear que la indicación va en esa línea.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Seré muy breve, señor Presidente, pues ya se ha dicho lo fundamental por quienes me han antecedido.



Al contrario de lo manifestado por el Senador Navarro, opino que este artículo es muy importante, por cuanto establece la forma y los principios sobre la base de los cuales va a actuar el Defensor de la Niñez. Por consiguiente, estimo relevante rayar el marco dentro del cual se va a desenvolver.



Si solamente hubiera que consignar las normas que no figuran en otra parte, este artículo no sería necesario. Lo digo, porque el Senador Navarro estará de acuerdo conmigo en cuanto a que el interés superior del niño o de la niña es un principio instalado en nuestra legislación en diversas normativas. Hay una Convención internacional sobre esta materia, que fue ratificada por Chile, que también estaría de más incorporar, de seguir el criterio de Su Señoría. Sin embargo, al contrario, esta indicación fija el marco estricto dentro del cual el Defensor de la Niñez debe desempeñar sus labores, que son: el interés superior del niño o de la niña, su derecho a ser oído y a la autonomía progresiva. Ello, siempre teniendo presentes las responsabilidades de los padres como los primeros educadores de sus hijos, las cuales no pueden ser obviadas en la actuación del Defensor. Me parece un principio extraordinariamente claro y necesario.



Por lo tanto, considero que la indicación es pertinente y, por cierto, la vamos a votar a favor.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, voy a votar a favor de esta indicación. Me ha convencido el argumento dado por María Estela Ortiz, que es la persona que ha coordinado, desde el punto de vista del Gobierno, este tipo de temas, que son tan importantes para la agenda pública. ¿Por qué? Porque aquí estamos hablando de principios rectores. La indicación se incorpora al artículo 5° -o sea, no es un asunto de institucionalidad-, norma que específicamente se refiere a principios rectores de la Defensoría. Y eso hay que verlo en armonía con el artículo 2°.



El artículo 2° señala que el objeto de la Defensoría es “la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños y niñas”. Y se refiere a la Constitución, pero también a la Convención sobre los Derechos del Niño y demás tratados internacionales.



Ahora bien, María Estela Ortiz -por eso me remito a ella- acaba de recordar que dentro de la referida Convención y de esos tratados hay una referencia explícita al derecho y deber preferente de los padres no solo respecto de la educación de los niños, sino también de su cuidado y protección.



Por ello, a mí me parece perfectamente razonable la indicación del Senador Espina. Cuando escuché al Senador Chahuán confieso que me confundí. Incluso, la Senadora Von Baer, quien lo explicó muy bien, de repente dijo: “Autonomía progresiva, pero respetando el derecho preferente”, como si hubiera una contradicción entre ambas cosas.



Yo pienso que es todo lo contrario.



La autonomía progresiva -concepto en el que creo absolutamente, porque es evidente que el niño y la niña experimentan una evolución y que eso es progresivo, que van ganando en autonomía en la medida en que se acercan a la adultez- no es contradictoria con el derecho y deber preferente de los padres de educar a los hijos.



En tal sentido, yo veo estos cuatro principios en armonía: el interés superior del niño o niña; el derecho a ser oído; la autonomía progresiva, y -no digo “pero”- el derecho y deber preferente de los padres de educar a sus hijos.



Por lo tanto, voy a votar a favor.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, estoy tentado de pedirle que, si es posible, le dé la palabra nuevamente a la señora Estela Ortiz, porque ocurre que yo escuché algo y otros Senadores entendieron una cosa distinta. 



Yo comprendí perfectamente que no está puesto en duda en este ni en ningún otro proyecto del Gobierno -me pareció escuchar eso de la señora Ortiz-, como se reconoce en los mensajes pertinentes, el derecho y el deber preferente de los padres de educar a sus hijos.



La pregunta es por qué un sector de este Hemiciclo insiste en colocarlo en una indicación. 



¿Por qué quieren incluirlo, si ya está contemplado en una serie de convenciones, leyes, regulaciones, mensajes, etcétera? En todas las iniciativas a que me referí anteriormente se halla reconocido aquello.



Entonces, se crea un debate artificial, como si hubiera un sector que no quiere reconocerles a los padres este derecho y deber preferente. Eso es lo que se pretende al insistir en incluir algo que además no viene al caso. Porque estamos hablando de la responsabilidad y las conductas que deben tener personas jurídicas. Y esto, ciertamente, sin perjuicio de toda la otra legislación que existe hoy día en Chile.



Es como si a la indicación del Senador Espina sobre “el derecho y deber preferente de los padres de educar a sus hijos” yo le agregara, después de una coma, “en la medida que estén en condiciones de hacerlo”.



Me van a decir: “¡Obvio, pues! Si hay un padre impedido, incapacitado, no podrá hacerlo”.



Yo voy a exigir, entonces, que se coloque aquello en la indicación. Pero no se trata de eso.



Lo que ocurre, en el fondo, es que hay un sector -y esto me gusta, pues genera un debate apasionante- que se erige como defensor de la familia. Es así. Y ahí yo digo: “Muy bien, porque siempre lo han hecho, pero para un particular tipo de familia, que es muy bienvenido, por supuesto”.



Sin embargo, la familia chilena es distinta. Ahí es donde nosotros nos involucramos. Hemos logrado convencerlos y traerlos a este campo. Hemos conseguido legislar. ¿Sobre qué? Sobre los hijos ilegítimos -¿recuerdan la gran discusión que hubo al respecto?-; sobre las madres solteras -¡costó un mundo convencerlos!-; sobre las adolescentes embarazadas -¡también costó harto convencerlos!-; sobre la prueba de ADN -¡costó una enormidad convencerlos!- para la determinación de la paternidad.



Me alegra mucho la posición de Sus Señorías. Pero quiero decirles que no tienen el monopolio en esta materia.



Ahora, si la referida indicación se inspira en la idea de que lo que abunda no daña, yo les propongo -y estarán de acuerdo conmigo- agregar a continuación de “el derecho y deber preferente de los padres de educar a sus hijos” la frase “en la medida que estén capacitados”.



¿Les parece razonable eso? Porque hay leyes que establecen que si un padre no está en condiciones de educar a sus niños, le quitan la tuición. 



Así que yo, para que estemos todos de acuerdo, propongo ese añadido o que se retire la indicación, porque el punto ya está recogido en la legislación existente.

El señor WALKER (don Ignacio).- Estamos en votación.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, estamos votando la indicación del Senador Espina, mediante la cual se pide incluir el derecho preferente de los padres en la educación de los hijos con la autonomía progresiva.



Yo no entiendo mucho lo que ha planteado el Senador Lagos, porque me imagino que en el Senado somos todos partidarios del derecho preferente de los padres en la educación de los hijos. Y es obvio que eso es en la medida que ellos se encuentren en sus sanos cabales, pues…

El señor LAGOS.- En la medida que estén capacitados.

La señora PÉREZ (doña Lily).-… yo no veo que un padre abusador pueda estar a cargo de sus hijos.



Pero ese planteamiento no es propio solo de un sector político. Yo me imagino que estamos todos de acuerdo en que son las familias las que deben hacerse cargo de los niños.

El señor LAGOS.- Estamos de acuerdo.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Y, como estamos de acuerdo, yo voy a votar a favor de la indicación del Senador Espina.

El señor LAGOS.- No entendió el argumento la Senadora Lily Pérez,…

La señora PÉREZ (doña Lily).- Sí lo entendí.

El señor LAGOS.-… porque el derecho de educar a los hijos también se halla reconocido en una serie de leyes, de convenciones, en fin. ¡Para qué agregarlo acá!

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación renovada al artículo 5° (16 votos a favor, 8 en contra y un pareo). 



Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, Hernán Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Ignacio Walker y Patricio Walker.


Votaron por la negativa la señora Muñoz y los señores De Urresti, Guillier, Harboe, Lagos, Navarro, Quinteros y Tuma.


No votó, por estar pareado, el señor Quintana.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Horvath.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Señoras y señores Senadores, les ruego dirigirse a las páginas 14 y 15 del comparado.



Las situaciones ahí son las siguientes.



La Comisión Especial de Infancia propone un texto (figura en la tercera columna del comparado) para la designación del Defensor de la Niñez, el cual sustituye el inciso segundo del artículo 10 aprobado en general. Y la Comisión de Hacienda plantea una redacción distinta.



El inciso segundo propuesto por la Comisión Especial señala: “El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de la recomendación de una terna que deberá presentarle la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación. Para estos efectos, la Comisión deberá oír especialmente al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos y, tanto a académicos de destacada trayectoria, como a organizaciones”, etcétera.



Por su parte, el texto que figura en la cuarta y en la quinta columnas dice que “El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de una propuesta del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, previo concurso público. Durante éste, el Consejo Directivo deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas.”.



Además, existe otra diferencia, que está en el inciso cuarto.



La Comisión Especial de Infancia, por mayoría de 4 votos contra 1, propone que, a diferencia del texto aprobado en general, el Defensor dure en el cargo ocho años y no cinco.



Para eso se ha pedido también votación separada, la que de todas maneras debía realizarse, pues la norma fue aprobada con un voto negativo.



Por consiguiente, lo primero es la diferencia en el inciso segundo entre el texto de la Comisión Especial y el de la Comisión de Hacienda.



Nada más, señor Presidente.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, propongo poner en votación el texto aprobado por la Comisión Especial de Infancia. Si se rechaza, votamos el de la Comisión de Hacienda. Me lo han pedido varios colegas…

El señor WALKER (don Ignacio).- Abramos la votación.

El señor TUMA (Presidente accidental).- No hay acuerdo.

El señor WALKER (don Patricio).- Conforme.



Señor Presidente, en este tema las diferencias que existen entre la Comisión Especial y la Comisión de Hacienda consisten básicamente en lo siguiente.


Primero, estamos de acuerdo en que el Defensor, por la importancia que reviste, debe ser designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Ambas Comisiones mantuvieron ese criterio.



¿Cuál es la diferencia? 



La Comisión de Hacienda estableció que el Senado resuelva “a partir de una propuesta del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, previo concurso público”.



Yo diría que aquello es lo grueso.



Después señala que el referido Consejo deberá oír a ciertas organizaciones de la sociedad civil, en fin. Sus Señorías pueden ver la norma pertinente en la penúltima columna de la página 14 del comparado.



La Comisión Especial de Infancia, por su parte, acordó la siguiente redacción: “El Defensor será designado por acuerdo del Senado,” -o sea, nosotros resolvemos- “adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio,” -hasta aquí estamos igual que la Comisión de Hacienda- “a partir de la recomendación” -acá tenemos una diferencia- “de una terna que deberá presentarle la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación.” (es decir, la nuestra, la de la Cámara Alta).



¿Pero qué pasa con las instituciones que mencionamos con anterioridad? ¿Qué sucede con el Consejo Directivo del Instituto de Derechos Humanos? ¿Qué ocurre con las entidades colaboradoras del SENAME, con el Consejo Consultivo, con las universidades?



Nosotros proponemos lo que sigue: “Para estos efectos, la Comisión” -la de Derechos Humanos del Senado- “deberá oír especialmente al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos” -o sea, no es cierto que estemos dejando fuera a dicho organismo- “y, tanto a académicos de destacada trayectoria,” -¡hay tantos académicos y expertos en la materia que deseamos escuchar!; no quiero dar nombres, pero, por ejemplo, hoy día conversaba con Fabiola Lathrop, quien ha trabajado lo relativo a la infancia durante toda su vida- “como a organizaciones de la sociedad civil, vinculados a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas, que la Comisión estime pertinente. En caso de que el Senado no designe a alguno de los nombres sugeridos por la Comisión en el plazo de 30 días, ésta deberá presentarle una nueva terna como recomendación.”.


Insisto en que no dejamos fuera al Instituto Nacional de Derechos Humanos. Sin embargo, creemos que debe ser la Comisión de Derechos Humanos -la nuestra- la que haga la propuesta a la Sala del Senado, oyendo al referido organismo y a todas las instituciones que mencioné. 



¿Por qué? No porque exista desconfianza respecto del Instituto Nacional de Derechos Humanos. Muy por el contrario: tenemos el mayor respeto por él, y por eso lo queremos escuchar.



Nosotros estábamos frente a dos alternativas: no crear una institución especial de promoción y defensa de los derechos de los niños y tener la figura de un ombudsman general como existe en algunos países del resto del mundo.



Pero hay otras naciones que optaron por una institución especializada: el Defensor de los Niños. Solo dos países de América Latina no cuentan con esa figura, y uno de ellos es Chile.



Para que el Defensor se constituya en una institución especializada, más que poder, necesita relevancia. Y para tener relevancia no puede ser apéndice de otro organismo, por muy respetable que sea.



Conozco a muchos integrantes del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos: a Sergio Micco y Eduardo Saffirio, entre otros.



Señor Presidente, queremos que esta institución sea para la protección de los derechos de la infancia y no que se convierta en un apéndice de otro órgano; que tenga autonomía suficiente. Y vamos a escuchar al Instituto Nacional de Derechos Humanos, a los académicos, a las entidades que trabajan en materia de infancia.



Nosotros conversamos con la Defensora de Noruega cuando vino a Chile. Nos reunimos en el piso quince del Senado. También estaban presentes Estela Ortiz y varias autoridades más.



Ella nos señaló la importancia de que la institución que estamos estableciendo tenga peso propio.



Por eso resulta relevante -el Senado tiene la facultad de nombrar a muchas autoridades; y la Cámara de Diputados, de fiscalizar- que no se nos limite a partir de un organismo externo. 



La referida institución debe tener peso suficiente. De lo contrario, será vista como un apéndice de otro órgano.



Hemos revisado el derecho comparado, y lo que estamos proponiendo apunta a fortalecer la figura del Defensor de la Niñez, a que tenga vuelo propio. Y ello, sin dejar a nadie fuera, ya que serán escuchados el Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, académicos de destacada trayectoria, en fin.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, quiero fundamentar mi voto en la Comisión de Hacienda por volver básicamente al texto propuesto originalmente por el Ejecutivo en cuanto a la designación del Defensor de la Niñez.



Deseo ser muy cuidadoso en mis argumentos y que se me entienda que no hay ningún prejuicio sobre lo que puede implicar que el Senado -por decirlo en términos coloquiales- sea juez y parte.



La norma sugerida por la Comisión Especial de Infancia plantea en la práctica que la Comisión de Derechos Humanos del Senado recomiende una terna. ¿A quién? A nuestra propia Corporación. O sea, proponemos a los candidatos y resolvemos sobre la designación del Defensor.



Se dice acá que con el sistema de nombramiento establecido por la Comisión de Hacienda, o el Ejecutivo, esta institución puede transformarse en un apéndice del Instituto Nacional de Derechos Humanos. Y ello, francamente, no resiste el menor análisis. Porque lo que se busca es fortalecer al Defensor, que tenga autonomía suficiente. Y para eso debe haber equilibrio en su nombramiento, sobre todo porque durará ocho años en el cargo.



Aquí no estamos hablando de un funcionario cuya entrada o salida dependa del Gobierno de turno o del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, el cual, por lo demás, cada cierto tiempo va cambiando a sus integrantes.



Ello sería absurdo. Mayor problema tendría el Defensor con quien lo propone y quien lo apruebe o lo rechace.



Además, el Senado, hasta ahora no tiene ninguna facultad para proponerse a sí mismo nombrar autoridades. Ello no está en su tradición ni tampoco se halla establecido en su marco normativo. 

El señor WALKER (don Patricio).- Está el caso del Tribunal Constitucional.

El señor LARRAÍN.- Sí la tiene, respecto del Tribunal Constitucional.

El señor PIZARRO.- Eso no es así, pues está todo combinado. En los organismos colegiados se produce una mezcla. 



Los Senadores Patricio Walker y Larraín mencionan al Tribunal Constitucional. Sin embargo, en casi todos los casos, sobre todo tratándose de cargos de mayor duración, otra institución del Estado, o el Ejecutivo (en este caso, el Instituto Nacional de Derechos Humanos, por la autonomía que exhibe), le propone al Senado el candidato. Y lo que hace la Cámara Alta es aprobar o rechazar.



Entonces, no me parece adecuado lo que está planteando la Comisión Especial.



Pongámonos en una situación práctica, señor Presidente.



En la Comisión de Derechos Humanos del Senado se hallan miembros de las diversas colectividades políticas que forman parte de nuestra Corporación. Y ellos más bien van a tomar decisiones políticas, sobre la base de mayorías o minorías circunstanciales y no necesariamente por la idoneidad de una persona, quien por lo demás debe ser autónoma.



Aquí se señala que deberá consultarse al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos. ¡Claro! Y también se va escuchar a académicos y a organizaciones de la sociedad civil vinculados con la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños.



Eso es absolutamente amplio, señor Presidente.



Conociendo el funcionamiento del Senado, vamos a oír la opinión de veinte, treinta, cincuenta o cien personas. Cada una de ellas expondrá su punto de vista.



Aquello es tremendamente poco eficiente. Además, puede prestarse para un cuoteo político, aquel que tanto se nos critica acá.



Quisiera dar otros ejemplos.



Si tuviéramos la facultad de proponer y de designar a otras importantísimas autoridades, como la del Ministerio Público (hace poco tiempo resolvimos sobre el particular), seguramente los nombres serían completamente distintos o los tendríamos condicionados, según algunos lo sugirieron, en el sentido de que la designación obedecería a los criterios que el Senado fijara respecto de la labor futura de ese organismo.



Lo considero tremendamente riesgoso: el remedio puede ser peor que la enfermedad.



Por último, señor Presidente, estamos hablando de que debe haber un concurso público.



No puede tratarse de una especie de apéndice del Defensor de la Niñez si el Instituto Nacional de Derechos Humanos tiene que proponerle al Senado una terna emanada de un concurso público, al que podrá presentarse cualquier persona, por supuesto cumpliendo los requisitos exigidos.



Eso sí que es dar mucha más autonomía. Porque el referido Instituto no buscará a alguien que después va a responder ante él.



Repito: la propuesta al Senado se hará previo concurso público; y todos sabemos que en este caso se opta por los méritos.



Señor Presidente,  creo que lo más sensato, lo más razonable es aprobar el texto de la Comisión de Hacienda, que es igual al planteado por el Ejecutivo.



He dicho.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, solo voy a hacer un esfuerzo para recapitular lo que estamos discutiendo: cómo se nombra al Defensor de la Niñez.



El proyecto del Gobierno establecía tres requisitos: se designaba por mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio (20, de un total de 38); a propuesta del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, y previo concurso público y debiendo haber oído a un número de instituciones y personas vinculadas con el tema de la niñez.



La Comisión Especial modificó ese criterio. En efecto, dispuso la designación, no por mayoría absoluta, sino por dos tercios de los Senadores en ejercicio -subió a 25, de un total de 38-; a partir de una terna (esa es una novedad, porque vendría a la Sala una terna y no únicamente un nombre), y sin concurso público, oyendo a personas de destacada trayectoria y a instituciones.



La Comisión de Hacienda retrotrajo la designación a la propuesta inicial del Gobierno, con un cambio significativo: subió el quorum a dos tercios de los Senadores en ejercicio (de 20, a 25); mantuvo el concurso público, y un solo nombre, propuesto por el Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, sobre lo cual debemos pronunciarnos.

El señor WALKER (don Patricio).- ¡No me convenció!

El señor LAGOS.- No se trata de convencer.



Yo noto detrás de esto algo que no me gusta para nada, porque es inconsistente con todo lo que hacemos en esta casa.



Nosotros nombramos a los Ministros de la Corte Suprema, quienes son los jueces finales existentes en Chile. La última opinión jurídica la tienen dichos magistrados, a los que nombramos nosotros, a propuesta de la Presidenta de la República, sobre la base de una quina elaborada por el Máximo Tribunal.



¡Intervienen los tres Poderes del Estado!



¿Alguien dice que por eso no tenemos autonomía? ¿Que para decidir al respecto no somos independientes de verdad?



Acá existe una suerte de desconfianza hacia el Instituto Nacional de Derechos Humanos, lo que no me parece aceptable.



¡Si esa institución fue creada por nosotros!



En consecuencia -y comparto cien por ciento los ejemplos que dio el Senador Pizarro, que no voy a repetir-, creo que debemos volver a la propuesta original del Gobierno.



Y -lo digo muy seriamente- me agradaría escuchar a la señora Estela Ortiz (porque parece que sus palabras anteriores fueron muy determinantes para la votación de un significativo número de Senadores) al objeto de que repita lo que entendí que sostuvo todo el tiempo en la Comisión de Hacienda: que al Ejecutivo le gusta el texto original.



Tal vez la señora Ortiz, gracias a la fuerza de sus expresiones, con las que logró 16 votos en la indicación precedente, haga mella en Sus Señorías y nos permita concretar -lo señalo con absoluta tranquilidad- un nombramiento razonable, pues están puestas todas las salvaguardias.



Habrá concurso público en el Instituto Nacional de Derechos Humanos. Y nosotros podremos rechazar su proposición, pues para aprobarla se requerirán dos tercios de los Senadores en ejercicio.



O sea, no se va a sugerir un nombre que no reúna condiciones que den garantías a todos los Senadores y Senadoras.



Dos tercios de los Senadores en ejercicio -es un quorum altísimo- y previo concurso público.



En consecuencia, dificulto que el Consejo Directivo del Instituto de Derechos Humanos vaya a desatender dichos aspectos.



Por último, un dato que me dio el Senador De Urresti, quien me explicó el punto: lo que implica la propuesta de la Comisión Especial es decirle a una Comisión regular del Senado que nombre a alguien, y además en un cargo unipersonal.



Sí: nosotros intervenimos en ciertos nombramientos. Por ejemplo, para la integración del Tribunal Constitucional. Pero es un órgano colegiado, para el cual aportamos un porcentaje menor.



En el proyecto que nos ocupa estamos hablando de un cargo unipersonal.



Entonces, hay una diferencia sustantiva.



Yo valoro el esfuerzo de la referida Comisión como forma de buscar un mecanismo distinto. Pero me parece que aquello excede con creces lo que debemos hacer y aceptar.



Por eso, a través de la Mesa, imploro que el Ejecutivo dé su opinión respecto de qué prefiere: si el texto original del Gobierno, o el que despachó la Comisión Especial, o el aprobado por la Comisión de Hacienda. Este último establece básicamente un aumento del quorum para designar al Defensor de la Niñez.



He dicho.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Están inscritos el Senador señor Larraín, la Senadora señora Allende y...

El señor DE URRESTI.- Escuchemos a la Secretaria Ejecutiva.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Para ello se requiere unanimidad.



¿Hay unanimidad para escuchar al Ejecutivo?

El señor DE URRESTI.- ¡Que nos ilumine!

El señor LAGOS.- ¡Que nos eduque!

El señor LARRAÍN.- Después de mi intervención, señor Presidente. 


Todavía no queremos que se abra la votación. 

El señor TUMA (Presidente accidental).- Muy bien.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, este tema es crucial y bastante complejo, porque estamos tratando de crear -no solo con esta institución, sino también con otras, como la Subsecretaría de la Niñez, que ya fue aprobada por el Senado; el sistema de garantías, que se está discutiendo en la Cámara de Diputados; el nuevo SENAME, que, de alguna manera, tiene proyección sobre los niños- una mirada completamente distinta en el ámbito de la niñez.



Creo que todo eso apunta a recoger algunas de las prioridades postergadas en esta materia.



Nos falta, sí, que en educación, en lugar de priorizar la enseñanza superior como se ha hecho, ojalá se privilegie a la niñez, porque ahí está la base de las desigualdades que existen hoy día en nuestro país, las cuales se mantendrán mientras más recursos le asignemos al nivel superior y menos al de los niños.



Dicho eso, señor Presidente, debo puntualizar que el debate en torno a quién plantea la propuesta es crucial. Y, después de las explicaciones dadas y de los planteamientos hechos, no logro entender  cuál es la razón por la que el Instituto Nacional de Derechos Humanos ha de ser el organismo que efectúe la propuesta base.



Entenderíamos lo del concurso público. Pero por qué dicho Instituto.



Aquí estamos frente, no a un problema típicamente de derechos humanos, sino a la forma como trabajamos con el niño para proteger sus derechos en muchos ámbitos y no solo en el de aquellos derechos.



En todo caso, si tal es la mirada, me parece mucho más pertinente que haga la propuesta el Ministerio de Justicia y Derechos Humamos, que tiene una Subsecretaría completa dedicada estrictamente a esta finalidad.



Por lo tanto, considero más coherente, si esa es la visión, que sea un ente del Estado el que formule la proposición.



El Instituto Nacional de Derechos Humanos no es un órgano del Estado en el sentido de la ley. 



Quien lea la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado se dará cuenta de cuáles son los órganos del Estado. Y entre ellos no está -no podría estarlo- el referido Instituto, por sus características.



Se trata de una entidad que tiene sentido, justificación. Y podríamos perfeccionarla. Hay críticas a algunas de sus gestiones. Pero ese no es el punto.



En mi concepto, si estamos trabajando sobre la base de los derechos humanos, es más pertinente que organice el concurso público y todo lo demás el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; que haga la propuesta el Presidente o la Presidenta de la República, y que dirima el Senado.



De no ser así, yo consideraría como segunda prioridad al Ministerio de Desarrollo Social, donde estará la Subsecretaría de la Niñez, ente -de nuevo- con más pertinencia que el Instituto Nacional de Derechos Humanos para efectuar la propuesta.



Por consiguiente, creo que en esta oportunidad estamos con las prioridades cambiadas.



Si eso tampoco es aceptado, me quedo con el texto de la Comisión Especial de Infancia, que plantea que formule la propuesta la Comisión de Derechos Humanos del Senado.



Entiendo que no es lo habitual, pero lo hemos hecho. Tenemos el caso de la designación de miembros del Tribunal Constitucional, en que el Senado designa directamente a dos y, además, se pronuncia sobre los dos que propone la Cámara de Diputados.



Por lo tanto, también existe cierta deslegitimación para pensar en ese caso.



Dentro de nuestro sistema institucional hay muchas opciones prioritarias que son mil veces más razonables que pedirle al Instituto Nacional de Derechos Humanos que haga la proposición correspondiente.



En consecuencia, señor Presidente, considero que lo deseable, para este punto, es que el proyecto vuelva a la Comisión Especial, a fin de que lo estudie, lo revise. De lo contrario, yo por lo menos no voy a votar favorablemente la propuesta que hizo la Comisión de Hacienda.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Que vuelva a la Comisión Especial!

El señor TUMA (Presidente accidental).- Vuelvo a consultar si hay unanimidad para que intervenga la señora Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia.


Acordado.


Tiene la palabra doña Estela Ortiz.
La señora ORTIZ (Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia).- Señor Presidente, con relación a la solicitud del Senador Lagos Weber, quiero plantear lo siguiente. 



En primer lugar, debo manifestar que esta norma fue una de las más discutidas en la Comisión Especial de Infancia. Los parlamentarios que participaron allí deben de recordar que destinamos a ella largas jornadas. Yo diría que fue el tema al que le dedicamos más sesiones.



Frente a eso, el Ejecutivo se allanó a lograr un consenso para producir el cambio con que la norma llegó a la Comisión de Hacienda.



Obviamente, el Gobierno está de acuerdo -y no puede ser de otra manera- con la disposición original contenida en el mensaje, en virtud de la cual el Instituto Nacional de Derechos Humanos, previo concurso público, como bien señaló el Senador Lagos, propone un nombre a la Cámara Alta.



El referido Instituto es una corporación autónoma de derecho público, de naturaleza igual que la que estamos sugiriendo respecto de la Defensoría.


Nosotros planteamos que el Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por su pluralidad, proponga un nombre para la designación del Defensor de la Niñez.



En dicho Consejo hay personas nombradas por la Cámara de Diputados, por el Ejecutivo y por la sociedad civil; o sea, es un organismo absolutamente plural desde la perspectiva política y también en cuanto al nombramiento de sus integrantes.



Por eso el Ejecutivo planteó la norma en comento.



Más aún, hemos apoyado el quorum de dos tercios de los Senadores en ejercicio para la designación del Defensor y, asimismo, la duración de ocho años en el cargo.


A nuestro juicio, ocho años y dos tercios de los Senadores en ejercicio dan la estatura y el peso que debe tener un Defensor que se dedique realmente a proteger los derechos de los niños.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, seré breve, pues ya abordé este tema al inicio de la discusión particular.



Reconozco que me adelanté, pero quería dejar sentado mi parecer, pues me causó extrañeza la propuesta de la Comisión Especial de Infancia y, como lo dije en aquel momento, me pareció mucho más razonable la formulada por la Comisión de Hacienda.



Yo quiero reiterar que, siendo consecuente, votaré a favor.



Primero, no comparto lo que planteó el Senador Larraín. Creo que esta Sala está en condiciones de dirimir y, por ende, no debe seguir postergando un proyecto de tanta importancia, que ya ha sufrido una tramitación larga, acuciosa, rigurosa, en dos Comisiones. De modo que, a mi entender, llegó la hora de definir. Y se hará democráticamente, según lo que sientan los Senadores y las Senadoras.



Mi opinión -y voy a fundamentar mi voto afirmativo- es en el sentido de que el Defensor de la Niñez debe ser designado por dos tercios de la Cámara Alta -quorum alto, que exige la adhesión de un número importante de Senadores-, a partir de una propuesta del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos (por supuesto, previo concurso público), órgano autónomo -como se ha expresado aquí- y, además, de composición plural.



Yo no quisiera ver en algunos Senadores -¡ojalá me equivoque!- cierta molestia o prejuicio con respecto al Instituto Nacional de Derechos Humanos.



Considero importantísimo que un país como el nuestro tenga una institucionalidad bajo el nombre “Instituto Nacional de Derechos Humanos”.



Yo no veo incompatibilidad alguna. Al contrario, me parece tremendamente necesario que el referido Instituto -repito: órgano autónomo, plural-, previo concurso público, haga una propuesta al Senado para la designación del Defensor de la Niñez.



Estimo relevante que esta Alta Corporación vote ahora y dirima la cuestión.



Y tiene alta significación la exigencia de dos tercios de los Senadores en ejercicio, porque eso nos garantiza lo que estamos buscando: que, con una alta adhesión, el Senado resuelva la designación en comento, previos los pasos aquí explicitados.



Por lo tanto, yo recojo lo que está en el espíritu del proyecto original, más el aumento del quorum, porque no es lo mismo mayoría absoluta (20 votos) que dos tercios de los Senadores en ejercicio (25 votos).



Me quedo con la propuesta de la Comisión de Hacienda, señor Presidente.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, no es bueno confundir: una cosa es decir que el Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos es un órgano autónomo, de derecho público, y otra que se trata de un ente que existe en la estratosfera.



No: es un órgano del Estado, y en su generación intervienen Poderes del Estado, como el Legislativo -Senado y Cámara de Diputados-, y otras organizaciones (ONG, por ejemplo).



Ahora, lo central es que se trata de un órgano que tiene una mirada amplia y especializada.



¿Por qué hoy estamos llevando adelante esta iniciativa y un conjunto de otros proyectos de ley que garantizan los derechos de la niñez? Porque necesitamos ir dándole carne a lo que nuestro país ha ratificado en esta materia ante los organismos internacionales.



En consecuencia, se requiere una mirada especializada cada vez más creciente. Y eso lo tiene el Instituto Nacional de Derechos Humanos y no el Senado.



En el nombramiento del Defensor de la Niñez, esta Alta Cámara aportaría simplemente una mirada política, no una visión holística, global y especializada en la materia.



Yo también soy parte de la Comisión Especial de Infancia. No voté en este artículo, pero soy testigo de todos los esfuerzos que hizo el Gobierno para destrabar la discusión. Y me parece que la propuesta de la Comisión de Hacienda, muy transversal, es lo más adecuado para despejar el punto.



No hay ninguna razón para volver la norma a la Comisión Especial; es probable que ahí no tengamos acuerdo. Y hoy día están todas las condiciones para resolverlo en la Sala. 



No me cabe ninguna duda de que, si este proyecto hubiese pasado por la Comisión de Probidad, sus miembros habrían optado por relevar la figura del concurso público y no una nominación con un camino corto, donde las instituciones colaboradoras de la función del SENAME participan en la proposición de nombres y finalmente resuelve el Senado.



Me parece que la norma de la Comisión de Hacienda es la que mejor refleja las garantías de pluralidad y diversidad que deben existir para una definición como esta. 



Por ende, en mi concepto, el Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos debe hacer la propuesta pertinente.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, Honorable Sala, estamos ante una disyuntiva: debemos decidir si queremos o no darle valía al Instituto Nacional de Derechos Humanos.



Creo que aquí no podemos, so pretexto de visiones ideológicas conservadoras o que establecen sospechas sobre el Instituto Nacional de Derechos Humanos, cometer el error de obviar a este órgano en el ejercicio de un rol institucional que le corresponde -lo vimos cuando se discutió el proyecto que dio origen a la ley N° 20.405- y entregar a nuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía una atribución para que le proponga al Senado una terna de la que emanará la designación del Defensor de la Niñez.



¡Por favor!



¡Cómo podemos los Senadores, por un lado, elaborar una propuesta en la referida Comisión, y por otro, con participación de los integrantes de ese mismo órgano, votar en la Sala para ratificar aquella o rechazarla!



Eso no resiste la lógica institucional más básica.



¡Seamos claros!



Aquí hay gente con ideología conservadora que tiene un prejuicio respecto del Instituto Nacional de Derechos Humanos. Tiene una visión. Y la entiendo, la comprendo.



Ojalá la superemos. Ojalá sea minoritaria. Ojalá entendamos que el organismo es de todos y no apunta solo a quienes sufrimos -al menos, desde la Izquierda- violaciones de derechos humanos.



¡Ha mediado un consenso! ¡A eso ha conducido la discusión! ¡Aquí está el texto!



En el Consejo Directivo están representados todos los sectores: las universidades, la sociedad civil.



La adaptación será un proceso cultural, efectivamente, pero no menospreciemos una entidad que nosotros mismos nos dimos.



Solo quiero dejar sentado en el debate -aquí se ha relativizado la naturaleza jurídica del organismo- que el artículo 1° de la ley N° 20.405, contenido en el Título I Ámbito y funciones, expresa:



“Créase el Instituto Nacional de Derechos Humanos, en adelante también “el Instituto”, como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio. Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los domicilios que pueda establecer en otros puntos del país.”.



Hoy día se ha extendido en esa forma, precisamente.



El artículo 2° dice:



“El Instituto tiene por objeto la promoción y protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile, establecidos en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad internacional. En su organización interna se regirá por las disposiciones de esta ley y lo que señalen sus estatutos.”, etcétera.



¡Este es el cuerpo legal que el Congreso ha despachado!



Entonces, no corresponde que hagamos carne la sospecha, la incertidumbre, la desconfianza en relación con el Instituto Nacional de Derechos Humanos y nos autoasignemos, como Senado, el que la Comisión de Derechos Humanos formule una propuesta y luego la Sala se pronuncie. ¡Por favor! Sería cooptar absolutamente por una Cámara con representación política algo que en la indicación original es una propuesta plural, colectiva, que esta Corporación podrá aprobar o no.



Insisto: dejemos de lado el prejuicio conservador, la sospecha, la incertidumbre con relación al Instituto, y, respecto de la entidad que nos ocupa, que es fundamental para la niñez, tengamos la capacidad de no ser cooptados -reitero- por esa visión.



Si mantenemos reparos, está bien. Presentemos indicaciones y expongamos modificaciones -no hay ningún problema-, pero no busquemos una fórmula artificiosa, inexistente en nuestra legislación.



¡Ojo con la argumentación relativa al Tribunal Constitucional! Es solo un mínimo porcentaje lo que proponemos directamente, como Senado. Las demás instituciones que lo hacen dicen relación con distintos estamentos: el Ejecutivo y el Poder Legislativo, y esta Corporación termina ratificando. La fórmula que se ha planteado no puede ser.



Repito que los prejuicios conservadores tienen que quedar en el fuero personal de quien legisla, de quien vota. No los traspasen Sus Señorías a un articulado tan importante, que defiende precisamente a la niñez, la cual creo que nos debiera unir en la discusión.

El señor COLOMA.- ¡Los conservadores siempre la defendemos!

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, juzgo que el debate ha ido derivando a una materia distinta, que es el rol del Instituto Nacional de Derechos Humanos. Ciertamente, eso daría para una discusión a fondo.



Pero estamos convocados aquí para resolver, básicamente, dos alternativas, y el Senador señor Larraín ha planteado una tercera. No veo razón alguna para un despacho como el que se está realizando.



Me explico.



¿Por qué el Gobierno tendría que marginarse de una designación de esta naturaleza?



Fíjese, señor Presidente, que, desde el punto de vista de la autonomía del funcionario, de quien sea designado, hay una doble garantía. La primera es la del plazo. La persona va a permanecer ocho años en el cargo, y, en consecuencia, por simple lógica, no estará sometida a los avatares de la decisión propiamente política del Gobierno de turno. Uno incluso podría concluir que, de acuerdo con la forma como se den las cosas, sería posible que durara tres administraciones. Lo que estoy diciendo es que el Ejecutivo no tendrá una injerencia si participa en el nombramiento.



En segundo lugar está el requisito de los dos tercios que se requerirán en el Senado.



Por consiguiente, tenemos un funcionario que durará ocho años -o sea, su horizonte de desempeño trascenderá de un Gobierno- y que enfrentará una “barrera de aprobación”, por así decirlo, extraordinariamente alta.



Entonces, la pregunta es quién está en mejor condición para formular la propuesta. Aquí se ha argumentado en favor de la Comisión respectiva de esta Corporación y del Instituto Nacional de Derechos Humanos.



Por mi parte, pregunto por qué no el Ejecutivo. ¿Qué razón habría para oponerse? ¿Qué motivo existiría -el señor Ministro de Justicia se encuentra presente- para que el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, que algo tiene que decir con relación a estas materias, simplemente se autoinhibiera de formular la designación?



Hasta ahora no he escuchado a nadie sostener que el nombramiento del Contralor, por ejemplo, no debe tener su origen en el Ejecutivo.



Francamente, creo que la institución que debe efectuar la propuesta es precisamente dicha Secretaría de Estado. Las garantías de independencia -ya lo he señalado- son la duración en el cargo y los dos tercios que se requieren en el Senado.



¿Por qué el Gobierno no tendría que intervenir? Al revés, ¿no se podría decir que existiría una suerte de falta de compromiso? Cumple tareas extraordinariamente importantes en el ámbito de que se trata, pero se marginaría, curiosamente, de nombrar ni más ni menos que al Defensor Público de la Niñez! ¿Qué motivo podría mediar para ello?



¡Este es un error, señor Presidente!



Francamente, más allá de los aspectos procesales, de si el texto vuelve o no a la Comisión, de si se aprueba o no hoy día, no veo ninguna razón objetiva para que no sea el Ministerio el que formule la propuesta.



Más aún, considero difícilmente explicable que el Gobierno se inhiba, lisa y llanamente, en la designación de un funcionario tan importante.



Por lo tanto, estimo que realmente debiéramos converger hacia la solución deseable. De lo contrario, voy a apoyar la propuesta de mi Honorable colega Patricio Walker, por las razones que se han esgrimido.



Repito que no es lógico que el Ministerio de Justicia y el Gobierno simplemente no tengan nada que decir en un nombramiento de esta naturaleza.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Qué hacemos, señor Presidente? La discusión está hecha.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, resulta inequívoco que el otorgamiento de un rango para que esta Corporación pueda decidir el Defensor de los Derechos del Niño es clave. Así lo hacemos con el Contralor General de la República, con los ministros de la Corte Suprema, con el Ministerio Público, con el Banco Central. Es decir, se pone a ese funcionario en el nivel de otras instituciones y poderes del Estado con facultades extraordinarias para la vida del país.



Será dotado de un respaldo político, efectivamente. No quiero un Defensor que en definitiva pueda ser cuestionado, sino que cuente, por el contrario, con un apoyo inequívoco.



En este sentido, me inclino por que el Instituto Nacional de Derechos Humanos realice la propuesta, sobre la base de un concurso público, y que decida el Senado.



¡Si algo tiene que garantizar el Defensor es que responderá por la protección de los derechos de la niñez! ¡Esa es su única tarea! ¡Y no va a depender de ningún criterio político!



El Senado interviene en un mecanismo que podrá no gustarnos -lo hemos dicho- respecto de la constitución de la Corte Suprema o del Banco Central, pero es aquel del cual disponemos para resolver y que garantiza amplitud y transparencia. Ello da cuenta de que la Corporación no va a cometer una barbaridad, menos aún tratándose de los niños, a quienes es preciso defender, porque se encuentran hoy día en la indefensión.



El Instituto es nuevo. Podrá presentar elementos que va a superar con el tiempo.



Además, las bancadas se juntan y deciden quiénes integrarán las Comisiones. Y, para el efecto de la franqueza que se requiere mantener en la Sala, deseo consignar que la de Derechos Humanos no es la que los Senadores buscan ante todo. No es que alguien diga: “Exijo la Comisión de Derechos Humanos como prioridad número uno.”. Es un órgano técnico que al final permite satisfacer a los que han quedado sin participar en los principales, como Hacienda, con una alta demanda, o Constitución.



Por lo tanto, me parece equívoco insistir en que dicha Comisión haga la propuesta.



Avalo lo expuesto por los Senadores señores De Urresti y Lagos y participo de ello.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Puede intervenir la señora Estela Ortiz.

La señora ORTIZ (Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia).- Señor Presidente, deseo hacer una aclaración, porque nos han hecho la pregunta varias veces.



Los principios de París sobre instituciones de derechos humanos señalan explícitamente que el Ejecutivo no puede intervenir en la designación de estas autoridades y solo dispondrá de facultades consultivas. En el caso de no cumplirse con ello, los organismos no contarán con acreditación frente al sistema de derechos humanos de las Naciones Unidas.



Es por eso que el Ejecutivo no puede actuar en el nombramiento del Defensor.



Muchas gracias.

El señor LAGOS.- ¡Más claro, imposible!

El señor TUMA (Presidente accidental).- Antes de darle la palabra al último inscrito informo que voy a someter a votación la solicitud formulada por el Honorable señor Larraín, en nombre del Comité Unión Demócrata Independiente, para que el articulado vuelva a Comisión.



Puede intervenir el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, una vez aclarado que el Ejecutivo no puede participar, considero que las dos fórmulas planteadas dicen relación con una suerte de concurso previo y, después, con un alto quorum del Senado.



Quisiera asegurarme en algún proceso legislativo del proyecto, eso sí, de que la Defensoría efectivamente contará con representación en las distintas regiones. Porque reclamo de que el Instituto Nacional de Derechos Humanos no la tiene en la Región de Aisén y sí enfrentamos problemas de este tipo.

El señor TUMA (Presidente accidental).- En votación la petición del Honorable señor Larraín para que el proyecto vuelva a Comisión a fin de resolver lo relativo al artículo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estén de acuerdo con la proposición tienen que votar que sí y quienes la rechacen han de hacerlo en contra o abstenerse.



¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se rechaza la petición (13 votos contra 12 y un pareo).

 

Votaron por la negativa las señoras Allende y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros y Tuma.

 

Votaron por la afirmativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, Horvath, Hernán Larraín, Ossandón, Prokurica, Ignacio Walker y Patricio Walker.



No votó, por estar pareado, el señor Quintana.
El señor TUMA (Presidente accidental).- Corresponde someter al pronunciamiento de la Sala la recomendación de la Comisión de Hacienda acerca del inciso segundo del artículo 10. Si se rechazare, se resolverá acerca de la proposición de la Comisión Especial.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estén de acuerdo con el texto planteado por el órgano técnico tienen que votar que sí y quienes se encuentren en desacuerdo tienen que desecharlo o abstenerse.

El señor NAVARRO.- ¿Hay una nueva coalición en la Corporación o no…?

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se rechaza la proposición de la Comisión de Hacienda (13 votos contra 12 y un pareo).
 

Votaron por la negativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, Horvath, Hernán Larraín, Ossandón, Prokurica, Ignacio Walker y Patricio Walker.
 

Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Muñoz y los señores De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros y Tuma.



No votó, por estar pareado, el señor Quintana.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, se acogerá la recomendación al respecto de la Comisión Especial de Infancia, con la votación inversa.



No hay acuerdo.



En votación, entonces, la proposición de este órgano técnico respecto del inciso segundo del artículo 10.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estén de acuerdo con el texto que se sugiere tienen que votar que sí y quienes no lo estén tienen que votar que no o abstenerse.



¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión Especial de Infancia (13 votos contra 12 y un pareo).

 

Votaron por la afirmativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, Horvath, Hernán Larraín, Ossandón, Prokurica, Ignacio Walker y Patricio Walker.

 

Votaron por la negativa las señoras Allende y Muñoz y los señores De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros y Tuma.



No votó, por estar pareado, el señor Quintana.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En relación con el mismo artículo 10, se ha pedido la votación separada del inciso cuarto recomendado por la Comisión Especial de Infancia, sin perjuicio de que en esta última se registró un voto en contra.



Se sugiere que la duración del Defensor en el cargo sea de ocho años y no de cinco, con el consiguiente reemplazo en el texto.

El señor TUMA (Presidente accidental).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estén de acuerdo con la modificación tienen que votar que sí y quienes no lo estén tienen que votar que no o abstenerse.



¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión Especial de Infancia (22 votos contra 3).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, Girardi, Guillier, Horvath, Hernán Larraín, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.
 

Votaron por la negativa los señores Harboe, Lagos y Prokurica.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Moreira para una cuestión de Reglamento.

El señor MOREIRA.- Así es, señor Presidente.



El Senador que habla estaba en la Sala y no alcanzó a votar a favor al sancionar Su Señoría la votación. Solo quiero que ello quede registrado en la Versión Oficial.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Se dejará la constancia correspondiente.



Tiene la palabra el señor Secretario para explicar la última votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión Especial de Infancia propone que la letra f) del artículo 11 exprese: “f) Poseer una reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos o en la defensa de los derechos de los niños y niñas.”. 



Vale decir, se agrega la referencia a los derechos humanos en uno de los requisitos que debe reunir el Defensor de la Niñez.

El señor TUMA (Presidente accidental).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Presidente accidental).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la modificación de la letra e), que pasó a ser f), del artículo 11, propuesta por la Comisión Especial de Infancia (25 votos a favor), y el proyecto queda despachado en este trámite. 



Votaron las señoras Allende, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes: 



Del señor BIANCHI:



Al señor Contralor General de la República, para solicitarle pronunciamiento respecto de EVENTUAL INCUMPLIMIENTO DE CONTRATO DE ZONA FRANCA DE PUNTA ARENAS POR CONCESIONARIA, ACTUACIONES DE INTENDENTE DE MAGALLANES Y PERTINENCIA DE TOMA DE RAZÓN DE DOCUMENTOS DE RENEGOCIACIÓN DE DICHO INSTRUMENTO.



Del señor GARCÍA:



A la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, consultándole sobre FACTIBILIDAD DE SUBSIDIOS PARA SERVICIO DE LOCOMOCIÓN RURAL ENTRE SECTOR LOS QUILANTOS Y TEMUCO Y PARA RECORRIDO DIARIO ENTRE HACIENDA ALLIPEN Y FREIRE. 


A la señora Subsecretaria de Redes Asistenciales, pidiéndole informar acerca de PROYECTOS FINANCIADOS CON CARGO A SUBÍTULO 31 (INICIATIVAS DE INVERSIÓN) EN SERVICIOS DE SALUD ARAUCANÍA NORTE Y SUR, CON INDICACIÓN DE MONTOS Y FECHAS DE TÉRMINO. 


Y al señor Superintendente de Seguridad Social, para que informe acerca de DESCUENTOS A SEÑORA MARÍA LINCOÑIR SÁEZ POR CRÉDITO DE CONSUMO DE CAJA DE COMPENSACIÓN LOS HÉROES.



Del señor GUILLIER:



Al señor Ministro de Relaciones Exteriores y a la señora Ministra de Educación, a fin de que se proporcionen antecedentes de ACTOS ADMINISTRATIVOS PARA APLICACIÓN DE ACUERDO CON HAITÍ SOBRE EDUCACIÓN BÁSICA Y MEDIA.



Y a los señores Ministro de Relaciones Exteriores y Superintendente de Pensiones, solicitándoles informar sobre NÚMERO DE EXTRANJEROS COTIZANTES DE FONDOS PREVISIONALES, POR NACIONALIDAD; CONVENIOS INTERNACIONALES PARA TRASPASO DE FONDOS DE PENSIONES, Y POSIBILIDAD DE ESTABLECIMIENTO DE NUEVOS CONVENIOS EN MISMA MATERIA.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, con copia al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo y a la señora Intendenta de Aisén, con el fin de habilitar PUERTO ALTERNATIVO PARA ASEGURAR MOVIMIENTO DE PERSONAS, VEHÍCULOS Y MERCANCÍAS ENTRE MELINKA Y QUELLÓN.



Al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo y a la señora Intendenta de Aisén, requiriéndoles REVISIÓN DE NUEVA CONSULTA EN RELACIÓN CON AUTORIZACIÓN DE ZONAS CONTIGUAS ENTRE DÉCIMA Y UNDÉCIMA REGIONES.



Y al señor Ministro de Obras Públicas; a la señora Ministra de Minería; al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, y al señor Director del Servicio Nacional de Geología y Minería, pidiéndoles ADOPCIÓN DE DIVERSAS MEDIDAS ANTE GRAVE ACCIDENTE POR DESLIZAMIENTO DE ROCAS EN TRAMO DE CAMINO AUSTRAL, EN COSTA DE FIORDO PUYUHUAPI.  

)------------(



--Se levantó la sesión a las 19:20.








Manuel Ocaña Vergara,









 Jefe de la Redacción

A N E X O S

DOCUMENTOS

1
PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.084, QUE ESTABLECE UN SISTEMA DE RESPONSABILIDAD DE LOS ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LA LEY PENAL, PARA EFECTUAR UNA DISTINCIÓN EN MATERIA DE DETERMINACIÓN DE LAS PENAS APLICABLES EN FUNCIÓN DE LA EDAD DEL INFRACTOR

(10.975-25)

Oficio Nº 13.304
VALPARAÍSO, 4 de mayo de 2017
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, para efectuar una distinción en materia de determinación de las penas aplicables en función de la edad del infractor, correspondiente al boletín N° 10.975-25, que esta Cámara ha acordado conocer como “proyecto de ley Joaquín Fernández Cáceres”, del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.-
 Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal:
1. En su artículo 23, agrégase en el numeral 3, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración:

“En caso de tratarse de menores de edad, mayores de 16 años, el tribunal sólo podrá imponer las penas de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida especial.”.
2. En su artículo 52, añádese el siguiente inciso final:

“En caso que el tribunal considere que el quebrantamiento no reúne el carácter grave señalado en el inciso primero, deberá explicitar las circunstancias que lo llevan a concluir en tal sentido, y ordenar las medidas concretas que la administración deberá implementar para evitar un nuevo quebrantamiento, en el marco de sus competencias.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
2

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LAS LEYES N°S 18.045 Y 18.046, PARA ESTABLECER NUEVAS EXIGENCIAS DE TRANSPARENCIA Y REFORZAMIENTO DE RESPONSABILIDADES DE LOS AGENTES DE LOS MERCADOS 
(10.162-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República.  


A una o más de las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Rodrigo Valdés; la Coordinadora de Mercados de Capitales y Finanzas Internacionales, señora Bernardita Piedrabuena; la Coordinadora Legislativa, señora Macarena Lobos; el Coordinador Macroeconómico, señor Claudio Soto; la asesora de Mercado de Capitales, señora Francisca Lyon, y los asesores, señora Jimena Krautz y señor Pablo Cañas.

De la Superintendencia de Valores y Seguros, el Superintendente, señor Carlos Pavez, y el Intendente de Regulación del Mercado de Valores, señor Patricio Valenzuela.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asesora Legislativa, señora María Jesús Mella.

El Ex Superintendente de Valores y Seguros, señor Alberto Etchegaray.

Del Consejo Consultivo de Mercado de Capitales, los señores señor Fernando Coloma y Matías Larraín.

Los asesores del Honorable Senador Coloma, señores Álvaro Pillado y César Moyano.

Los asesores del Honorable Senador García, señores Marcelo Estrella y Felipe Cox.

El Jefe de Gabinete del Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela.

El asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz. 

La asesora del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez.

De la Oficina del Honorable Senador Pizarro, la Jefa de Gabinete, señora  Kareem Herrera, y la asesora de prensa, señora Andrea del Pilar Gómez.

El asesor del Honorable Senador Chahuán, señor Christian Yunge.

Los asesores del Honorable Senador Ossandón, señores Alberto Jara y Gino Sáez.

La asesora del Honorable Senador Prokurica, señora Carmen Castañaza.

Del Comité Democracia Cristiana, el asesor, señor Sebastián Silva.

De la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, la asesora, señora María Soledad Larenas.

De la Fundación Jaime Guzmán, los asesores, señora Mikaela Romero y señores Diego Vicuña y Benjamín Rug.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, el abogado, señor Francisco López.

De la Asociación Auditores Externos A.G., el Presidente Ejecutivo, señor José Monsalve; los Directores, señores Luis Landa, Arturo Platt, Charles Bunce y Benedicto Vásquez; la Directora Suplente, señora Tatiana Munro, y la Gerente, señora Carmen Gloria Norambuena.

- - -


Cabe señalar que en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, esta iniciativa de ley fue discutida sólo en general.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto de ley tiene por finalidad fortalecer la confianza en los mercados, con el objeto de propender a su buen funcionamiento en un marco de competencia leal y ética en el que no existan abusos de sus participantes. Para tal efecto se proponen modificaciones a las leyes N° 18.045, de Mercado de Valores, y N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, con el propósito de perfeccionar el marco regulatorio vigente para sancionar conductas abusivas, brindar mayor protección a los accionistas minoritarios y a los inversionistas, clarificar las responsabilidades de los auditores externos y fortalecer el rol de Supervisión de la Superintendencia de Valores y Seguros.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:


A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Ley N° 18.045, de Mercado de Valores.


- Ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje que da origen al proyecto de ley expresa que el mercado financiero chileno ha experimentado un desarrollo explosivo en las últimas décadas, de un modo transversal a todos sus segmentos. Así lo evidencia el volumen de créditos otorgados, la capitalización de las sociedades anónimas abiertas, los ahorros acumulados en los fondos de pensiones, el nivel de las primas de la industria de seguros y la masificación de la industria de fondos mutuos. 

Del mismo modo, el mercado de capitales ha evolucionado en términos de internacionalización e integración, exhibiendo actualmente una alta presencia de compañías extranjeras y de conglomerados financieros. Tal realidad plantea desafíos relevantes en relación a la estructura de regulación y supervisión financiera existente en nuestro país. Esto, toda vez que ante mercados cada vez más dinámicos e integrados, productos financieros de creciente complejidad y en constante evolución, y un acceso cada vez más masivo al mercado por parte de inversionistas de distintos perfiles, resulta crucial contar con una estructura de regulación efectiva y adecuada a las nuevas características de los mercados. 

Añade el Mensaje que con miras a atender a todos estos desafíos, y en el marco de las propuestas formuladas por el Consejo Asesor Presidencial Contra los Conflictos de Interés, el Tráfico de Influencias y la Corrupción en lo relativo a la confianza de los mercados, en su momento la Presidenta de la República suscribió una serie de indicaciones al proyecto de ley que creó la Comisión de Valores y Seguros. Mediante el paso de un gobierno corporativo unipersonal a uno colegiado, el objetivo entonces buscado fue contar con una entidad reguladora eficiente y moderna, que entregue a los inversionistas y a los distintos actores de mercado un marco regulatorio sólido y con altos estándares de supervisión y, al mismo tiempo, promueva la autorregulación de los participantes del mercado de valores.

En la misma línea, prosigue, varias de las propuestas formuladas para garantizar una fiscalización eficaz se encuentran también incluidas en el proyecto de ley que fortalece el sistema de libre competencia (boletín N° 9.950-03), actualmente en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados. Se destaca, al respecto, que entre las indicaciones formuladas a dicha iniciativa se incluyó una importante propuesta del antes citado Consejo, no incorporada en el proyecto original, consistente en prohibir que empresas que compiten entre sí tengan directores comunes. 

Previene enseguida el Mensaje que sin perjuicio de todo lo anterior, distintos casos emblemáticos que han salido a la luz pública en los últimos años han revelado que el solo fortalecimiento de la supervisión del mercado no es suficiente. Resulta impostergable, entonces, avanzar en temas de transparencia en el manejo de los negocios, con el objeto de mantener la confianza de los inversionistas en nuestro mercado de capitales. 

En tal contexto, y en mérito del análisis efectuado a la legislación y normativa que rigen actualmente los mercados, se identificaron ciertas debilidades del sistema, las que se intentan mitigar a través de este proyecto de ley. En concreto, en primer término se busca perfeccionar los mecanismos destinados a evitar abusos a los accionistas minoritarios. Más allá de los avances que significó el mecanismo de Oferta Pública de Adquisición y los estándares de gobierno corporativo introducidos por la ley N° 20.382, aún existe espacio para brindar mayor protección a los intereses de esos accionistas. En segundo lugar, se avanza en profundizar los mecanismos que limitan los conflictos de interés al interior de la administración de las empresas. 

Complementariamente, se incorporan regulaciones para precisar las responsabilidades de las empresas de auditoría externa y establecer sanciones cuando dictaminen falsamente sobre la situación financiera de una entidad sujeta a fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.

De conformidad con todo lo expuesto, enfatiza el  Mensaje que el propósito del proyecto de ley es fortalecer la confianza en los mercados, con el objeto de lograr su buen funcionamiento en un marco de competencia leal y ética, en el que no existan abusos de sus participantes. Para tal efecto, las modificaciones que se pretenden introducir a la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, y a la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, tienen el propósito de perfeccionar el marco regulatorio vigente para sancionar conductas abusivas, brindar mayor protección a los accionistas minoritarios y a los inversionistas, clarificar las responsabilidades de los auditores externos y fortalecer el rol de Supervisión de la Superintendencia de Valores y Seguros.

A continuación, el Mensaje se explaya sobre los contenidos, propiamente tales, del proyecto de ley.

1.
Modificaciones a la ley N° 18.045, de Mercado de Valores.

a.
Facilitar la actuación de los llamados “market makers” 

Con este fin se modifica el artículo 52, levantando la restricción de que las actividades tendientes a la estabilización de precios tengan que apuntar únicamente a llevar adelante una oferta pública de valores nuevos o de valores anteriormente emitidos pero que no habían sido objeto de oferta pública. De este modo, dichas actividades quedarán sujetas a la restricción de cumplir las reglas de carácter general que al efecto imparta la Superintendencia.

b.
Reforzamiento de la responsabilidad de los órganos de administración de las empresas y de la Superintendencia frente a situaciones que generen perjuicio al mercado o a los inversionistas

Se modifica el artículo 59, incorporando dentro de los supuestos que pueden ser sancionados con presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo, la entrega de información maliciosamente falsa al directorio u órgano de administración de un emisor de valores de oferta pública o a una empresa de auditoría externa o clasificadora de riesgo, por parte de los directores, administradores, gerentes o ejecutivos principales de ese emisor. 

Complementariamente, se reemplaza el inciso segundo del artículo 61, eliminando la exigencia de manejo de información privilegiada por parte de quienes se desempeñan en la Superintendencia o en alguna de las entidades fiscalizadas por ella, para configurar el agravamiento de la pena, en caso de difusión de información falsa o tendenciosa que tenga por objeto inducir a error en el mercado de valores. 

c.
Modificaciones relativas a la entrega de información a los inversionistas

Se introducen modificaciones al artículo 65, orientadas a imponer la obligación, a quienes realicen recomendaciones de inversión, de explicitar los conflictos de interés que puedan tener, así como sus conocimientos o experiencia en temas de inversión. Conjuntamente, se establece que el otorgamiento de dicha información deberá cumplir con los requisitos que, mediante norma de carácter general, establezca la Superintendencia de Valores y Seguros.

d.
Precisión de las normas de responsabilidad de las empresas de auditoría externa

En materia de empresas de auditoría externa se incorpora una serie de mejoras, destinadas a generar una mayor eficacia y eficiencia en el control que efectúan. 

Así, en primer lugar, se perfecciona el artículo 59, precisando que la responsabilidad penal por dictaminar falsamente sobre la situación financiera de la entidad sujeta a fiscalización es tanto respecto de los empleados como de los socios de empresas de auditoría externa que hubieren participado directamente en la auditoría. Igualmente, se amplía la hipótesis de sanción a aquellos casos en que se entreguen antecedentes falsos. 

En segundo lugar, se modifica el artículo 60, incorporando a los supuestos que aparejan la sanción de presidio menor en cualquiera de sus grados, a quienes actuaren en forma encubierta como empresa de auditoría externa, sin registrarse o bajo una inscripción suspendida o cancelada, y a los socios y administradores de empresas de auditoría externa que revelen información reservada de las empresas que auditan. 

Por último, se potencia el rol de las empresas de auditoría externa, eliminando el listado taxativo que actualmente contempla el artículo 246 relativo a las materias que les corresponde examinar, sustituyéndolo por una cláusula abierta que permite ampliar sus ámbitos de certificación más allá de los estados financieros de las compañías que auditan. 

2.
Modificaciones a la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas.

Los cambios que se incorporan a la ley de sociedades anónimas se orientan a establecer una regulación más estricta cuando se trata de operaciones entre partes relacionadas.

Para tal efecto, se incorpora entre los supuestos en los que se presume la responsabilidad solidaria de los directores por los perjuicios causados a la sociedad y a los accionistas, la aprobación de operaciones en contravención a lo dispuesto en la ley en materia de derecho de abstención y operaciones con partes relacionadas.

Asimismo, se establece que los accionistas minoritarios tendrán derecho a retiro en caso de aprobarse, por parte de la junta de accionistas, operaciones con partes relacionadas que estimen lesivas para sus intereses.

Por último, se modifica la regulación relativa a la política de operaciones habituales, fortaleciendo la disponibilidad de dicha información respecto de los accionistas minoritarios. 

- - -

DISCUSIÓN GENERAL





En primer lugar, el Ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés, expresó que el proyecto de ley se inserta dentro de la denominada Agenda de Probidad que el Gobierno se comprometió a desarrollar durante su mandato. En particular, se hace cargo de ciertos vacíos que subsisten en la legislación que impiden avanzar en pos de la transparencia y el buen funcionamiento del mercado financiero.

Llevó a cabo una presentación del siguiente tenor:

Antecedentes

Realidad del mercado financiero

Ha evolucionado en forma vertiginosa:

En 2000 representaba un 72% del PIB; en 2015, un 200% del PIB.

El señor Ministro indicó que el mercado financiero chileno es más parecido a lo que ocurre en países desarrollados como Australia o Canadá, por ejemplo, que a lo que acontece en el subcontinente sudamericano.  

Se ha internacionalizado e integrado al mundo:

Presencia de compañías extranjeras: 4/6 AFPs; 13/24 bancos; 1/2 compañías de seguros.

Se ha complejizado:

- Existencia de conglomerados financieros: en 2011 existían 16 conglomerados financieros con activos por 125% del PIB.

- Desarrollo de nuevas actividades y productos financieros: operaciones de derivados, banca en la sombra, asesorías financieras.

Activos del Sistema Financiero
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Desafíos para el regulador

- Se necesita un regulador fuerte, objetivo e independiente, con altas capacidades técnicas, que cuente con suficiente flexibilidad, que rinda cuentas y sea transparente. Estos objetivos se lograron con la creación de la Comisión para el Mercado Financiero (CMF).
- Aspectos claves a resguardar del mercado financiero: fe pública, solvencia de las instituciones, estabilidad financiera, funcionamiento normal del sistema de pagos, intereses de los inversionistas y asegurados y participación de los agentes de los mercados.

El señor Ministro agregó que sin perjuicio de lo anterior, subsisten ciertos puntos ciegos en la regulación que deben ser abordados. 

Acontecimientos en Chile

Casos emblemáticos de irregularidades en el mercado de capitales:

- Uso de información privilegiada.

- Abusos en contra de los accionistas minoritarios.

- Entrega de información maliciosamente falsa al directorio y al mercado.

Consejo Asesor Presidencial contra los conflictos de interés, el tráfico de influencias y la corrupción (conocida como Comisión Engel), desarrolló propuestas para fortalecer confianza y transparencia en el mercado de capitales:

- Gobierno corporativo de los reguladores (ley CMF).

- Fiscalización eficaz de los reguladores (ley Consejo Estabilidad Financiera y ley CMF)

- Fortalecimiento gobiernos corporativos de las empresas (presente proyecto de ley).

Objetivos del Proyecto de ley
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Modificaciones a la ley N°18.045

- Facilitar la actuación de los llamados market makers (artículo 52):

El señor Ministro explicó que por market makers se entienden aquellos actores institucionales (bancos, bancos de inversión), que participan activamente proveyendo liquidez en el mercado. Contribuyen a evitar cambios demasiado bruscos en los precios y, por sobre todo, dan certeza a los otros participantes en el mercado de la existencia de una contraparte con la cual transar.

Se levanta la restricción de que las actividades tendientes a la estabilización de precios tengan que apuntar únicamente a llevar adelante una oferta pública de valores nuevos o de valores anteriormente emitidos, pero que no habían sido objeto de oferta pública. Estas actividades quedan sujetas a la restricción de cumplir las reglas de carácter general que al efecto imparta la CMF.

- Reforzamiento de la responsabilidad tanto de los órganos de administración de las empresas como de la CMF, frente a situaciones que generen perjuicio al mercado o a los inversionistas (arts. 59, 61 y 63):

Se sancionará con presidio la entrega de información maliciosamente falsa al directorio u órgano de administración de un emisor de valores de oferta pública o clasificadora de riesgo, por parte de los directores, administradores, gerentes o ejecutivos principales de ese emisor.

Se elimina la exigencia de manejo de información privilegiada por parte de quienes se desempeñan en la CMF o en alguna de las entidades fiscalizadas por ella, para configurar el agravamiento de la pena, en caso de difusión de información falsa o tendenciosa que tenga por objeto de inducir a error en el mercado de valores.

Se extiende a directores y ejecutivos principales la pena de presidio por permitir oferta pública de valores en caso de insolvencia de la empresa que administran.

- Modificaciones relativas a la entrega de información a los inversionistas (artículo 65):

Se impone la obligación a quienes realicen recomendaciones de inversión de explicitar los conflictos de interés que puedan tener, así como sus conocimientos o experiencia en temas de inversión. Conjuntamente, se establece que el otorgamiento de dicha información deberá cumplir con los requisitos que, mediante norma de carácter general, establezca la CMF.

- Precisión de las normas de responsabilidad de las empresas de auditoría externa (artículos 59, 60 y 246):
Se sancionará con presidio la entrega de información maliciosamente falsa a una empresa de auditoría externa por parte de los directores, administradores, gerentes o ejecutivos principales de ese emisor.

Se incorpora, dentro de las hipótesis susceptibles de ser sancionadas con presidio, a quienes actuaren en forma encubierta como empresa de auditoría externa, sin registrarse o bajo una inscripción suspendida o cancelada y a los socios y administradores de empresas de auditoría externa que revelen información reservada de las empresas que auditan.

Se precisa que será la CMF quien emitirá la normativa conforme a las cuales se realizarán las auditorías.

- Regulación más estricta cuando se trata de operaciones entre partes relacionadas:

Se incorpora dentro de los supuestos en los que se presume la responsabilidad solidaria de los directores, por los perjuicios causados a la sociedad y los accionistas, la aprobación de operaciones en contravención a lo dispuesto en la ley en materia de derecho de abstención y operaciones con partes relacionadas.

Se establece que los accionistas minoritarios tendrán derecho a retiro en caso de aprobarse por la junta de accionistas operaciones con partes relacionadas.

Se modifica la regulación relativa a la política de operaciones habituales, fortaleciendo la disponibilidad de dicha información respecto de los accionistas minoritarios.

Recomendaciones

El señor Ministro señaló que es voluntad del Ejecutivo que el contenido inicial del proyecto de ley (ingresado a tramitación legislativa el 1 de julio de 2015), sea complementado y pueda hacerse cargo de problemáticas que en el intertanto han tenido lugar (como las de los casos Arcano, AC y otras 16 organizaciones) y de las recomendaciones que diversas instancias han emitido.
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- Comisión Investigadora de Fraudes (Cámara de Diputados)

Comisión investigadora de la actuación de los organismos públicos competentes en relación al eventual fraude de las empresas de inversión hizo una serie de recomendaciones:

- Ampliación del perímetro regulatorio: asesorías de inversión.

El señor Ministro hizo ver que, indudablemente, resulta complejo pretender que un préstamo entre dos partes suscritos ante notario, por ejemplo, sea objeto de regulación por parte de la autoridad. Cosa distinta, empero, es si por la prensa se hacen invitaciones o propuestas de inversión. Es a este último tipo de prácticas que el perímetro regulatorio debiera ser extendido.

- Reforzamiento de las herramientas penales de las que disponen los reguladores.

- Mayor coordinación y transparencia en el manejo de la información por parte de las autoridades competentes.

- Equilibrar el deber de secreto de la Unidad de Análisis Financiero (UAF) con la denuncia de hechos que sean constitutivos de delitos.

El señor Ministro indicó que el secreto a que por ley está obligada la UAF y el hecho de que su competencia se extienda exclusivamente a lavado de activos y terrorismo implica, en la práctica,  que se inhiba de denunciar delitos de los que toma conocimiento. Sostuvo que a juicio del Ejecutivo se hace necesario realizar las enmiendas conducentes a que la información pueda fluir convenientemente. 

- Avanzar con el proyecto de ley boletín N° 10.162-05, que establece nuevas exigencias de transparencia y reforzamiento de responsabilidades de los agentes de mercado.

- Comité Consultivo de Mercado de Capitales

Grupo de Gobierno Corporativos realizó recomendaciones tendientes a proteger a los inversionistas minoritarios:

- Corregir mecanismo de derecho a retiro (determinación del precio, eliminar que las operaciones con partes relacionadas (OPR) generen derecho a retiro).

- Mejorar tratamiento de operaciones con partes relacionadas (operaciones habituales, definición de director con interés, facultad al Comité de Directores).

- Mejorar definición de los directores independientes.

- Mejorar mecanismos de designación de directores en filiales.

De conformidad con todo lo expuesto, el señor Ministro reseñó las propuestas de mejoras que el Ejecutivo ha considerado efectuar al presente proyecto de ley:

Dictación de una ley especial que regule la oferta de servicios de asesorías financieras:

- Se define el alcance de lo que se entiende por asesorías financieras.

- Se obliga a registrarse en la CMF, cumpliendo condiciones de solvencia, conducta e idoneidad.

- Se faculta a la CMF para requerir información y examinar libros, registros y documentos.

- Se establecen penas de presidio:

menor en cualquiera de sus grados para quienes presten servicios de asesoría financieras y no cumplan con la obligación de registro.

menor en sus grados medio a máximo para quienes induzcan a error difundiendo información falsa a los clientes o dolosamente causen perjuicio patrimonial a sus clientes.

- Se establece deber de denuncia al Ministerio Público.

- Se establecen requisitos para la entrega de información al público.

Modificaciones a la ley N°18.046:

- Afinar causales para ser considerado director independiente.

- Incorporar como facultad y deber de los directores la definición de las políticas de manejo de conflicto de interés.

- Posibilitar a los directores descontar como gasto las asesorías legales.

- Establecer la obligación al directorio de la sociedad matriz de adoptar un procedimiento mediante el cual elegirán los directores de las sociedades filiales.

- Precisar la definición de director con interés para efectos del Título XVI (OPR).

- Acotar el monto de operaciones consideradas habituales que correspondan al giro ordinario de la empresa.

- Precisar que las normas del Título XVI (OPR) se aplicarán siempre que procedan, sin perjuicio de las demás normas aplicables de la ley N° 18.046.

Modificaciones al Decreto Ley 3.500:

- Establecer la fiscalización de los asesores previsionales sólo por parte de la Superintendencia de Pensiones, creando el registro correspondiente.

- Facultar a la Superintendencia de Pensiones y a la CMF la fiscalización directa respecto de las entidades que administren el Sistema de Consultas y Ofertas de Montos de Pensión (SCOMP), y la supervisión basada en riesgos de las mismas.

- Incorporar al ámbito de fiscalización y regulación de la Superintendencia de Pensiones las Asesorías Previsionales no personalizadas.

- Ajustar el valor de la póliza de seguro a ser contraída por parte de los asesores previsionales (monto fijo en UF).





Al finalizar su presentación, el señor Ministro de Hacienda añadió que el proyecto de ley y las enmiendas que se pretenden introducir cuentan con bastante apoyo en el sector financiero. No obstante, sería esperable que por parte de compañías de auditoría se plantearan ciertos reparos vinculados, básicamente, a las excesivas responsabilidades que, en opinión de ellos, se les estarían fijando.





A continuación se registraron las siguientes intervenciones:





El Honorable Senador señor García, luego de  valorar el alcance de los objetivos detallados por el señor Ministro de Hacienda, preguntó si se espera que la regulación cubra a todas las empresas que actualmente ejecutan operaciones no reguladas en el mercado financiero.  Cuando se habla de regular la oferta de servicios de asesorías financieras, ¿se incluye a quienes reciben dinero directamente de otras personas? A su juicio, razonó, ninguna persona que reciba dinero de otra para dichos fines debiera estar exenta de control, porque la confianza en el mercado financiero es una cuestión vital para contar con adecuados niveles de profundidad. 

El Honorable Senador señor Tuma se mostró también complacido de que se aborden las materias que el proyecto de ley contiene. El daño que muchos pequeños inversionistas han sufrido poniendo en riesgo incluso inversiones de toda una vida, observó, amerita una actuación decidida por parte de la autoridad.

Por otra parte, consultó qué otra modalidad, además de la oferta pública de valores, puede utilizarse para la participación de los market makers. 

Respecto de la fiscalización de los asesores previsionales, preguntó si el registro que se pretende crear incluirá a quienes presten asesoría personalizada y no personalizada. 

El Honorable Senador señor Montes comentó que la realidad del mercado de capitales debe ser analizada a fondo, pues no se pueden desatender los riesgos que conlleva la relación entre el PIB y el volumen de recursos de dichos mercados cuando los instrumentos financieros no cuentan con soportes reales. Por algo, graficó, la figura de la securitización está siendo tan cuestionada en Europa y Estados Unidos. Siendo esto así, resulta del todo conveniente conocer el total de papeles que se transan en el mercado y cuál es la calidad de sus respaldos.

Del mismo modo, solicitó información respecto de las siguientes materias:

- El funcionamiento de los fondos de inversión. Sería interesante, indicó, saber cuál ha sido su devenir luego de que se les quitara la posibilidad de participar en el mercado inmobiliario y qué niveles de certeza entregan los instrumentos que se utilizan en dicho mercado, como los mutuos hipotecarios. 

- La naturaleza y riesgo de los instrumentos en los que se encuentran invertidos los fondos previsionales.

Destacó que el proyecto de ley en estudio constituye una oportunidad para conocer en profundidad la realidad del mercado financiero y la situación en la que nuestro país se encuentra.

En otro orden de cosas, planteó su preocupación por lo que actualmente ocurre con el mercado negro, particularmente el vinculado al narcotráfico. Aunque es corriente y sabido que, por ejemplo, existe un alto nivel de compraventa al contado de autos de lujo, la UAF no lo informa a los organismos pertinentes. Esto, sostuvo, claramente debe cambiar, por lo que deben arbitrarse las medidas necesarias para que la información, que es conocida en detalle y que da cuenta de operaciones evidentemente ilícitas, sea utilizada por la autoridad.

El Honorable Senador señor Zaldívar subrayó la importancia del proyecto de ley en discusión y del alcance descrito por el señor Ministro de Hacienda. Es indudable, expresó, que el ámbito de acción del mercado financiero se ha ampliado a lo largo de los años, lo que ha hecho que las necesidades regulatorias sean también mayores. El así llamado perímetro regulatorio, en consecuencia, debe ser adecuadamente determinado, aunque teniendo en cuenta que la pretensión de llegar a cubrir todo y cualquier tipo de fraude en realidad no existe, pues siempre se buscarán resquicios de evasión. En los mismísimos Estados Unidos, de hecho, que cuentan con una de las regulaciones financieras más severas, se han producido millonarios fraudes.

Indicó que no se puede desconocer que se ha desarrollado en los mercados financieros una capacidad enorme para crear nuevos productos e instrumentos financieros que acaban, muchas veces, por estafar a la fe pública. Así, por ejemplo, en la crisis sub-prime del año 2008, que en buena parte se debió a la proliferación de instrumentos derivados que crearon una burbuja que no pudo sino explotar y terminó por arrastrar a la economía mundial, prácticamente.   

Por otra parte, destacó que una herramienta que podría ser útil para la autoridad, y así se ha venido planteando en diversos seminarios, es el fortalecimiento de las atribuciones de la UAF. Esto, con miras a que pueda ejercer un rol más activo en la determinación de conductas ilícitas y en la coordinación con otros organismos.   
Resaltó, asimismo, la conveniencia de abordar la relación entre accionistas minoritarios y controladores. Son estos últimos, de acuerdo a la ley, los que dentro de unos determinados rangos definen las utilidades a distribuir. Como normalmente optan por los topes más bajos, resulta lógico que los minoritarios, que además suelen hacer inversiones, reclamen por el desequilibrio que sufren.

Además, manifestó que si bien es cierto que las empresas de auditoría podrían sentirse objeto de exigencias excesivas, no debe perderse de vista que su función, precisamente, es dar fe de los antecedentes que se ponen a disposición del conjunto de los inversionistas y del mercado en general. Siendo tal función de suyo relevante, concluyó, es razonable que, dentro de las obligaciones y funciones propias de la profesión, se les exija en consecuencia. 

Finalmente, formuló un llamado a que una vez efectuados los análisis correspondientes, la Comisión pueda dar su aprobación general al proyecto de ley. Esto pues, sin perjuicio de las mejoras que habrán de hacerse en la discusión particular, avances en la tramitación legislativa de materias tan sensibles como las reseñadas constituirían una potente señal en el combate de las diversas situaciones abusivas que hoy afligen a la ciudadanía.     

El señor Ministro de Hacienda hizo hincapié en que la determinación del perímetro regulatorio es un asunto complejo. Reiteró que es imposible que cada transacción de dinero entre partes pueda ser regulada. En el marco normativo vigente en Chile, explicó, los reguladores están preparados para vigilar muy de cerca a las entidades que se han inscrito para operar en el mercado, luego de satisfacer estrictos requisitos. No ocurre lo mismo, por consiguiente, con los operadores no inscritos. Es en este espacio, entonces, en el que se deben estudiar las ideas y propuestas que se hagan con el objeto de ampliar el marco de acción de la autoridad.

Para el señalado fin, son dos las vías que aparecen como más idóneas. Una es facultar a la UAF para actuar más allá de los específicos delitos para los que se encuentra habilitada (lavado de activos y terrorismo) y pueda entregar la información que recabe a las superintendencias pertinentes o eventualmente al Ministerio Público. La otra, incluir dentro de la regulación las asesorías de inversión, que son   conceptualmente cercanas a la oferta pública inscrita. Esto permitiría a la autoridad ejercer cierto control sobre los oferentes de inversiones.

En relación con los market makers, explicó que hoy solamente existen para la primera emisión, pero no se permiten si una empresa quisiera contratar a un banco para que le de liquidez a sus acciones.

El Honorable Senador señor García razonó sobre el rol que cabe desempeñar al Servicio de Impuestos Internos (SII), que sí cuenta con atribuciones más activas en la detección de conductas delictivas. Le debiera resultar relativamente sencillo, indicó, cruzar información y determinar que un individuo no cuenta con el capital necesario para justificar la adquisición de vehículos o bienes raíces onerosos, como ocurre con los narcotraficantes.   

Otro ámbito de fiscalización que podría ser mayormente explorado, agregó, es el de los comerciantes que venden a precios llamativamente bajos y que, además, no entregan boleta, particularmente en pequeñas comunas. Al respecto, digno de analizar es el caso de los comerciantes chinos, que lleva a preguntarse si acaso reciben alguna clase de subsidio por parte de su gobierno para instalarse en nuestro país.

El Honorable Senador señor Tuma coincidió con lo planteado por el Senador señor García. Un factor, indicó, puede ser la subvaluación de las mercaderías que ingresan. Así, por ejemplo, entra al país un bien avaluado en $1000 pero que en China de ninguna manera puede ser encontrado a ese valor.   

El Honorable Senador señor Zaldívar valoró la decisión de explorar sanciones sobre los oferentes de inversiones que no representan los valores o retornos que se promocionan, y que sólo podrían ser obtenidos mediante especulaciones y engaños que finalmente desembocan en estafas. Eso muchas veces lleva, por otra parte, a incautos inversores a dejarse dominar por la ilusión o expectativa de obtener ganancias 

El señor Ministro comprometió la entrega de los antecedentes solicitados vinculados al rol del mercado de capitales en el desarrollo del país. Expresó que hay consenso en la literatura sobre que mercados de capitales más profundos contribuyen al crecimiento. Los problemas que tornan vulnerable la economía, en realidad, acaecen cuando los mercados se complejizan muy rápidamente. Así, por ejemplo, una variable de probabilidad de crisis bancaria es el aumento explosivo del crédito, o el exceso de apalancamiento que ocurre cuando no hay capital disponible. 

En lo que concierne a los instrumentos de securitización, explicó que en su utilización se cometieron dos errores garrafales. El primero, la incapacidad de ver la calidad de los activos securitizados. El segundo, la falta de consideración de su comportamiento estadístico, pues no por juntar muchos activos ellos dejarán de moverse juntos; de modo que por más que sean muchos los bienes raíces de una cartera, si el precio cae lo que se supone que era un activo seguro, deja de serlo. En síntesis, durante el período previo a la crisis financiera global se asumieron como seguros y sin riesgo activos que en realidad no lo eran.

El Honorable Senador señor Montes pidió que los estudios que elabore el Ministerio de Hacienda contemplen también análisis cualitativos.

---

A continuación, la Comisión escuchó los planteamientos de la Asociación Auditores Externos A.G. Su Presidente Ejecutivo, señor José Monsalve, desarrolló una presentación del siguiente tenor:

Nuevas Exigencias de Transparencia y Reforzamiento Responsabilidades de Agentes del Mercado

(Boletín 10.162 - 05)

Presentación a Comisión de Hacienda Senado Regulación Auditores Externos

Asociación de Auditores Externos de Chile A. G.

I.
La Asociación de Auditores Externos A. G.

II.
Visión General del Proyecto

III.
Sugerencias y Fundamentos de cambios al Proyecto

IV.
Anexo: Definiciones

I. Asociación de Auditores Externos A.G.

Objetivo: creada hace más de 20 años como un organismo de autorregulación de la profesión y que vela por la actuación ética y profesional de todos sus participantes.

Representación

- Cerca del 90% del mercado de auditoría en Chile.

- El 100% del mercado de las empresas del IPSA.

- Hoy lo conforman 13 empresas Auditoras, la mayoría medianas.

- Más de 8.000 personas de las más diversas profesiones: auditores, ingenieros, abogados, contadores, administradores de empresas, etc.

II. Visión general del Proyecto

IDEA CENTRAL DEL PROYECTO

Objetivos generales del Proyecto respecto a los Auditores Externos: "precisar las responsabilidades de las Empresas de Auditoria Externa y establecer sanciones cuando dictaminen falsamente sobre la situación financiera de una entidad sujeta a la fiscalización de la SVS".

El señor Monsalve razonó que el aumento de las sanciones no debiera ser el elemento preponderante de una iniciativa como esta. Debiera, en su opinión, equilibrarse con medidas tendientes a que la información que se pone a disposición del público en los estados financieros sea sometida a procesos más rigurosos de verificación.

SE DEBERIA APROVECHAR OPORTUNIDAD PARA ADOPTAR LOS MEJORES ESTANDARES INTERNACIONALES VIGENTES

- Auditorías Integrales que comprendan Revisión del Control Interno en las S.A. abiertas y revisiones limitadas trimestrales.

El señor Monsalve apuntó que en 2001 en Estados Unidos, luego del caso Enron, se hizo exigible un informe sobre el control interno en empresas con capitalización bursátil superior a US$ 75 millones. 

- Hacer exigibles auditorías externas en universidades, municipalidades, hospitales públicos, partidos políticos y otras entidades que reciban fondos públicos.

La Asociación está de acuerdo con siguientes propuestas:

• Aplicar sanciones penales a los directores, administradores, gerentes y ejecutivos principales que entregaren antecedentes o efectuaren declaraciones maliciosamente falsas a quienes realicen la auditoría externa (artículo 59, nueva letra h), ley N° 18.045).

• Extender las sanciones penales a quienes actuaren como empresas de auditoría externa sin estar inscritos (artículo 60, letra b), ley N° 18.145).

• Extender las sanciones penales a cualquier persona de la auditora externa que, en razón de su cargo o posición, tenga acceso a información reservada de los emisores y revele el contenido de dicha información a terceros (artículo 60, letra d)).

• Precisar que la sanción penal de entrega de información falsa o tendenciosa al mercado se aumentara en un grado, cuando la conducta sea realizada por quien ejerza un cargo, tenga una posición o preste servicios en una entidad fiscalizada por la SVS (artículo 61, inciso segundo, ley N° 18.045).

El señor Monsalve hizo presente que no se conocen casos de actuaciones dolosas por parte de auditores. Conductas así, por lo demás, son completamente reñidas con el rol mismo de la profesión en resguardo de la fe pública.

III. Observaciones a cambios propuestos

Discriminación en perjuicio de los auditores externos

Texto propuesto por el proyecto de ley: 

“d) Los socios y empleados de empresas de auditoría externa que, habiendo participado directamente de la auditoría, dictaminen falsamente o entreguen antecedentes falsos, en su caso, sobre la situación financiera de una sociedad sujeta a la fiscalización de la Superintendencia.”.

“h) Los directores, administradores, gerentes y ejecutivos principales de un emisor de valores de oferta pública, de una bolsa de valores o de un intermediario de valores, que entregaren antecedentes o efectuaren declaraciones maliciosamente falsas al directorio o a los órganos de la administración de las entidades por ellos administradas, o a quienes realicen la auditoría externa o clasificación de riesgo de la misma, en su caso.".

Respecto a la falsedad de la información, no parece justo y consistente exigir un estándar más alto a los auditores externos, que a los generadores de la información (directores/ gerentes). De mantenerse, se sugiere incorporar en la letra d) propuesta, la misma exigencia de actuar "maliciosamente" de la nueva letra h)

El señor Monsalve apuntó que tampoco existe claridad sobre qué debe entenderse por “dictaminar falsamente”. ¿Se trata simplemente de un dictamen equivocado, o debe ser a sabiendas equivocado?, preguntó. No puede perderse de vista, consignó, que los estados financieros se componen de estimaciones sobre provisiones incobrables o vida útil de los activos, por ejemplo, y corresponde a los auditores emitir opinión sobre el conjunto de ellos y no sobre cada partida específica. Por lo mismo, por muy pendiente que esté un auditor de cualquier indicio de fraude, la revisión que efectúe no alcanza a todas y cada una de las transacciones, por cuanto el objetivo de una auditoría es pronunciarse sobre la razonabilidad de los estados financieros en base a los principios contables. 

Extender responsabilidad a los empleados/ entrega antecedentes falsos.

Texto actual ley 18.045, artículo 59, letra d):

“d) Los contadores y auditores que dictaminen falsamente sobre la situación financiera de una persona sujeta a obligación de registro de conformidad a esta ley.”.

Texto propuesto por proyecto de ley: 

“d) Los socios y empleados de empresas de auditoría externa que, habiendo participado directamente de la auditoría, dictaminen falsamente o entreguen antecedentes falsos, en su caso, sobre la situación financiera de una sociedad sujeta a la fiscalización de la Superintendencia.”.

El señor Monsalve observó que en Chile es el socio de la empresa auditora quien planifica, organiza y supervisa la  ejecución de la auditoría, y por tanto asume la responsabilidad de la misma. En consecuencia, extender la responsabilidad penal a los empleados Empresa Auditora:

-
No se corresponde con la realidad de cómo se desarrolla una auditoría (estructura jerarquías).

-
Afectará la calidad de las auditorías al hacer más difícil atraer talento a la profesión.

-
Hace más complejo el uso de especialistas en tareas específicas (uso de actuarios, tasadores independientes, etc.).

-
Tema rotación de profesionales (plazo prescripción 10 o más años).

-
Los empleados, por su rol, no pueden entregar antecedentes falsos sobre la situación financiera de la empresa al mercado. Si entregaren antecedentes falsos al socio, la Firma les demandaría penalmente

La "entrega de antecedentes falsos" no se entiende:

-
El único documento donde el auditor se pronuncia sobre la situación financiera de una entidad, es en su dictamen sobre los estados financieros.

-
Sus papeles de trabajo no se entregan al mercado (confidencialidad).

-
El dictamen se pronuncia sobre los estados financieros tomados en su conjunto, no sobre la veracidad de partidas específicas.

-
El concepto de "materialidad" en una auditoría es básico para efectos de poder dictaminar sobre los estados financieros.

-
Los estados financieros contienen estimaciones que, por naturaleza, son imprecisas.





El señor Monsalve resaltó que el único documento público que entrega un auditor es su opinión. 

Eliminación de la referencia a las NAGAS / incorporar demás materias

Texto actual ley N° 18.045 (artículo 246):


“A las empresas de auditoría externa les corresponde especialmente examinar y corresponde especialmente examinar y expresar su opinión profesional e independiente sobre la contabilidad, inventario, balance y otros estados financieros conforme a las Normas de Auditoría de General Aceptación y las instrucciones que imparta la Superintendencia, en su caso.”. 

Texto propuesto por proyecto de ley:

“A las empresas de auditoría externa les corresponde especialmente examinar y expresar su opinión profesional e independiente sobre la contabilidad, inventario, balance, otros estados financieros y demás materias, conforme a lo establecido en la presente ley y a las instrucciones que imparta la Superintendencia, en su caso.”.

El proyecto plantea eliminar la referencia a las Normas de Auditoria de General Aceptación (NAGAs), dejando la actividad sujeta solo a lo que establece la ley y a las instrucciones de la SVS.

El señor Monsalve señaló que los auditores proponen mantener dicha referencia en la ley, por las siguientes razones:

-
Conseguir la certeza técnica y jurídica para que nuestro país siga alineado con los estándares internacionales que se adoptaron en 2010 con el ingreso de Chile a la OECD (IFRS en los estados financieros y NAGAs en el trabajo de auditoría externa de estados financieros).

-
Las NAGAs constituyen la lex artis que se ha aplicado en Chile para regir la actuación profesional de los auditores externos e históricamente la SVS y el mercado de capitales (nacional e internacional) lo ha reconocido así.

-
Nuestro ordenamiento constitucional establece que las actividades económicas deben ser reguladas mediante normas de rango legal, y no inferior.

-
Si se quiere que las NAGAs americanas sean reemplazadas por las ISAS (International Standards on Auditing) emitidas por el IAASB (International Auditing and Assurance Standards Board), que se utilizan en Europa), debiera así expresarse en la ley.

-
Eliminación de NAGAs excluiría el concepto de "materialidad", que no está definido en la ley

El señor Monsalve hizo ver que luego del Caso Enron, en Estados Unidos se encargó a una nueva institucionalidad (el Public Company Accounting Oversight Board), distinta del regulador de valores (la Security Exchange Commission), la elaboración de las normas contables. Al tenor del proyecto de ley en estudio, en cambio, Chile parece transitar en el sentido opuesto, pues habría que estar a lo que defina la Comisión de Mercados de Financieros.  
Por otra parte, llamó la atención sobre que actualmente existen en el mundo proyectos para hacer converger las normas contables y de auditoría americanas y europeas. No parece razonable, en consecuencia, que Chile abra la posibilidad de cambiar unas por otras.

Incorporación de la expresión "demás materias", referida a ampliar el ámbito de trabajos de los auditores externos más allá de los estados financieros de las compañías que auditan:

-
Se requiere precisar que estos otros informes no se rigen por NAGAs, sino por Normas de Atestiguación (que son normas internacionales, definidas como Attestation Standards (ATs) emitidas por el AICPA y traducidas y compiladas por el Colegio de Contadores de Chile), u otras.

-
Estas normas son distintas de las NAGAs, (normas que se aplican cuando se realiza una auditoría externa de estados financieros), toda vez que en estos otros trabajos, sean de aseguramiento o de otra naturaleza, la definición del objetivo y alcance corresponde al mandante y el auditor informa sobre los hallazgos observados o se pronuncia sobre la razonabilidad de las afirmaciones de la administración.

-
Por lo tanto, se hace necesario explicitar en la ley que estos otros informes que el proyecto pretende incorporar al agregar la expresión "demás materias", se rigen por normas profesionales distintas de las NAGAs (ej. sustentabilidad, huella carbono).

-
El Mensaje del proyecto de ley parece vincular la auditoría externa a las certificaciones, lo que no es correcto y no corresponde a la definición de empresa de auditoría externa (artículo 239 ley N° 18.045).

IV. Definiciones

Normas de Auditoría Generalmente Aceptadas

Las NAGAs son las normas que rigen la profesión de auditoría externa sobre estados financieros históricos, y han regido en Chile por más de 50 años. Han sido emitidas por el AICPA de Estados Unidos y han sido traducidas y emitidas en castellano y adaptadas a la realidad local por el Colegio de Contadores de Chile, que además emite Circulares para aclarar su aplicación.

Materialidad en auditoria de estados financieros

Una cifra es considerada inmaterial si un error en la misma, aun cuando no sea detectado por el auditor, no hace que algún inversionista tome una decisión errónea sobre la empresa.

En general se define como un porcentaje sobre los resultados del ejercicio o sobre el patrimonio, si el resultado es cercano a cero.

Independencia del Auditor

Se refiere a la actitud mental objetiva, íntegra, de escepticismo y ecuanimidad frente a la administración de la empresa y al accionista controlador. El informe del auditor es utilizado por la comunidad de negocios para sus decisiones de inversión.

Incorporación de Chile a la OECD (Roadmap 2007. Appendix A. VI)

"Requiring timely and reliable disclosure of corporate information in accordance with internationally recognized standards of accounting, auditing and non - financial reporting"

Enseguida, hicieron uso de la palabra los directores de la Asociación de Auditores Externos, señores Charles Bunce y Arturo Platt.

El señor Bunce hizo hincapié en que el rol de los auditores es emitir opinión sobre la razonabilidad de los estados financieros que auditan, y no certificar los mismos. Hacer esa diferenciación, subrayó, es clave para comprender el alcance de la función de los auditores.

El señor Platt, en tanto, expresó que la responsabilidad de los auditores externos para con el mercado público se encuentra vinculada a los estados financieros. Al ser estos justamente de público conocimiento, son lo que un potencial inversionista analiza al momento de evaluar una determinada empresa. Dichos estados, entonces, se auditan en base a las NAGAs, que constituyen el marco de referencia de la profesión y se han utilizado durante 50 años para la enseñanza en todas las universidades del país.

---

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, intervinieron el Superintendente de Valores y Seguros, señor Carlos Pavez, y los integrantes del Consejo Consultivo del Mercado de Capitales, señores Fernando Coloma y Matías Larraín.

El señor Superintendente de Valores y Seguros destacó el impacto que tendrá el proyecto de ley en materias vinculadas a las legislaciones de mercados de valores y de sociedades anónimas.

En cuanto a las primeras, valoró el establecimiento de  mejoras en la regulación de la probidad en los negocios, la entrega de información en el mercado y el rol de los agentes que participan del mismo. Así, por ejemplo, en el caso de los auditores externos, actores relevantes no sólo en la emisión de dictámenes e informes sobre sociedades fiscalizadas por la SVS, sino también en otros ámbitos de la actividad económico-financiera. En su caso, se busca determinar, además de la responsabilidad por el  pronunciamiento de la empresa de auditoría propiamente tal, la que corresponda a sus socios y la que alcance a terceros con acceso a información sensible.  

Del mismo modo, se proponen perfeccionamientos para una actividad que se encuentra regulada desde hace tiempo pero que ha tenido poca aplicación. Se trata de la función de market maker, que garantiza mejores condiciones de referencia de precios para generar mayor liquidez en los valores que se transan en el mercado.

 En lo concerniente a ley de sociedades anónimas, hizo hincapié en las mejoras que se introducen a las transacciones entre partes relacionadas. Se aborda el adecuado cumplimiento de los deberes de información en el marco de las operaciones habituales entre ellas.

A lo anterior se agregan otras enmiendas orientadas a hacerse cargo de las figuras de fraudes financieros que, cada vez con mayor frecuencia, se están presentando en el mercado nacional. Es necesario, razonó, afrontar esa realidad mediante una regulación con el foco puesto en cuáles son las actividades que deben estar sometidas a la fiscalización de la SVS, al día de hoy, o de la CMF en el futuro. Resaltó que con ese fin se han recogido algunas de las conclusiones obtenidas por la Comisión Investigadora al efecto constituida por la Cámara de Diputados.

Finalmente, puso énfasis en la conveniencia de que todos estos temas sean analizados, afinados y resueltos en el corto plazo, pues contribuirán a generar un ambiente regulatorio mucho más claro y consistente con las figuras que van a ser objeto de perfeccionamientos. Señaló que ese ha sido el objetivo con que la SVS ha estado trabajando, teniendo a la vista la experiencia comparada de agencias regulatorias de mercados más desarrollados, particularmente en materia de fraudes financieros. Al efecto, el desafío es diseñar una regulación que establezca una relación de equilibrio. Entre, por una parte, el hecho de que muchas veces las personas invierten bajo la creencia, errada, de que lo hacen en instrumentos que están regulados; y, por otra, que no toda transacción puede ser regulada, porque además de ineficiente resultaría prácticamente imposible llegar a regular a cada lugar en el que se ofrezcan asesorías de inversión. Manifestó que existen suficientes ejemplos a nivel internacional de medidas que combinan adecuadas exigencias de información con la debida coordinación con los órganos de persecución penal. 

El Honorable Senador señor García observó que es apropiado distinguir entre la regulación de instrumentos de oferta pública (aquellos supervisados por la SVS), por un lado, y la regulación de instrumentos de inversión financiera, por el otro. No obstante, las estafas piramidales y asesorías devenidas en captación y especulación de dineros que han remecido en el último tiempo a la opinión pública, obligan, en su opinión, a que la autoridad derechamente prohíba este tipo de prácticas. La importancia de la confianza en el mercado, combinada con la búsqueda de los ciudadanos por hacer rendir sus ahorros, hacen de dicha realidad algo  extremadamente grave. Como mínimo, razonó, debieran llevarse a cabo campañas de educación financiera masivas que pongan a disposición de la población la información necesaria para adoptar decisiones.      

---

A continuación, hizo uso de la palabra el señor Fernando Coloma, quien analizó el proyecto de ley en los términos en que fue formulado el Mensaje de la señora Presidenta de la República.

 Abordó, en primer lugar, las modificaciones propuestas a la ley N° 18.045:

- Al artículo 52, relativo a la estabilización de precios. Con miras a otorgar mayor flexibilidad a la actuación de los market makers, se suprime la frase que condiciona las actividades de estabilización únicamente a llevar adelante una oferta pública de valores nuevos o anteriormente emitidos que no habían sido objeto de oferta pública.

Recordó que, en su momento, se permitió que los market makers fijaran ciertas posiciones de compra y venta de valores, de manera que el precio se determinara en ese preciso rango. Sin embargo, al tenor de la enmienda que se propone no queda del todo claro cuál es el objetivo –como podría ser la profundización del mercado secundario, por ejemplo- que se persigue, ni por qué es el artículo 52 el más apropiado para ello.

- Al artículo 59. Se mostró de acuerdo con incluir expresamente a los directores, administradores, gerentes y ejecutivos principales de los emisores de valores de oferta pública, entre quienes pueden ser sancionados por entregar antecedentes o efectuar declaraciones maliciosamente falsas.   

Del mismo modo, valoró que se precise que los socios y empleados de empresas de auditoría externa serán penalmente responsables cuando dictaminen falsamente o entreguen antecedentes falsos.

- Al artículo 61, que contempla un agravante cuando la conducta sancionada sea ejercida por quien ostente un cargo, tenga una posición o preste servicios en la SVS o una entidad fiscalizada por ella. Destacó que conforme a la nueva redacción ya no será relevante que una persona pueda poseer o tener acceso a información privilegiada. De esta forma, lo realmente importante será el solo hecho de incurrir en el tipo sancionado desde una posición de autoridad.

Sin perjuicio de lo anterior, llamó la atención sobre que no es claro qué debe entenderse por “entidad fiscalizada por la SVS”, para estos efectos. Si se refiere a los emisores de valores, es confuso, por cuanto ya son sancionables en virtud del artículo 59. O puede que en realidad se quiera aludir a empresas de auditoría externa o a clasificadoras de riesgo. Sería deseable, estimó, precisar este punto.

- Al artículo 65. Coincidió con la inclusión de una disposición que autorice al regulador a establecer los requisitos que debe cumplir la información que se entregue a los inversionistas. 

Hizo hincapié en la importancia de resguardar la fe pública en materia de recomendaciones de inversión. Hoy es perfectamente posible que cualquier persona haga encendidos llamados a través de los medios de comunicación y opere en el mercado en función de sus recomendaciones, sin ser sujeto de responsabilidad alguna. Por lo mismo, es absolutamente necesario abordar regulatoriamente este problema. La forma en que se haga y se lleve a una norma, sin embargo, debe ser cuidadosamente analizada, pues en límite puede haber situaciones complejas de tratar. Cabe preguntarse, ejemplificó, qué pasaría si en el contexto de una entrevista televisiva una persona, respondiendo a una pregunta, opina que el sector minero tiene grandes expectativas. ¿Podría entenderse que está incitando a invertir en ese sector? ¿O debiera exigírsele que previo a la entrevista declare si tiene o no intereses en él? 

- Al artículo 246. Señaló estar de acuerdo con las normas que precisan la responsabilidad de las empresas de auditoría externa  

El Honorable Senador señor Coloma se detuvo en las complejidades que reviste abordar ciertos escenarios de asesorías de inversión. Podrían dar lugar a permanentes cuestionamientos de asuntos en los que incluso puede ser deseable conocer la opinión, a través de los medios de comunicación, de entendidos que no actúan movidos por un afán de ganancia personal.   

El señor Fernando Coloma prosiguió con su presentación y se refirió a las modificaciones a la ley N° 18.046 y al propósito explícito del proyecto de ley de establecer una regulación más estricta cuando se trata de operaciones con partes relacionadas.

Señaló no estar de acuerdo con que se confiera derecho a retiro a los accionistas en caso de aprobación de dicha clase de operaciones. Éstas, sostuvo, suelen ser de diaria ocurrencia en muchas empresas que cuentan con filiales que son fundamentales para sus negocios y con las que pueden transar en términos más eficientes. Precisamente los costos de este este tipo de transacciones podrían verse afectados si los minoritarios pudieran retirarse, lo que redundaría en que las empresas se inhiban de realizarlas. No parece, en consecuencia, ser este un buen incentivo regulatorio.

Por otra parte, y más allá de las causales que confieran este derecho, expuso que la ley vigente contempla que, al ejercerlo, el precio de retiro se determine según el promedio de sesenta días de operación bursátil entre el día treinta y el día noventa, fijados a partir de la celebración de la junta de accionistas. Esta modalidad supone un problema, pues da pie para que, con oportunismo, se anuncie la causal con mucha anticipación a la celebración de la junta, para hacer que el precio a pagar baje. Ante eso, sugirió que se establezca que el precio a pagar sea el máximo entre lo que dice hoy la ley y los sesenta días anteriores a aquel en se anuncie la operación.  

El Honorable Senador señor García comentó que dado que las inversiones de AFP son siempre de carácter minoritario, el derecho a retiro se encuentra en buena parte vinculado a ellas. Lo que, claro, puede dar espacio a ciertos problemas. 

El señor Fernando Coloma prosiguió con su presentación.

Manifestó estar de acuerdo con que se explicite la presunción de culpabilidad de los directores (quienes deberán responder solidariamente de los perjuicios causados a la sociedad y sus accionistas), cuando se aprueben operaciones en contravención a lo dispuesto en materia de derecho de abstención y operaciones con partes relacionadas.

Del mismo modo, se extendió sobre ciertos asuntos que, en su opinión, sería oportuno incluir en el presente proyecto de ley, relativos precisamente al título XVI de la ley de sociedades anónimas (De las operaciones con partes relacionadas en las sociedades anónimas abiertas y sus filiales):

- Las operaciones, explicó, deben satisfacer el procedimiento que dicho título establece, con el fin de que los directores cuenten con toda la información necesaria para adoptar sus decisiones. Una de las causales para excepcionar ese procedimiento es que se esté en presencia de operaciones habituales de la empresa, así determinadas por su directorio. El problema que se ha suscitado es que incluso operaciones patrimonialmente muy significativas se han ido catalogando como habituales, con lo que el juicio crítico de las operaciones que el procedimiento pretendía asegurar, se ha desvanecido. Urge a su juicio, entonces, revisar y limitar la norma de habitualidad, fijando que a operaciones patrimonialmente relevantes no les pueda ser atribuido tal carácter.  

- Explicitar, a fin de evitar ciertas interpretaciones que en la práctica se han dado, la primacía del título XVI y del artículo 44 respecto de cualquier otra disposición de la misma ley a la que se quiera dar un carácter de especialidad, cuando se trate de operaciones con partes relacionadas.  

- Incorporar entre las facultades y deberes del comité de directores, la de proponer al directorio políticas de manejo de conflictos de interés y la definición de criterios para calificar operaciones como habituales.  

- Precisar ciertos aspectos específicos. Por ejemplo, uniformar el concepto de “director no involucrado” del título XVI con el de “director con interés” del artículo 44; y homogenizar el plazo de cinco días que tiene el directorio para pronunciarse sobre la conveniencia de ciertas operaciones después de haber recibido el último informe de un evaluador independiente, con, por otra parte, el plazo que se da al comité de directores para emitir su opinión.  

---

Posteriormente, hizo uso de la palabra el señor Matías Larraín, también en relación con el contenido del Mensaje presentado por el Ejecutivo. Consideró que se trata, en general, de un buen proyecto de ley, si bien al tenor de sus objetivos e ideas matrices representa  una oportunidad para establecer una regulación de mayor densidad. 

Se refirió a aspectos específicos del proyecto de ley. En primer término, a las modificaciones a legislación de mercado de valores:

- Al artículo 52. Estimó apropiado permitir la actividad de market making en el mercado secundario de acciones, pues aportará mayor liquidez por la vía de propiciar que los inversionistas se deshagan de su inversión oportunamente y a precios justos. Subsiste, obviamente, el resguardo de que deberá hacerse conforme a las condiciones que fije la SVS.

- Al artículo 59. Por una parte se extiende a socios y empleados de las empresas de auditoría la responsabilidad por sus actuaciones (nueva letra d)); por otra, se sanciona a quienes ejercen funciones en emisores de valores por entregar información falsa a, entre otros, las empresas de auditoría (nueva letra h)). No obstante, sólo en el segundo caso se contempla el elemento subjetivo de que debe tratarse de declaraciones “maliciosamente falsas”, mientras que en el primero se apela solamente al hecho de “dictaminar falsamente”. Como para efectos sancionatorios lo que permite calificar la intencionalidad es precisamente la subjetividad de la conducta, formuló un llamado a analizar cuidadosa y coherentemente ambas disposiciones.

Previno, asimismo, que podría darse el caso de que la empresa de auditoría sea sujeto de responsabilidad aunque sólo reciba, involuntariamente, información falsa y en función de ella dictamine los estados financieros. 

- Al artículo 60. Expresó que consagrar la responsabilidad penal para quien ejerce actividades de auditoría sin estar registrado ni regulado, es consistente con la regulación de valores, que exige licencia para llevar a cabo el corretaje de valores o la clasificación de riesgos, por ejemplo.  

- Al artículo 61. Se aumenta en un grado la pena por difundir información falsa o tendenciosa cuando quien lo haga sea un funcionario de la SVS o de una entidad fiscalizada por ella, pero ya sin la exigencia de que deba tratarse de información privilegiada. El punto, observó, es que sin exigencia el efecto es que el señalado aumento operará  respecto de todo el delito, porque decir funcionario de la SVS o de entidad fiscalizada por ella equivale a decir todo el mercado.

De modo que si este último es el objetivo, la discusión debe ser planteada en esos términos. De lo contrario podrían suscitarse problemas de interpretación.

- Al artículo 63. Valoró que se extienda a directores y ejecutivos principales de emisores en estado de insolvencia, además de sus administradores, la prohibición de hacer oferta pública de valores. 

Indicó que ya que se está revisando este artículo, podría ser la ocasión de analizar una figura que se está utilizando en ciertos mercados ultrarregulados a los que sólo ingresan inversionistas muy calificados, donde las empresas insolventes pueden acceder al mercado financiero no bancario con requisitos muy estrictos. En Estados Unidos y Europa, de hecho, se da que hay inversionistas dispuestos a correr el riesgo de invertir en empresas de notoria insolvencia o con problemas de liquidez, pero que son viables en el largo plazo. En tales escenarios, una deseable regulación debiera resguardar que no se oculte información esencial.

- Al artículo 65. Manifestó que en los términos planteados, la regulación de las asesorías y recomendaciones de inversión resulta insuficiente.

En Estados Unidos, por ejemplo, desde la década de 1940 existe una regulación legal para las asesorías de inversión basada en dos pilares: i) obligación de registro para quienes se dedican profesionalmente la actividad, con un régimen de excepción básicamente asociado a la cantidad de clientes o el patrimonio de administración; y ii) regla general antifraude que opera tanto respecto de registrados como de no registrados.

Con base en estos principios, podría pensarse en un diseño aplicable a Chile. Tal diseño debiera, desde luego, consultar una sólida regulación de carácter administrativo en los siguientes aspectos: régimen de comisiones y remuneraciones a asesores y emisores, avisaje y publicidad, idoneidad de los productos ofrecidos en relación al perfil del inversionista, transparencia sobre la custodia de los valores de oferta pública, prohibición de confusión de patrimonios y autocontratación. Respecto de este último, resaltó que, ante todo, debe tenerse presente que entre el asesor de inversión y el cliente existe una relación fiduciaria. Probablemente un poco más laxa que la que se da entre un mandante y su mandatario, pero relación de confianza al fin y al cabo. De manera que si el asesor financiero va a autocontratar, debe ser el cliente quien se lo permita.  

Enseguida, formuló sus comentarios a los cambios que la iniciativa contempla a la ley de sociedades anónimas:

- Al artículo 45, extendiendo la responsabilidad solidaria del directorio cuando se aprueban operaciones con partes relacionadas en contravención al artículo 44 y el título XVI de la misma ley, según se trate de una sociedad anónima abierta o cerrada.  

Sostuvo que la hipótesis planteada debe ser analizada cuidadosamente. Porque puede ocurrir que la operación en cuestión no sea a sabiendas del directorio, debido a que, por ejemplo, un ejecutivo o un director omitieron divulgar un conflicto de interés. La ampliación de la responsabilidad, en su opinión, resulta razonable sólo cuando se ha incurrido deliberadamente en una conducta. Debe tenerse en cuenta, además, que la carga administrativa de los directores es bastante alta, por lo que debiera meditarse acerca de la procedencia de introducir una aún mayor.

- Al artículo 69. Coincidió con lo expresado por el señor Fernando Coloma, en el sentido de que conferir derecho a retiro en casos de operaciones con partes relacionadas es una mala propuesta, que vendría a significar la entrega de un derecho a veto a los minoritarios que no existe en ninguno de los países adscritos a la OECD. Supondría, advirtió, cambiar la forma en que se regulan las transacciones entre partes relacionadas en nuestro país. En efecto, en presencia de una de ellas, el primer paso es la divulgación de la existencia de un conflicto; el segundo, la obligación de que se realice a precio de mercado; y el tercero, la sujeción al procedimiento vigente. Todo eso, subrayó, quedaría en entredicho si se confiere el derecho a retiro.

Objetó, además, que no se realiza una distinción entre operaciones buenas o malas para el interés social, que es lo que en todo caso debiera primar.

Explicó que el de las operaciones con partes relacionadas constituye un tema contingente a lo largo del mundo, que merece ser seguido con atención. La Comisión Europea, de hecho, se encuentra en proceso de reforma de su Directiva en materia de derecho a voto de los accionistas y comportamiento de los controladores en las juntas de accionistas. El objetivo es establecer una obligación que la ley de sociedades anónimas chilena ya contempla, a saber, que determinados asuntos, como la remuneración de los directores, requieran de la aprobación de la junta de accionistas y no dependan de la decisión del directorio. 

En Canadá e India, en tanto, se han introducido reformas tendientes a que si durante el procedimiento que se lleva a cabo una vez divulgado el conflicto de interés, se conocen informes que estiman que la operación no es beneficiosa para el interés social, asiste al controlador el derecho a llevar la operación a la junta de accionistas. Ésta, por su parte, puede decidir que la operación se apruebe aún con la abstención del controlador. Expresó que si bien todavía no se conocen evaluaciones que permitan concluir que esta clase de medidas resulta acertada, sí dan cuenta de intentos por poner el interés social por sobre otras consideraciones. Cualquiera sea la decisión regulatoria que se adopte en nuestro país, entonces, se debe tener conciencia de los efectos de los cambios que se introduzcan. 

Finalmente, aludió a la importancia de contar con  regulaciones orientadas a fortalecer la protección a los accionistas minoritarios ante eventuales expropiaciones de los controladores. Así se ha hecho en el derecho anglosajón, por la vía de acciones judiciales que permiten suspender ciertas operaciones que no benefician el interés social y en las que el controlador insiste en virtud de su posición. También Colombia, el año 2008, incorporó a su legislación el concepto del abuso del derecho a voto. Señaló que en el artículo 30 de la ley de sociedades anónimas chilena (que fija ciertas reglas de prudencia para los accionistas en general) podría incluirse una disposición en esa dirección. En el marco normativo actual, aún si una operación entre partes relacionadas tiene un informe en contra de los peritos, el controlador puede igualmente llevar la decisión a la junta de accionistas y aprobarla con quórum de 2/3, en perjuicio de los minoritarios. Precisamente en casos como estos, podría ser razonable facultar a estos últimos para requerir de un juez la suspensión de la operación y la evaluación sobre si es o no ventajosa para el interés social. 
---

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, efectuó sobre sus comentarios al proyecto de ley el Ex Superintendente de Valores y Seguros, señor Alberto Etchegaray.

En términos generales, valoró que se esté debatiendo sobre exigencias de transparencia y reforzamiento de responsabilidades de los agentes del mercado. 

Hizo ver, asimismo, que en la última década se ha dictado una serie de modificaciones legales a las legislaciones de valores y de sociedades anónimas, que no han tenido un carácter sistémico, sino más bien incremental. Gracias a ello ha sido posible introducir diversos perfeccionamientos que el mercado requiere. 

Del mismo modo, puso de relieve que el actual contexto regulatorio –con la CMF pronta a asumir sus funciones-, representa una oportunidad para que se distinga claramente qué materias deben ser entregadas a la ley y cuáles deben quedar radicadas en la potestad administrativa de dicha Comisión.

Pasó, enseguida, a analizar las disposiciones del proyecto de ley propiamente tal. Primeramente las modificaciones a la ley de mercado de valores:

- Al artículo 52. Juzgó razonable que se permita a los market makers actuar en el mercado secundario, porque servirá como fomento a la liquidez y profundidad del mismo. Por lo demás, si alguna duda existiera sobre el riesgo que estas operaciones pudieran suponer, debiera verse atenuada por el hecho que ya existe normativa de la SVS y de las propias Bolsas de Valores regulando su funcionamiento.   

- Al artículo 59. Señaló que es lógico que se busque profundizar la responsabilidad de los auditores externos, pues el rol de fe pública que cumplen los hace actores extremadamente relevantes. Sin perjuicio de ello, advirtió que vincular la sanción que les es aplicable con el hecho de que “dictaminen falsamente o entreguen antecedentes falsos”, carece del elemento subjetivo que es esencial en cualquier delito. En contraposición, dicho elemento sí está presente respecto de directores, administradores, gerentes y ejecutivos principales –los primeros responsables de una compañía, cuyas declaraciones se requiere que sean “maliciosamente falsas”-. Hay ahí, llamó la atención, una falta de consistencia que no parece justificada.    

Respecto de los aludidos primeros responsables de una compañía, indicó que la ley está incompleta al no incluir entre ellos a los gerentes de las empresas. Es saludable, en consecuencia, que queden ahora cubiertos.

Aprovechó la oportunidad para detenerse en dos asuntos que guardan relación con el contenido del proyecto de ley y podrían, a su juicio, ser abordados en esta ocasión o en otra posterior.

El primero, los alcances de la función de los directorios de las sociedades anónimas, tema discutido, actualmente, en ámbitos académicos y jurisprudenciales. Observó que la ley de sociedades anónimas encarga la administración a un directorio elegido por la junta de accionistas. Es, por consiguiente, el directorio el responsable final de la sociedad anónima, y como tal le corresponde definir las políticas generales, la estrategia, los mecanismos de monitoreo, el control de la administración, etc. Sin embargo, hizo hincapié, no puede decirse que en la práctica sea el encargado de administrar la sociedad anónima, pues justamente para eso se nombra una administración. Se da el contrasentido, entonces, de que existe un supuesto legal que no se cumple y que genera muchos malos entendidos e incertidumbre al interior de la organización y, lo que es más grave, al momento de que terceros, fiscalizadores o jueces pretenden hacer valer responsabilidades. 

El segundo, el hecho de que la ley permite la existencia de sociedades anónimas matrices y filiales. Empero, no ahonda en la interacción entre los directorios de unas y otras, en circunstancias que un altísimo porcentaje de las sociedades que operan en Chile están constituidas como holdings que controlan sus unidades de negocios, es decir, sus filiales. No se pone en el supuesto, por ejemplo, de un controlador de matriz que controla también a su filial. Cuestión que precisamente por la transparencia y el debido cumplimiento de los roles de cada uno de los agentes del mercado, no es baladí. 

En la práctica, se explayó, es usual que el directorio de la matriz cuente con un grupo de gerentes, a quienes se les pide asumir el rol de directores en las filiales. Evidentemente, el nivel de independencia de un director de filial/gerente de matriz es más limitado. Por cierto, el riesgo es más bien inocuo cuando la filial es controlada en un 100% por su matriz; pero no es menor cuando concurren accionistas minoritarios o tienen lugar pactos entre accionistas. En estos últimos escenarios sí hay riesgos de que los incentivos no estén correctamente establecidos, desde una doble perspectiva. Primeramente porque la lealtad de los directores va a estar más con la matriz que con la filial. Y en segundo lugar porque el deber de reserva que la ley establece no contiene ninguna excepción, de modo tal que, en teoría al menos, los directores de la filial no están facultados para entregar información recibida en tal calidad a los directores de la matriz. Sin embargo, en la práctica sí lo hacen, probablemente porque si se negaran a dar información serían inmediatamente cesados en sus funciones. Así, se produce y tolera una vulneración de norma expresa (porque se entiende que el riesgo no es sustancial), pero se deja sin resolver una situación que no está convenientemente regulada ni adaptada a la lógica de conglomerados que opera hoy en el mercado. 

- Al artículo 61. Señaló que inducir a error mediante información falsa o tendenciosa constituye uno de los delitos más graves en los mercados. Éstos, sostuvo, funcionan adecuadamente cuando los agentes asumen que adoptan decisiones de inversión en virtud de información fidedigna. Por el contrario, cuando esa certeza es puesta en entredicho se produce un efecto inmediato de temor, estupor e incertidumbre generalizados. El valor de información continua y común para todos los inversionistas y en toda ocasión, por tanto, debe ser reguardado. Tal es el fundamento de las sanciones por uso de información privilegiada y por entrega de información falsa o tendenciosa.

Llamó la atención, eso sí, sobre que incluir entre los sujetos sancionables a quien se desempeñe “en la Superintendencia o en una entidad fiscalizada por ella”, es lo mismo que decir “todo el mercado”.

Del mismo modo, expresó sus dudas acerca del alcance de la supresión de la exigencia de manejo de la información privilegiada, para la sanción agravada de aquellos funcionarios de la SVS o entidades por ella fiscalizadas. Indicó que en la ley vigente la justificación del aumento de la pena es precisamente la posesión o tenencia de dicha clase de información. Eliminar esa premisa, agregó, no resulta del todo comprensible.

- Al artículo 63. Mostró su conformidad con que se especifique que directores y ejecutivos principales son responsables cuando  los emisores de valores en estado de insolvencia hacen oferta pública. Ambas, apuntó, son categorías consagradas en la ley. Sin embargo, manifestó no comprender por qué se mantiene la referencia a los administradores de los emisores, que no constituyen una clasificación legal y cuyos alcances son más bien inciertos. De hecho, graficó, ateniéndose estrictamente al tenor de la ley debiera entenderse que los administradores son en realidad los directores. Como en el presente proyecto se distingue entre ellos, podría también aprovecharse la oportunidad para subsanar lo expuesto. 

Por otra parte, dio a conocer sus dudas respecto de la prohibición general de llevar a cabo dicha oferta pública de valores por parte de emisores en estado de insolvencia. Aún comprendiendo la aprensión que sustenta una medida de ese tipo, puso de relieve que muchas veces la solución para una empresa insolvente pasa precisamente por acudir al mercado de capitales y hacer oferta pública de valores. Sería razonable, entonces, permitir esta clase de operaciones, pero estableciendo desde luego una serie de estrictos requerimientos vinculados  a la fidelidad de la información y otros adicionales sobre, por ejemplo, la limitación de los potenciales compradores a inversionistas calificados o muy sofisticados.          

Para graficar lo expuesto aludió al reciente caso, si bien no completamente análogo, de la Caja de Compensación La Araucana. Si bien esta clase de instituciones poseen un estatuto especial en virtud del cual no pueden caer en insolvencia, lo cierto es que la señalada estuvo en una situación financiera muy compleja. Situación que pudo revertir justamente porque tuvo la posibilidad de acudir al mercado de capitales a emitir valores de oferta pública.

- Al artículo 65. Opinó que es del todo conveniente transparentar los conflictos de interés que puedan existir en relación con las recomendaciones de  inversión, pues se trata de un área históricamente gris en el mercado chileno. Puede ocurrir, señaló, que entidades que se dedican a la intermediación de valores de oferta pública y cuentan con departamentos de estudio realicen prácticas de front running con sus clientes; esto es, orientadas a sacar ventaja de su posición producto de las recomendaciones que efectúan. Establecer expresas limitaciones en la ley, en consecuencia, es adecuado.

Sin perjuicio de lo anterior, calificó de limitada la manera en que el proyecto de ley aborda regulatoriamente una materia tan sensible como las asesorías de inversión. Resaltó que la situación actual del mercado es compleja, en términos de que hay muchas personas y entidades que se declaran asesores, pero respecto de quienes la autoridad no cuenta con herramientas de fiscalización. Por lo mismo, hizo ver que si la legislación bancaria ya prohíbe la captación por parte de terceros, no hay razón alguna para que una norma similar opere respecto de quienes se califican como asesores de inversión. Lo mínimo, en todo caso, sería avanzar en la obligación de registro.

- Al artículo 246. Dio a conocer sus dudas sobre la conveniencia de reemplazar la sujeción a las Normas de Auditoría de General Aceptación. Explicó que ha sido de muchos años el esfuerzo por implementar normas contables de auditoría financiera internacionalmente aceptadas, cuestión que es hoy reconocida como un activo del mercado chileno. Poner en entredicho la manera en que se interpretan los estados financieros, entonces, probablemente generaría grados de incertidumbre en el sistema.

Ahora bien, complementó, son también comprensibles las aprensiones que pueda tener la SVS respecto de una eventual dispersión de sus facultades de supervigilancia y control sobre la interpretación de los estados financieros. Existe, por tanto, un desafío por compatibilizar la certidumbre que a lo largo de los años se ha logrado, por un lado, con el rol que a la autoridad le corresponde desempeñar, por el otro.

Para terminar, el señor Etchegaray hizo referencia a las modificaciones que se prevé realizar a la ley de sociedades anónimas, particularmente en lo que concierne a las operaciones con partes relacionadas:

- Al artículo 45. Sostuvo que la presunción de culpabilidad del directorio por la aprobación de dichas operaciones sólo debiera aplicar cuando el conflicto de interés sea conocido. De otro modo se estaría en presencia de una carga difícil de sobrellevar.

- Al artículo 69. Explicó que en economía, la teoría de la agencia enseña que puede haber incentivos inadecuados en todo tipo de empresas. En el mundo anglosajón, donde la propiedad accionaria de las empresas es bastante atomizada y bastan porcentajes muy bajos para ejercer el control (3% a 4%), el conflicto radica en lo complejo que resulta para la multiplicidad de accionistas hacer seguimiento y control al funcionamiento de la compañía. En el derecho continental, a la inversa, las compañías son controladas con porcentajes de propiedad muy altos (25% a 50% en Europa, 60% a 65% en Latinoamérica); de ahí que el problema sea el incentivo con que cuenta el controlador para abusar de los minoritarios. Dado que Chile se inserta en el segundo escenario, es lógico que exista especial preocupación por las operaciones con partes relacionadas.

Lo anterior, prosiguió, no implica que estas operaciones constituyan per se un inconveniente ni que sean percibidas como un grave riesgo. De hecho, siguiendo datos de la OECD, la creciente tendencia mundial es que los inversionistas prefieran invertir en empresas con controlador definido, y no con propiedad atomizada. Esto, porque es una garantía poder identificar claramente a un controlador que tiene su dinero invertido en la compañía y, por tanto, está involucrado en su viabilidad.

De modo tal, añadió, que las operaciones con partes relacionadas son frecuentes en el mercado, pudiendo ser convenientes (cuando generan beneficios para la compañía) o inconvenientes (cuando son abusivas). La regulación vigente en Chile cumple, a su juicio razonablemente, con resguardar los riesgos aparejados, mediante tres elementos: obligación de transparencia de las operaciones, procedimiento de aprobación y responsabilidad en caso de daños. Adicionalmente, para sociedades anónimas abiertas existe la obligación de que terceros independientes emitan informes acerca de la conveniencia de las operaciones. 

En el contexto descrito, puede ser en parte entendible que se plantee, como hace el proyecto de ley, un derecho a retiro cuando una operación con partes relacionadas es aprobada por el directorio. No obstante, llamó la atención sobre que son inciertas las consecuencias que de ello se podrían seguir. Primeramente, porque el derecho a retiro no es inocuo para la sociedad; por el contrario, implica disminución de su patrimonio y gastos de administración, lo que puede ser bastante perjudicial en sociedades pequeñas. En segundo lugar, porque terceros que han contratado con la sociedad podrían ver también afectadas sus acreencias. Y en tercer término, porque no queda claro si el eventual conflicto de interés debe entenderse respecto del controlador, de un ejecutivo principal o de algún director no vinculado al controlador. Es así como, por rebuscadas que parezcan, ocurren en la práctica situaciones como que, por ejemplo, un director nombrado por un minoritario autogenera una operación con parte relacionada para beneficiar con el derecho a retiro a sus mandantes.

Formuló, en conclusión, una invitación a analizar con detención los efectos de la propuesta contenida en el proyecto de ley.   

Junto con agradecer el aporte de la presentación realizada, el Honorable Senador señor García se detuvo en la modificación que se propone al artículo 61 de la ley N° 18.045. El hecho de que la agravación de la pena para quienes se desempeñen en la SVS o en una entidad fiscalizada por ella, se entienda aplicable a todo el mercado, es, en su entender, razonable. Sostuvo que si quien induce a error es un gerente o alto ejecutivo cuya opinión es valorada en el mercado, es válido pensar que también deben ser sancionados.   
El Honorable Senador señor Zaldívar se refirió a la distinción entre el rol de los directores y el de los ejecutivos principales de una compañía. Sería conveniente, indicó, ahondar en ella y delimitar las responsabilidades que a cada ámbito de acción corresponde.

El señor Etchegaray señaló compartir que deben ser todos los actores del mercado los sujetos de agravación de la sanción penal, cuando incurran en la conducta de inducir a error al mercado y se desempeñen en la SVS o en alguna entidad fiscalizada por ella. El punto que ha querido resaltar en su alocución, consignó, es que la propuesta parece querer especificar a quiénes se podrá aumentar la pena, en circunstancias que lo que en realidad hace es incluirlos a todos. Se trata, por consiguiente, de una redacción que, desde su punto vista, debiera ser perfeccionada. Agregó que toda norma que explicite responsabilidades en materias de deber de reserva y de sanciones por el uso de información privilegiada, debe ser bienvenida. Por lo mismo, es vital que exista claridad sobre que se trata de delitos graves, tanto por el aprovechamiento propiamente tal como por las externalidades negativas, a veces difíciles de dimensionar, que se provocan en el resto del mercado.  

Por otra parte, hizo hincapié en que si hay una materia respecto de la cual nuestro sistema adolece de una notoria falta de entendimiento, es la de la estructura de funcionamiento de las empresas. Un análisis de la forma en que se organizan los grandes grupos económicos en Chile, señaló, arrojaría que todos funcionan de una manera distinta. Mientras algunos lo hacen con directorios propiamente tales, otros constituyen comités ejecutivos, otros mesas particulares, otros fomenten interacciones directas entre el directorio y los gerentes, etc. Es evidente, observó, que esa multiplicidad de opciones no se ve recogida en la ley, que se circunscribe a un solo modelo.

Resaltó que el derecho comparado ofrece ejemplos de otras modalidades. En Europa continental, que cuenta con mecanismos similares al chileno, se ha transitado hacia opciones más abiertas que reconocen participación en el directorio a directores ejecutivos (miembros de la administración, como el gerente general o el gerente de finanzas) y no ejecutivos (que vendrían siendo el símil de los directores que la ley chilena reconoce). En Alemania, por su parte, se permite tener un directorio para temas estratégicos y otro para supervisión y monitoreo. Es claro, en su opinión, que Chile debe abrirse a nuevos mecanismos y actualizar su legislación a la realidad del mercado financiero.

El Honorable Senador señor Tuma expresó que constituye un desafío el poder consagrar normativamente la diversidad de situaciones que hoy por hoy tienen lugar en la administración de las sociedades anónimas. Preguntó si es realmente posible configurar un escenario legislativo que se haga cargo de esa especificidad y de las responsabilidades que caben a uno y otros por la marcha de la sociedad. 

El señor Etchegaray fue enfático en señalar que no puede haber duda alguna sobre quién es el último responsable de una sociedad anónima: su directorio. Es un principio, enfatizó, que jamás debiera cambiar. Eso, sin embargo, no significa que la forma en que se estructure la sociedad aguas abajo no pueda ser objeto de revisión, por ejemplo con un segundo directorio como el de los modelos europeos precedentemente aludidos. 

Debe, en consecuencia, estudiarse en profundidad la posibilidad de otorgar mayor libertad en la manera de organización de las compañías. Poniendo, de paso, fin a limitaciones que resultan inentendibles, como la prohibición de que el gerente general forme parte del directorio, en circunstancias de que, en la práctica, en muchas compañías chilenas tienen hoy tanta o más incidencia que la que puede tener un director.   

---

En las siguientes sesiones celebradas por la Comisión, el señor Ministro de Hacienda desarrolló una presentación que abordó aspectos del desarrollo del mercado financiero y crecimiento.

Desarrollo del Mercado Financiero y Crecimiento

Agenda

I. Mercado financiero y crecimiento

II. Riesgos de la profundización financiera

III. Mercado financiero chileno

IV. Palabras finales

I. MERCADO FINANCIERO Y CRECIMIENTO

“Son todas aquellas políticas, factores e instituciones que promueven mercados e intermediación financiera efectiva, así como acceso amplio y profundo a capital y servicios financieros.” (1)

(1) Traducción propia.

Fuente: The Financial Development Report 2012, World Economic Forum (2012).
El señor Ministro indicó que la amplitud de la precedente definición se explica por los diferentes roles que cumplen los distintos actores del mercado financiero (bancos, fondos de inversión, fondos mutuos, compañías de seguros, etc.).

Canales de transmisión

Por qué el desarrollo del mercado financiero produce crecimiento.
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Fuente: Giovannini Alessandro, Iacopetta Maurizio, Minetti Raoul (2013), «Financial Markets, Banks, and Growth: Disentangling the links », Revue de l'OFCE, 5/2013 (N° 131), pp. 105-147.

A) Aumento del ahorro

- Promueven y agrupan los ahorros de los hogares y empresas:

Un sistema financiero más desarrollado disminuye los costos de transacción que dificultan las agrupaciones o poolings de los ahorros de los hogares (Gurley y Shaw, 1960; Sirri y Tufano, 1995; Levine, 2005).

Otorgan mayor seguridad que alternativas informales, tanto a ahorrantes como deudores.

B) Reducción de los costos de información

- Reduce las asimetrías de información entre los acreedores y los deudores:

Para los hogares es difícil y costoso recopilar información sobre oportunidades de inversiones, y la que pudieran obtener podría no ser suficiente para tomar la decisión de invertir. Además, el monitoreo de las inversiones es costoso, y es más eficiente si éste se delega en un agente especializado como un banco, los cuales, además, previenen problemas de riesgo moral que pueden surgir (Diamond, 1984; Boyd et al., 1988; Bhattacharya y Pfleiderer, 1985; Boyd y Smith, 1992).

C) Mejor administración del riesgo

1. Riesgos a través de sectores (diversificación):

- Una industria financiera desarrollada mejora la diversificación al combinar y manejar inversiones tanto de alto como bajo riesgo. Sin esta diversificación muchos proyectos de alto riesgo no serían financiados, con un consecuente efecto negativo en el crecimiento (Acemoglu y Zilibotti, 1997; Levine, 2005).

2. Riesgos intertemporales y de liquidez:

- Los intermediarios y ahorrantes/deudores tienen distintos horizontes de planeación. Los primeros permanecen en el tiempo; los segundos viven menos. Así, los intermediarios financieros facilitan la transferencia de riesgo intergeneracional invirtiendo en proyectos de largo plazo y ofreciendo a los ahorrantes retornos altos en períodos de auge y retornos bajo en período de recesión (Greenwood y Smith, 1997; Levine, 2005).

- Los ahorrantes no están dispuestos a entregar a sus ahorros sin poder retirarlos durante un largo período de tiempo, en tanto que los proyectos de inversión necesitan recursos por un largo período. El sector financiero mitiga este riesgo de liquidez y, por lo tanto, aumentan las inversiones ilíquidas con altos retornos (Bencivenga y Smith, 1991; Levine, 2005).

- Un aumento en la liquidez del mercado de una desviación estándar aumenta el crecimiento 0,8% por año y cerca de 15% después de 18 años (Levine y Zervos, 1998).

D) Aumento de la innovación

Evalúan y financian a emprendedores para que lleven a cabo proyectos de I+D:

- Alto grado de incertidumbre relacionado con los distintos proyectos de I+D hace necesario un mecanismo que asegure la selección de los más apropiados y rentables, así como su monitoreo. Cuando las instituciones financieras son lo suficientemente desarrolladas, éstas logran desarrollar un sistema de selección con estas características (Xu y Huang ,1999; Morales, 2003).

- Las industrias que requieren más financiamiento son las más innovadoras, y éstas son las con mayores probabilidades de altos crecimientos (Rajan y Zingales, 1998); Wurgler, 2000).

Asignación eficiente del ahorro

Mejoran la distribución de los ahorros en alternativas de inversión más rentables:

- Levine (1991) argumenta que el desarrollo financiero aumenta el porcentaje de inversiones de largo plazo de las empresas y disminuye la probabilidad de liquidaciones prematuras de proyectos de inversión rentables.

- Greenwood y Smith (1997) analizan el rol de los bancos y mercados accionarios y concluyen que éstos ayudan a los emprendedores a identificar oportunidades de inversión.

- Khan (2001) plantea que la reducción en los costos de contratos financieros lleva a un círculo virtuoso que termina aumentando los retornos de las inversiones.

El impacto a través de la eficiencia es el más relevante en el aumento del crecimiento:

- King y Levine (1993), encuentran que más del 70% del impacto de un mayor sector financiero en el crecimiento es atribuible a una mayor eficiencia del sector.

- De Gregorio y Guidotti (1995) encuentran que un aumento en el crédito de 10% aumenta el producto 0,18% mediante ganancias por eficiencia, y 0,07% mediante mayores niveles de inversión.

Evidencia empírica
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El señor Ministro sostuvo que, conforme a lo expuesto, se puede concluir que existe amplia evidencia sobre que un Mercado financiero más profundo contribuye al crecimiento.
Relación monotónica entre desarrollo financiero y nivel del PIB
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Nota: El Indicador de Desarrollo Financiero es construido por el World Economic Forum, y considera información sobre las políticas e instituciones, los servicios de intermediación financiera y el acceso financiero de los usuarios finales de cada país.

Fuente: Fondo Monetario Internacional y World Economic Forum .

Evidencia empírica
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Relación no monotónica entre desarrollo financiero y crecimiento

El señor Ministro explicó que, en contrapartida a lo anteriormente señalado, hay casos en los que demasiado desarrollo financiero puede provocar problemas, por diversas razones. Entre  ellas, ejemplificó, que el exceso de financiamiento implique un aumento en la frecuencia de ciclos de boom y crisis, o que se empiece a trasladar talento desde los sectores productivos hacia los sectores financieros.

Como fuere, se encuentra ya asentado mundialmente que el crecimiento económico se logra gracias al desarrollo financiero, la estabilidad macroeconómica, la apertura comercial y la educación.  
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Fuente: Fondo Monetario Internacional (2015), “Rethinking Financial Deepening: Stability and Growth in Emerging Markets”, IMF Staff Discussion Note.

II. RIESGOS DE LA PROFUNDIZACIÓN FINANCIERA

Razones de la volatilidad financiera 

· Sobrerreacción (overshooting). 

- Expectativas, información asimétrica: comportamiento quasi-racional. 

-  Fricciones, costos de transacción, iliquidez.

El señor Ministro observó que los proyectos de ley que el Ejecutivo ha estado promoviendo guardan relación principalmente con regulación, y no profundización, del mercado financiero.
Relación entre desarrollo financiero, volatilidad y estabilidad
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Fuente: Fondo Monetario Internacional (2015), “Rethinking Financial Deepening: Stability and Growth in Emerging Markets”, IMF Staff Discussion Note.

En relación con el impacto en la volatilidad del crecimiento (gráfico en el cual Chile se situaría a la altura de Polonia), el señor Ministro expuso que cuando empieza a aumentar el desarrollo financiero, la volatilidad baja. En lo que importa al impacto en la estabilidad financiera, en tanto, ésta tiende a decrecer ante la presencia de mayor desarrollo financiero. Es decir, el desarrollo financiero es capaz de generar más crecimiento, pero mal llevado provoca problemas de volatilidad en general y aumenta la probabilidad de crisis. 

A mayor velocidad de desarrollo financiero, mayor volatilidad
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* Distancia hacia el estrés: mide  la cantidad de colchones que tiene el sistema bancario para absorber choques. Un menor valor indica menor capacidad de absorción, y por tanto, mayor riesgo de estabilidad financiera

Fuente: Fondo Monetario Internacional (2015), “Rethinking Financial Deepening: Stability and Growth in Emerging Markets”, IMF Staff Discussion Note.

El señor Ministro agregó que se debe considerar no solamente el tamaño del mercado financiero, sino también el de las unidades que lo integran. Instituciones bancarias muy grandes, graficó, provocan mayor estrés en el sistema porque suponen mayor toma de riesgos. 

En resumen
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Fuente: Fondo Monetario Internacional (2015), “Rethinking Financial Deepening: Stability and Growth in Emerging Markets”, IMF Staff Discussion Note.

En relación con el gráfico precedente, el señor Ministro acotó que Chile se sitúa en el punto número 2 (Tradeoffs), lo que impone un deber de equilibrio entre tener un buen mercado financiero y los inconvenientes que de eso se puedan seguir. 

Crisis financieras (qué las explica)

Elementos en común (FMI, 2014):

- Rápido aumento del precio de los activos financieros.

- Rápida expansión del crédito.

- Disminución de los requerimientos para otorgar créditos.

- Regulación y supervisión no acorde con la evolución del mercado: 

Desbalances de monedas y plazos. 

Riesgos de crédito altos y concentrados. 

Banca en la sombra.

Fuente: Kose, Valencia, Laeven and Clasessens (2014), “Financial Crises: Causes, Consequences, and Policy Responses”, IMF.

Endeudamiento como indicador de crisis

Evidencia empírica:

- Jorda et al (2011), encuentran que aumentos del crédito durante los 5 años previos a la crisis son indicadores de un aumento del riesgo de una crisis financiera. Asimismo, muestran que los episodios de inestabilidad financiera recurrentes han sido frecuentemente el resultado de un boom del crédito, probablemente debido a problemas operacionales y de regulación del sistema financiero.

- Schularick (2012), muestra que el crecimiento del crédito domina como el factor más relevante para predecir las crisis financieras.

Fuente:  Jorda, Schularick y Taylor (2011), “Financial Crises, Credit Booms, and External Imbalance: 140 Years of Lessons”, Forthcoming IMF Economic Review; Schularick y Taylor (2012), “Credit Booms Gone Bust: Monetary Policy, Leverage Cycles, and Financial Crises, 1870-2008”, The American Economic Review.
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El señor Ministro indicó que se puede dar una situación algo contradictoria. Si bien es cierto es bueno tener un alto crédito por sobre el PIB para crecer, es peligroso aumentarlo con rapidez. Ahí radica, precisamente, el balance que debe encontrar la autoridad regulatoria. 

Crisis financiera 2008-09

Fue la peor crisis financiera de EE.UU. desde 1930:

- El PIB real disminuyó 4,25% y los salarios 6,3%.

Implementación de políticas económicas por parte de la FED más intervencionistas desde 1940: 

- Rescate a Bear Stearns y AIG.

- Fuerte extensión del crédito a los bancos.

- Aumento de su balance de USD$ 1 trillón a 4,5 trillones mediante un programa de Quantitative Easing. 

- Déficit fiscal federal llegó al 10% del PIB.

Lenta recuperación: 

- 2011.T2 PIB real vuelve a niveles pre crisis.

Fuente: Blinder (2014), “What Did We Learn from the Financial Crisis, the Great Recession, and the Pathetic Recovery?”, Working Paper.

Lecciones de la crisis financiera 

1. Las crisis no han desaparecido, pueden ocurrir.

2. Los sistemas financieros son frágiles, existen ciclos financieros, las expectativas pueden no ser racionales y no se cumple la hipótesis de mercados eficientes. Por eso la crisis fue tan profunda y amplia. 

3. La recesión fue más larga y profunda que las evidenciadas anteriormente, destruyendo parte del sistema financiero y acumulando altos niveles de deuda, lo que dificultó la recuperación:

- Período anterior a la crisis se caracteriza por un aumento del endeudamiento, el que llega a altos niveles. 

4. Las autoridades deben regular y supervisar, no delegar.

5. Situaciones cercanas al fraude pueden tener impactos macroeconómicos, como lo que sucedió en el mercado hipotecario en la crisis. 

6. Una excesiva complejidad no es sólo anticompetitiva, sino que peligrosa. 

7. Los incentivos de los traders deben estar en línea con el riesgo de sus acciones. 

8. En crisis, iliquidez e insolvencia se vuelven parecidas y confusas, como fue el caso de Bear Stearns. 

El señor Ministro explicó que, en general,  cuando se trata de problemas de liquidez el Banco Central puede contribuir de manera efectiva a que un banco comercial los supere. En cambio, si el problema es de insolvencia, eso no puede ocurrir.
9. A la hora de analizar un posible rescate financiero se debe tener presente el riesgo moral. 

El señor Ministro expuso que en la actualidad, los bancos cuentan con depósitos de inversionistas muy sofisticados, como las AFP en el caso de Chile. Eso supone un incentivo para que dichos inversores miren con atención lo que sucede en el banco en que invierten, de modo que si éste no actúa competentemente, sufre el castigo de aquellos. Tal incentivo, sin embargo, se pierde si todos los inversionistas tienen la expectativa de que el Fisco concurra al salvataje de los bancos cuando enfrenten problemas. 

Con todo, si de cualquier manera en el mundo real el Fisco debe acudir en ayuda de estas instituciones, es imperativo que la regulación se haga cargo.

10. La baja educación financiera tiene un costo muy alto.

Fuente: Blinder (2014), “What Did We Learn from the Financial Crisis, the Great Recession, and the Pathetic Recovery?”, Working Paper.

Algunas recomendaciones

- El efecto en el crecimiento del desarrollo financiero depende de las instituciones:
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Fuentes: Calderón y Fuentes (2006), “Complementarities between Institutions and Openness in Economic Development: Evidence for a Panel of Countries”, Cuadernos de Economía; Fondo Monetario Internacional (2015), “Rethinking Financial Deepening: Stability and Growth in Emerging Markets”, IMF Staff Discussion Note.

- Regulación financiera importa y hace la diferencia:

De los 93 principios de regulación (BCP, ICP, IOSCO), ¼ de ellos son cruciales tanto para aumentar el desarrollo financiero como para evitar volatilidades y crisis financieras:

- Capacidad de los reguladores de establecer y pedir capital y provisiones. 

- Existencia de definiciones regulatorias: capital, pérdidas, cartera vencida.

- Reporte de información financiera y transparencia.

NOTA:

BCP: Principios de Basilea para regulación bancaria (Basel Core Principles).

ICP: Principios para supervisión de seguros (Insurance Core Principles).

IOSCO: Organización internacional de reguladores de valores (Internacional Organization of Securities Commissions).

Fuente: Fondo Monetario Internacional (2015), “Rethinking Financial Deepening: Stability and Growth in Emerging Markets”, IMF Staff Discussion Note.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Coloma, el señor Ministro puntualizó que los principios regulatorios vigentes provienen de acuerdos entre las jurisdicciones más importantes del mundo, hacia los que ha sido posible ir convergiendo luego de años de negociaciones. Si se sostienen o no hacia el futuro, eso sí, es algo que está hoy en duda, debido a las medidas que pueda adoptar el gobierno de Estados Unidos. 

Se pueden evitar crisis pese a la volatilidad de los mercados financieros
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*Líderes: Bélgica, Francia, Alemania, Holanda, Suiza y RU. 

Aprenden: Australia, Canadá, Dinamarca, Japón, Nueva Zelandia, Noruega, Suecia y EE.UU.

Repitentes: Argentina, Brasil, Chile, Grecia, Italia, Portugal y España.

Fuente: Bordo, M, y C, Meissner (2015), “Growing up to Stability? Financial Globalization, Financial Development and Financial Crises”, NBER Working Paper 21287, junio.

III. MERCADO FINANCIERO CHILENO

Activos del sistema financiero
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El señor Ministro hizo hincapié en el crecimiento experimentado por los activos del sistema financiero chileno. Si bien las colocaciones bancarias no lo han hecho en gran medida, otros activos – fondos de pensiones, compañías de seguros, fondos mutuos, fondos de inversión-, sí han podido hacerlo.

En ese escenario, agregó, conforme a datos del año 2012 es posible constatar que los activos financieros alcanzan a 1,6 veces el PIB, por lo que Chile se sitúa más cercano a países desarrollados que a países latinoamericanos. Hizo ver que la situación de naciones como Irlanda, Holanda a Chipre, que cuentan con sistemas financieros particularmente grandes, se explica por la presencia de bancos internacionales en sus respectivas jurisdicciones.

Situación del sistema bancario mundial. Solvencia
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El señor Ministro indicó que el capital de los bancos chilenos, si bien adecuado, se encuentra algo por debajo respecto del estándar internacional actual.

En relación con el gráfico precedente, explicó que cada activo con que cuenta un banco tiene cierta ponderación por riesgo. Así, si le presta al Fisco, no requeriría de capital porque se asume que el Estado paga sus obligaciones; pero si le presta a una empresa grande tendrá cierto nivel de ponderación, el que se verá aumentado si el sujeto del préstamo es sólo una pequeña empresa. 
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El señor Ministro explicó 
que una manera típica de medir capital es mirándolo en relación con los activos totales (gráfico izquierdo en la lámina precedente). Allí, el nivel de Chile no es bajo.

El estándar habitual, sin embargo, corresponde a la medición de patrimonio -que es más que capital- por activos ponderados por riesgo (gráfico derecho en la lámina precedente), donde Chile aparece con un 12,6%. Al respecto, previno que sin perjuicio de ser efectivamente esa la cifra, debe tenerse en cuenta que la realidad de los distintos países no es perfectamente comparable, por cuanto mientras varios de ellos ya cumplen las normas de Basilea III, Chile es uno de los pocos países del mundo emergente desarrollado que aún no lo hace.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Montes, puntualizó que para Chile no ha sido urgente transitar a dicha normativa porque no se ha visto expuesto a las dificultades que otros países, que ya lo hicieron, experimentaron en materia de riesgos bancarios. De cualquier modo, señaló que próximamente el Ejecutivo enviará al Congreso Nacional un proyecto de ley para modificar la ley general de bancos y ajustar a nuestro país al señalado estándar. Sin perjuicio de ello, indicó que los bancos más grandes ya cumplen, en la práctica, los requisitos de Basilea III, porque pertenecen a conglomerados internacionales. 
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Situación del sistema bancario EE.UU. Solvencia
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El señor Ministro de Hacienda llamó la atención sobre la evolución experimentada por los principales bancos de Estados Unidos. En todos ellos, el capital post crisis al año 2012, aumentó de manera significativa luego de su ingreso a Basilea III

Con todo, consignó que el hecho de aumentar los capitales no es inocuo, porque implica traspasar recursos reales de los dueños de los bancos y que el crédito circule con menor fluidez y se encarezca. Aunque, claro, a cambio de eso lo que se obtiene son mayores niveles de seguridad.  

Situación del sistema bancario chileno. Solvencia
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El señor Ministro hizo saber que es notorio que, en Chile, el Banco Estado va a requerir una importante inyección para ajustarse a los requerimientos de Basilea III.   

La Coordinadora de Mercados de Capitales y Finanzas Internacionales del Ministerio de Hacienda, señora Bernardita Piedrabuena, acotó que en el estándar de Basilea III se consideran riesgos que en los activos ponderados por riesgo no, que si se tomaran en cuenta haría disminuir este último indicador.

Agregó que en el caso de Chile, para converger al señalado estándar sería necesario inyectar del orden de $ 2.800 millones a $3.000 millones de capital adicional al sistema bancario.

El Honorable Senador señor García consultó qué explica que instituciones como los bancos París y Ripley aparezcan con indicadores más altos que los otros.

La señora Piedrabuena expresó que el hecho de que dichos bancos presten poco dinero, y que por tanto tengan menos colocaciones, implica que cuenten con mayores depósitos.

El señor Ministro de Hacienda resaltó que la pregunta de fondo es por qué existe una regulación que exige un mínimo de capital. Para el dueño de un banco, explicó, es mejor negocio tener menos capital, toda vez que le resulta más conveniente pedirle dinero a otra institución para luego prestarle a otra y llevarse, así, todo el ingreso, en lugar de tener que poner a disposición todo el capital y dejar de ganar el costo oportunidad que el mercado ofrece. En esa dinámica, eso sí, existe siempre el riesgo de que si el crédito es malo, no se pueda devolver el depósito. Esto es, precisamente, lo que justifica la exigencia de mínimos de capital.

Añadió que en nuestro país los bancos representan aproximadamente el 80% del PIB; y del total de sus activos, alrededor de un 80% corresponde a créditos de distinto tipo. Las principales fuentes de financiamiento de los bancos son sus depósitos y sus deudas, cuestión que desde la perspectiva del riesgo –si los depósitos no se renovaran, por ejemplo-, no es trivial. Por eso se requiere que la regulación se haga cargo no solamente de exigir un capital mínimo, sino también de la calidad de los depósitos y activos. Actualmente, afirmó, la situación de las instituciones bancarias en Chile puede ser calificada de sana, porque si bien su rentabilidad ha disminuido, sigue siendo buena, los gastos de apoyo permanecen estables y la cartera vencida se ha mantenido más bien a la baja que al alza.

Situación del sistema bancario
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Situación del sistema bancario. Eficiencia y riesgo
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El señor Ministro destacó los índices de rentabilidad y de gastos de apoyo del sistema en Chile. Del mismo modo, el hecho de que a pesar de que el ciclo económico no ha sido el ideal, la estadística de carteras vencidas se ha mantenido muy baja.

Situación del sistema bancario. Liquidez
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El señor Ministro destacó que además de los mayores requerimientos de capital a los bancos que vendrán en la nueva ley general del ramo, existe en Chile una norma de liquidez, de responsabilidad del Banco Central, que podría ser connotada como de transición al estándar Basilea III. Una cosa, explicó, es el capital que deben tener los bancos, y otra, el que sus activos no deben ser considerablemente más ilíquidos que sus pasivos. De esta forma, aunque un banco esté sano en términos de solvencia, no puede entrar en una dinámica en la que créditos exclusivamente de largo plazo sean financiados, por ejemplo, con depósitos a treinta días o depósitos de cuenta corriente. Para evitar este tipo de escenarios, el Banco Central monitorea constantemente los indicadores de liquidez, siendo los principales el de razón de cobertura de liquidez (más tradicional, usado en todo el mundo) y el de razón de financiamiento estable neto (menos habitual, pero de creciente uso).

El primero de ellos corresponde a una estimación de los egresos e ingresos de dinero que puedan tener los bancos, que determinan una mayor razón de cobertura cuando las entradas superan a las salidas. El promedio, p 50, está bastante sobre 1 en Chile. El segundo indicador, en tanto, mide la estabilidad de la forma en que los bancos financian sus pasivos. Para tales efectos, un financiamiento estable va a depender del tipo de depósito de que se trate. Así, por ejemplo, un depósito a plazo de una familia que se renueva con habitualidad o un bono emitido por un banco a treinta años, son estables; pero la cartera de un  inversionista institucional que arbitra y mueve depósitos entre bancos, es menos estable. Chile, afirmó, goza de bastante estabilidad, porque su sistema financiero no es muy complejo, aunque no se puede obviar la existencia de fuentes de financiamiento que son menos estables.

Situación del sistema bancario
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El señor Ministro puso de relieve que si bien la forma de financiamiento depende del tipo de banco, lo que es uniforme es que la razón de depósitos a colocaciones en Chile es inferior a 1, en circunstancias que a nivel internacional lo que se busca es una razón por sobre 1. La realidad nacional, sostuvo, se explica fundamentalmente porque los bancos en Chile mantienen en sus balances muchos créditos de largo plazo, particularmente hipotecarios. Como financiarlos con depósitos resulta complejo, lo hacen con bonos de largo plazo. 

De cualquier manera, en términos generales la situación de liquidez del sistema bancario no resulta preocupante, como lo acredita el hecho de que, no obstante haber enfrentado diversos baches, no se han suscitado graves problemas. Sin embargo, no debe perderse de vista que lo ideal es que los bancos tengan menos financiamiento procedente de  depósitos de inversionistas que pueden moverse con rapidez, como los de las AFP.

En suma, concluyó, el chileno es un sistema bancario que está bien capitalizado y tienes buenos indicadores de liquidez, pero con ciertas métricas y regulaciones aún no ajustadas a los estándares internacionales. En esa dirección, precisamente, es que se está y se debe seguir avanzando.

Situación de los fondos de pensiones*
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En relación con los fondos de pensiones, el señor Ministro constató que el multifondo C es el que cuenta con más activos, si bien se ha producido últimamente cierta migración hacia el E.

El Honorable Senador señor Coloma preguntó cuál ha sido el impacto que ha tenido el llamado de ciertas organizaciones en el último tiempo para que los cotizantes inviertan en el multifondo E.

El señor Ministro señaló que han sido dos los llamados más relevantes a la migración a otros multifondos. Uno el de la organización “Felices y Forrados” y otras similares sugiriendo un cambio de oportunidad, en virtud de modelos que supuestamente prevén dónde es más conveniente estar. Su impacto, sostuvo, no ha sido menor, y es sabido que los traders de los bancos de inversión se encuentran suscritos a la antedicha organización para estar al tanto de los movimientos del mercado. El otro llamado, añadió, ha sido el del movimiento “No más AFP”, para migrar derechamente al multifondo E.

Señaló que el Ejecutivo ha levantado información sobre los efectos de ambos tipos de propuesta, la que será sistematizada y puesta a disposición de los integrantes de la Comisión. Sin perjuicio de ello, lo relevante es que en el presente proyecto de ley se pretende, justamente, perfeccionar la regulación aplicable a los asesores de inversión.   
Situación de los fondos de pensiones*
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El señor Ministro observó que los fondos de pensiones están invertidos principalmente en renta fija nacional (bonos del Banco Central, del Gobierno y de empresas), seguida de renta variable extranjera, renta fija extranjera, renta variable nacional y otros. Se trata de activos mayoritariamente poco riesgosos, pues cerca del 70% está calificado AAA.

Situación de las compañías de seguros
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El señor Ministro indicó que si bien los activos de las compañías de seguros son inferiores a los de los fondos mutuos, constituyen de todos modos actores relevantes, pues se trata de inversionistas de largo plazo. 

Destacó que dichas compañías se apalancan, en el sentido de tener no sólo capital en el balance, sino también los pasivos (que son las promesas que hacen a quienes adquieren las pólizas de seguros). La relación de patrimonio disponible sobre exigido, en tanto, responde a cuánto capital tienen las compañías respecto de lo que se les exige. Se aprecia que en Chile todos los índices se encuentran sobre 1, que es como debe ser.

Dicho lo anterior, expuso que nuestro país tiene pendiente avanzar en materia de regulación de supervisión basada en riesgos en las compañías de seguros 
Situación de los fondos mutuos y de inversión
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El señor Ministro reseñó que mientras los fondos de inversión están invertidos fundamentalmente en bolsa, los fondos mutuos lo están principalmente en renta fija.

Situación de los fondos mutuos
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Deuda corporativa
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El señor Ministro llamó la atención sobre la situación de los pasivos de empresas que piden préstamos a distintos actores del sistema financiero. Hasta hace un tiempo atrás la deuda total de las empresas iba al alza, empinándose hasta el 120% del PIB hace un año. Recientemente, empero, ha comenzado a disminuir. Del universo, tanto los bonos locales como la banca local se han mostrado estables, mientras la importancia de los bonos externos ha ido aumentando.





Explicó que el efecto de que las empresas más grandes salgan a buscar financiamiento al exterior, es que dejan espacio a las más pequeñas para acceder a crédito bancario en el país. Por el contrario, cuando la situación externa se tensiona, la empresas grandes vuelven a Chile y desplazan a las pequeñas. Por consiguiente, debe tenerse presente que por más que el crédito bancario se muestre sumamente estable, su composición puede ser diversa.

Mercado de securitización
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El señor Ministro consignó que el mercado de la securitización en Chile no ha despegado de la forma que en algún momento se esperó. Más bien, de hecho, ha ido a la baja, y representa actualmente alrededor de $ 600.000 millones (0,3% a 0,4% del PIB). Esto se puede explicar por la rebaja de tasas de interés que tuvo lugar en el pasado, que provocó que los tenedores de esta clase de activos no se vieran atraídos por una oportunidad de negocios.

Sin perjuicio de lo señalado, agregó, constituye un mercado en el que se puede crecer más. A partir de Basilea III, es esperable que por el hecho de tener más capital los bancos se vean incentivados a sacar operaciones del balance y, en consecuencia, a apostar con mayor fuerza por la securiitzación.

Préstamos hipotecarios de los bancos
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El señor Ministro constató el significativo aumento experimentado por los créditos en los últimos años. Mientras en los años 90 el instrumento más utilizado fue el de las letras de crédito, al día de hoy el preminente es el de los mutuos no endosables.





En virtud de la letra de crédito, expuso, cuando se solicitaba financiamiento a un banco éste no entregaba pesos, sino letras que él mismo vendía en el mercado, por el cliente. Esto implicaba un período de incertidumbre en relación con el precio en que se verificaría esa venta, y complicaciones al momento de efectuar el prepago, por la complejidad de encontrar la letra equivalente en el mercado. Como contrapartida, el beneficio para los bancos era que las letras no ocupaban espacio en sus balances y el costo de capital era muy bajo, toda vez que la letra financiaba el crédito.





Por medio del mutuo no endosable, en tanto, el producto permanece dentro del balance del banco, que utiliza su capital y hace posible el financiamiento mediante la emisión de deuda de mayor plazo. Esta figura, sostuvo, ha predominado porque para los clientes resulta más cómodo tener una tasa de interés prefijada y poder prepagar. Y ante una consulta del Honorable Senador señor Coloma, agregó que en la medida que los bancos tengan un buen financiamiento de largo plazo, el mutuo no endosable no debiera presentar problemas. 





Con todo, manifestó que, a su juicio, la modificación regulatoria más notable en el ámbito hipotecario ha sido la exigencia de una cuota al contado más elevada, porque contribuyó a enfriar un mercado que venía adquiriendo una efervesecencia creciente.





El Honorable Senador señor Montes consultó qué tan atractivo resulta para las AFP el instrumento del mutuo no endosable. La letra hipotecaria, recordó, sí lo era, al punto que contribuyó de manera sustancial al establecimiento del mercado de capitales en nuestro país.





El señor Ministro expresó que las AFP sí operan con los mutuos no endosables, pues son ellas las que adquieren, en conjunto con las compañías de seguros, los bonos de largo plazo que emiten los bancos para financiarlos.





Agregó que son dos los hitos esenciales que permitieron la implementación del mercado de capitales. El primero, la unidad de fomento, que permitió que hubiera inversionistas dispuestos a prestar dinero a largo plazo (mientras que aquellos países que no contaron con ella, acabaron por dolarizarse). El segundo hito fue, efectivamente, la letra hipotecaria, que posibilitó la intermediación incuso de bancos con poco capital.





En suma, concluyó, puede sostenerse que el mercado hipotecario chileno se encuentra suficientemente desarrollado. Algunos problemas, eso sí, se advierten en los tramos de ingresos más bajos, donde persisten riesgos bancarios de solvencia de clientes que obligan a que los subsidios sean enteros, o asociados a créditos hipotecarios más bien pequeños de personas que tienen sueldos muy bajos.

IV. PALABRAS FINALES
El señor Ministro concluyó su exposición señalando que tanto el presente proyecto de ley como el que abordará la legislación de bancos, se insertan dentro de la agenda del Ejecutivo en pos de establecer una mejor regulación del mercado financiero, pero sin tomar riesgos innecesarios. Lograr ese balance, subrayó, es el desafío que se debe abordar.
El Honorable Senador señor Coloma solicitó al Ejecutivo que el completo panorama precedentemente presentado, pueda ser también desagregado por actividad económica. Conocer cómo ha venido funcionando el crédito en el mundo agrícola, minero o comercial, por ejemplo, y cuál es el impacto que puede tener la implementación de los estándares de Basilea III, sería del todo útil. 

Manifestó que el costo del crédito en el sector agrícola, en concreto, ha sido tradicionalmente más caro que el de otras áreas de la economía. Por lo mismo, es dable preguntarse cuál será su evolución en el tiempo.

El Honorable Senador señor García valoró la información proporcionada, en particular la relativa a la relación entre créditos hipotecarios, financiamiento e inversión de los fondos de pensiones. Permite advertir, sostuvo, cuán bajas se encuentran las tasas de crédito hipotecario (entre 3,7% y 4%), lo que sin duda ha supuesto un mayor acceso a la vivienda por parte de la clase media. Aunque, en contrapartda, también ha significado que los fondos de pensiones alcancen bajas rentabilidades. En tal sentido, preguntó cuál es la tasa que pagan las AFP cuando adquieren bonos emitidos por los bancos.

El señor Ministro de Hacienda indicó que las tasas de interés base de la economía están dadas por las tasas a las que se endeuda el Fisco. Estas, en la actualidad, están efectivamente muy bajas en Chile, en parte debido a la credibilidad del mercado ante la política fiscal llevada a cabo por el Gobierno, y en parte debido al ciclo económico. En esta materia, consignó, Chile se asemeja más a los países desarrollados que a los emergentes; en Brasil, Perú y Colombia, por ejemplo, las tasas son más altas que en nuestro país. Al respecto, expresó que es digno de destacar que Chile ha logrado que, en períodos de estrés, sus tasas disminuyan, mientras que en otros países aumentan dramáticamente.   

El fenómeno de tasas base bajas, en todo caso, está presente en muchos países, y desde hace ya un tiempo ha despertado la inquietud de todos los actores en relación a cómo, a un horizonte de 20 años, proyectar niveles de ahorro o abordar el tema previsional.

El Honorable Senador señor Montes consultó de qué manera analiza el Ejecutivo la factibilidad de extender el mercado de capitales a ciertas áreas que al día de hoy no están cubiertas por él. En concreto, respecto de vivienda y sectores de bajos ingresos; emprendimiento de nuevos negocios; y opciones de desarrollo para el país con mirada de mediano y largo plazo, en ámbitos como energía solar u otros.

Señaló que es deber de la autoridad proyectar cuál va a ser en el futuro la relación entre el mercado de capitales y el crecimiento y desarrollo del país.

---

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, su Presidente, Honorable Senador señor Montes, ofreció la palabra a la Secretaría de la instancia para complementar alguno de los aspectos tratados a lo largo de la discusión del proyecto de ley.

El abogado ayudante de la Comisión, señor Álvaro Villarroel, hizo referencia a la realidad del mercado de securitización de instrumentos financieros en el contexto internacional.

Señaló que luego del colapso financiero mundial del año 2008, una serie de problemas asociados a la securitización fueron identificados. Entre ellos, el alto grado de complejidad alcanzado por los instrumentos de innovación financiera, la baja calidad del monitoreo y supervisión de las operaciones, el riesgo moral, los amplios espacios para arbitraje y autorregulación y el riesgo sistémico que, consecuencialmente, se seguía de todo ello. No obstante dicha experiencia, indicó, la Unión Europea (UE) ha decidido transitar hacia la creación de un mercado único de capitales (Unión de Mercados de Capitales), a través de un proceso iniciado el año 2015 y que se espera se concrete el año 2019. En la actualidad, dicho proceso se encuentra en etapa de consulta pública entre los diversos actores interesados.

Añadió que los objetivos tenidos a la vista por este nuevo mercado son los de proporcionar a las empresas (especialmente pequeñas y medianas) nuevas fuentes de financiamiento, reducir los costos de obtención de capital, aumentar las posibilidades de los ahorradores en toda la Unión Europea, facilitar la inversión transfronteriza y la atracción de más inversión extranjera, apoyar proyectos a largo plazo y conseguir que el sistema financiero de la UE sea más estable, resistente y competitivo.

Sin embargo, consignó, diversas críticas se han levantado respecto de volver a profundizar en operaciones cuya conveniencia para el mercado financiero, precisamente a la luz de la experiencia reciente, puede ser fuertemente cuestionada. Entre ellas, la dificultad de definir qué es lo que se va a entender por securitización para efectos regulatorios, justamente por las diversas modalidades que la innovación financiera pueda adoptar; los peligros asociados a los nexos de esta industria con la banca en las sombras; la cuestionable confianza que se sigue depositando en las agencias clasificadoras de riesgo (que incurrieron en evidentes conflictos de interés al ejercer un rol clasificador de operaciones financieras mientras, al mismo tiempo, prestaban asesoría sobre en qué carteras invertir); y la ausencia de determinación sobre qué autoridad va a ser la encargada de regular y supervisar el nuevo mercado. En relación con este último punto, agregó que la discusión estriba, en buena parte, en el hecho de que al entregar atribuciones a entidades supraestatales tiende a diluirse la solidez de la regulación interna de los respectivos países. 

Sostuvo que sin perjuicio de que la securitización no ha dado lugar a un mercado altamente desarrollado en Chile, los alcances planteados pueden ser, en términos generales, extrapolables a la realidad nacional. Si de lo que se trata es de determinar con qué facultades se va a dotar a los reguladores, concluyó, tener en cuenta el debate que está teniendo lugar en otras latitudes puede ser de gran utilidad. 





En relación con el contenido del proyecto de ley, por su parte, el Honorable Senador señor Prokurica manifestó ser partidario de que tanto las empresas que operan en el mercado como las auditoras externas sean sujetos de responsabilidad por la información que  proporcionan. Empero, estimó, no debieran serlo siempre en el mismo nivel, pues no se puede obviar que muchas veces las auditoras actúan, de buena fe, en virtud de información falsa entregada por las empresas. En tal sentido, debieran distinguirse los casos en que las empresas engañan a las auditoras, de aquellos en que estas últimas se prestan para el engaño. 

La Coordinadora de Mercados de Capitales y Finanzas Internacionales del Ministerio de Hacienda, señora  Piedrabuena, resaltó que, en los términos en que ha sido presentado al Congreso Nacional, el proyecto de ley introduce en la ley de mercado de valores una sanción para las empresas de auditoría que dictaminen falsamente o entreguen antecedentes falsos. Tal propuesta, anunció, será perfeccionada por el Ejecutivo mediante las indicaciones que la Comisión conocerá durante la discusión particular de la iniciativa legal, en el sentido que la conducta en cuestión deba ser “maliciosamente” falsa. Esto, precisamente en consideración de que el trabajo de auditoría contiene rasgos de incertidumbre e interpretación.   

El Honorable Senador señor Prokurica mostró su conformidad con que la conducta deba tener, además, una intención dolosa, pues permitirá aclarar las responsabilidades a que haya lugar.

Insistió en la importancia de que la ley no establezca la misma sanción para ilícitos que son distintos. En diversas ocasiones, recordó, el Tribunal Constitucional ha señalado que éste debe ser el criterio que la legislación emplee.

La señora Piedrabuena hizo presente que el artículo 59 de la ley de mercado de valores vigente contempla sanciones que van desde presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo. Cuando entre en funcionamiento, la nueva Comisión de Mercados Financieros (CMF) será la encargada de aplicar las sanciones administrativas que correspondan, en mérito de la investigación desarrollada por un fiscal interno. Con posterioridad, podrá además remitir los antecedentes al Ministerio Público para que persiga la responsabilidad penal que corresponda, con el marco sancionatorio previsto en el citado artículo 59. 

El Honorable Senador señor Montes observó que varios de los efectos que se supone se iban a producir en el mercado de capitales, a raíz de la aprobación de diversos cuerpos legales en el tiempo, no se han materializado en la práctica. Lo acontecido con la securitización, indicó, sirve para graficar dicho aserto. 

En general, reflexionó, la profundidad del debate que se da en el Congreso en estas materias carece de la densidad necesaria, pues no abundan los expertos que puedan orientar la discusión. Así, por ejemplo, cuando el Ministro de Hacienda entrega el dato de que la relación entre producción y documentos financieros es de 1 a 1,5, los parlamentarios no cuentan con herramientas para cuestionarlo, no obstante existir dudas sobre la manera en que se efectúa el cálculo. 

Todo esto, evidentemente, muchas veces conspira contra la necesidad de contar con una mirada global y amplia sobre la dirección en la que resultaría más conveniente avanzar. En tal escenario, y enfrentados ante un proyecto de ley como el que se está conociendo y que contiene elementos positivos, lo cierto es que no cabe sino concurrir a su aprobación en general.

Lo anterior, en todo caso, no obsta al levantamiento de dos grandes inquietudes.

La primera de ellas, cuáles van a ser los instrumentos que permitirán fiscalizar y asegurar que la normativa que se está promoviendo va a ser cumplida. Al respecto, hizo énfasis en la importancia de internalizar la experiencia internacional en el ámbito de los mercados financieros, en materia de securitización por ejemplo, donde todas las buenas y malas prácticas, virtudes y transgresiones a las que Chile se puede ver expuesto, ya han ocurrido.    

La segunda inquietud, en tanto, radica en cuál es la relación que se vislumbra entre el mercado de capitales y el crecimiento del país. Es innegable que el uno ha tenido incidencia sobre el otro, pero lo que cabe preguntarse es si el mercado de capitales ha sido o va a ser capaz de desplegarse y generar instrumentos en pos de los intereses generales del país, y no simplemente del interés particular de los negocios.

Existiendo tantos fondos disponibles en el mercado de capitales, agregó, corresponde analizar por qué resulta tan difícil vincularlos con objetivos nacionales plausibles como innovación, energía solar, viviendas sociales, etc. No cabe duda, subrayó, que hay espacio para avanzar en esas direcciones, de la misma forma que en la época de la dictadura existió la visión para adaptar la letra de crédito a la realidad nacional y fomentar, por su intermedio, el acceso de los sectores medios de la población a la vivienda, resguardando al mismo tiempo el impacto general sobre la economía.

Sostuvo que a estas alturas no resulta satisfactorio que los fondos previsionales sean meramente invertidos en, entre otros, acciones o bonos estatales; o que sin perjuicio de las necesidades de liquidez, deba ser simplemente aceptado que los fondos del Banco Central permanezcan guardados, pero sin que se debata sobre si todo eso se encuentra alineado con los antedichos objetivos nacionales. Es a esto último, subrayó, a lo que debiera apuntar la ingeniería financiera y aquello en lo que debieran poner el foco los legisladores, en cuanto representantes del bien común. En ese predicamento, solicitó al Ministerio de Hacienda asumir un rol activo en la investigación de vías y alternativas de acción y desarrollo.       

Finalmente, observó que el proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada Fondo de Infraestructura S.A. (boletín N° 10.647-09, actualmente en tramitación en la Comisión de Hacienda del Senado), viene a profundizar las preocupaciones que ha expuesto. De acuerdo con las estimaciones, estará constituido por aproximadamente US$ 9.000 millones, pero entre sus objetivos fundamentales no se contempla que cumpla una función de garantía, cuestión que, a su juicio, sí debiera ser, porque contribuiría a la movilización de recursos en la economía. 

El Honorable Senador señor Lagos acotó que, de cualquier modo, existe el deber de ser cuidadosos a la hora de analizar las posibilidades de destinar parte de los recursos de los fondos de pensiones a determinados objetivos nacionales. Más allá que el sistema de inversión de los fondos de pensiones ha sido muy eficiente en la generación de recursos, aunque no para el pago de buenas pensiones, cabe cuestionarse si acaso en lugar de dejarlos rentando sería preferible invertirlos en otras iniciativas.

En relación con los planteamientos realizados, la señora Piedrabuena resaltó que el proyecto de ley pretende abordar, mediante modificaciones a las leyes de sociedades anónimas y de mercados de valores, soluciones regulatorias que recojan las experiencias vividas en el último tiempo, vinculadas a fraudes financieros y casos como La Polar, Cascadas, etc. Las enmiendas en materia de transacciones entre partes relacionadas, protección de accionistas minoritarios, responsabilidad de los auditores externos, mayores requisitos para los asesores de inversión de instrumentos de oferta pública y obligaciones de registro para los asesores de inversión generales, se insertan en ese objetivo. Respecto de estos últimos, asimismo, se introducirá una normativa especial en el decreto ley N° 3.500.

Todo lo anterior, destacó, en el marco de un nuevo regulador, la CMF, potenciado por su estructura interna (colegiada, con investigaciones llevadas a cabo por un fiscal) y las sólidas facultades con que ha sido dotado (medidas intrusivas, levantamiento del secreto bancario, etc.).

Por otra parte, puntualizó que el presente proyecto de ley no aborda modalidades para potenciar la relación del mercado financiero con el desarrollo del país. En rigor, explicó, algunos aspectos vinculados a tal relación fueron incluidos en las leyes de productividad despachadas el año 2016, cuando se hicieron cambios para que los fondos que manejan las compañías de seguros (en particular las de renta vitalicia) y las AFP, pudieran ser invertidos en una gama más amplia de instrumentos. En concreto, se facilitó la inversión en instrumentos de deuda de obras de infraestructura y se estableció la posibilidad de invertir en activos alternativos, es decir, todos aquellos que no constituyen acciones de mercados secundarios ni renta fija (inmobiliarios, infraestructura, hedge funds, fondos privados, etc.). Actualmente, complementó, la Superintendencia de Pensiones se encuentra trabajando en la redacción del reglamento que permitirá plasmar esta nueva regulación. Su implementación, en todo caso, será gradual, por dos motivos: porque los activos alternativos constituyen una novedad en nuestro país y sus riesgos, costos, flujos son aún inciertos; y porque lo que está detrás de ellos son nada menos que las pensiones de los individuos. Ciertamente, culminó, se trata además de instrumentos distintos a las letras de crédito.  
El Honorable Senador señor Montes hizo presente que la discusión no se debe agotar en cuáles son los instrumentos técnicamente más apropiados para llevar adelante determinadas iniciativas. Lo relevante, manifestó, es reivindicar que así como en el pasado hubo un subsidio implícito del Estado para las letras de crédito porque había un objetivo que perseguir, es igualmente posible en la actualidad crear instrumentos que liguen a los mercados financieros con los intereses generales del país. 

La señora Piedrabuena afirmó que sin perjuicio de lo ya señalado, el Ejecutivo monitorea y analiza de manera permanente de qué manera el marco regulatorio podría ser perfeccionado para potenciar el financiamiento del país. 

El Honorable Senador señor Prokurica coincidió con el fondo de la problemática planteada por el Honorable Senador señor Montes. Habida cuenta de la baja rentabilidad de los fondos, expuso, sería interesante avanzar en la generación de nuevas opciones de inversión y, consecuencialmente, de mejores rendimientos. Todo ello, evidentemente, con la cautela que exige el hecho de estar hablando, entre otros recursos, de las pensiones de los trabajadores.  

En dicha dirección, planteó que una alternativa sería que parte de los recursos con que cuenta CODELCO sean utilizados en la implementación de iniciativas.

El Honorable Senador señor Montes reseñó que en el sistema antiguo los recursos previsionales estuvieron siempre orientados a la producción real. En el sistema actual manejado por los privados, en cambio, la lógica de asignación de recursos descansa en la rentabilidad para las pensiones. Hacia lo que se debiera tender, reiteró, es a que al menos una parte de estos recursos pueda estar ligada a objetivos nacionales, obviamente sin poner en riesgo los fondos previsionales.  

Finalmente, y en otro orden de cosas, planteó que las interrogantes surgidas en torno al rol desempeñado por las clasificadoras de riesgos, son razonables. Señaló que Corea del Sur es uno de los pocos países, si no el único, que expresamente dejó de considerar sus rankings y recomendaciones; y desde que lo hizo, no ha dejado de crecer. Sirve esto para demostrar, concluyó, que el seguimiento de sus clasificaciones no es algo que deba darse per se como algo bueno y que, por el contrario, admite cuestionamientos y críticas. 

Una vez terminado el debate, el proyecto de ley fue puesto en votación general, resultando aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes, Pizarro y Prokurica.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 30 de junio de 2015, señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El proyecto de ley presenta una serie de modificaciones técnicas a la Ley N° 18.045, de Mercado de Valores, y a la Ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, con el objeto de perfeccionar el marco regulatorio vigente en los ámbitos de sanciones de conductas abusivas; protección a los accionistas minoritarios y a los inversionistas; de responsabilidad de los auditores internos; del reforzamiento de la responsabilidad de la Superintendencia de Valores y Seguros, y de los emisores de valores.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

La aplicación del presente proyecto de ley no implica mayor gasto fiscal.”.

Se deja constancia de este informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, la Comisión de Hacienda propone la aprobación en general del siguiente proyecto de ley: 


PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.045, de Mercado de Valores:

1)
Elimínase del inciso segundo del artículo 52 la frase “y únicamente para llevar adelante una oferta pública de valores nuevos o de valores anteriormente emitidos y que no habían sido objeto de oferta pública”.

2)
Modifícase el artículo 59 del siguiente modo:

a)
Reemplázase su literal d) por el siguiente:

“d) Los socios y empleados de empresas de auditoría externa que, habiendo participado directamente de la auditoría, dictaminen falsamente o entreguen antecedentes falsos, en su caso, sobre la situación financiera de una sociedad sujeta a la fiscalización de la Superintendencia.”.

b)
Agrégase el siguiente literal h), nuevo:

“h) Los directores, administradores, gerentes y ejecutivos principales de un emisor de valores de oferta pública, de una bolsa de valores o de un intermediario de valores, que entregaren antecedentes o efectuaren declaraciones maliciosamente falsas al directorio o a los órganos de la administración de las entidades por ellos administradas, o a quienes realicen la auditoría externa o clasificación de riesgo de la misma, en su caso.”.

3)
Modifícase su artículo 60 del siguiente modo:

a)
Intercálase en su literal b) entre las frases “agentes de valores” y “o clasificadores de riesgo”, la siguiente frase: “, empresas de auditoría externa”.

b)
Modifícase el literal d) del siguiente modo:

i)
Intercálase entre la expresión “clasificadoras” y la coma (,), la siguiente frase: “o en empresas de auditoría externa”.

ii)
Intercálase entre la palabra “clasificados” y la frase “y revele”, la siguiente expresión: “o auditados”.

4)
Reemplázase el inciso segundo del artículo 61 por el siguiente:

“La pena señalada en el inciso precedente se aumentará en un grado cuando la conducta descrita sea realizada por quien ejerza un cargo, tenga una posición o preste servicios, remunerados o no, en la Superintendencia o en una entidad fiscalizada por ella.”.

5)
Reemplázase en el inciso segundo del artículo 63, la expresión “Los administradores” por la siguiente: “Los directores, administradores y ejecutivos principales”.

6)
Modifícase su artículo 65 del siguiente modo:

a)
Elimínase de su inciso segundo la expresión “y no podrán difundirse si no hubieren sido previamente remitidos al registro de valores”. 

b)
Intercálase el siguiente inciso tercero nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:

“La información que se entregue a los inversionistas o al público general que contenga recomendaciones de inversión, deberá cumplir con los requisitos que, mediante norma de carácter general, establezca la Superintendencia, tanto en materia de difusión de conflictos de interés como en lo relativo a los conocimientos y experiencia profesional de los responsables de dicha información.”.

7)
Reemplázase en el inciso primero de su artículo 246 la frase “y otros estados financieros conforme a las Normas de Auditoría de General Aceptación y” por la siguiente frase: “, otros estados financieros y demás materias, conforme a lo establecido en la presente ley y a”.

Artículo 2°.- Introducense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas:

1)
Modifícase su artículo 45 del siguiente modo:

a)
Sustitúyese en su numeral 3) el punto y aparte (.) por un punto y coma (;).

b)
Agrégase el siguiente numeral 4), nuevo:

“4)  Si se aprobaren operaciones en contravención a lo dispuesto en el artículo 44 o el Título XVI de la presente ley, en su caso.”.

2)
Intercálase en su artículo 69 el siguiente numeral 7), nuevo, pasando su actual numeral 7) a ser 8):

“7) La aprobación o ratificación de los actos o contratos a que se refiere el número 16 del artículo 67;”.

3)
Modifícase su artículo 147 del siguiente modo:

a)
Reemplázase la letra b) de su inciso segundo por la siguiente:

“b) Aquellas operaciones que, conforme a la política de operaciones habituales aprobada por el directorio, sean ordinarias en consideración al giro social. El acuerdo que establezca esta política o su modificación deberá ser  informado a la Superintendencia como hecho esencial. De igual forma, dicha política, y sus eventuales modificaciones, deberán contener las menciones mínimas que establezca la Superintendencia mediante una norma de carácter general y encontrarse a permanente disposición de los accionistas.”.

b)
Agrégase el siguiente inciso final nuevo:

“Sin perjuicio de lo establecido en el presente artículo, la Superintendencia podrá requerir a las sociedades anónimas abiertas que difundan el detalle de las operaciones efectuadas con partes relacionadas. Dicha difusión se llevará a cabo en la forma, plazo, periodicidad y condiciones que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 7, 14 y 21 de marzo de 2017, con asistencia los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Carlos Montes Cisternas y Eugenio Tuma Zedán; 11 y 18 de abril y 2 de mayo de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot (Baldo Prokurica Prokurica), Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 8 de mayo 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR MINISTRO TITULAR DEL SEGUNDO TRIBUNAL AMBIENTAL, CON SEDE EN SANTIAGO, AL SEÑOR FELIPE SABANDO DEL CASTILLO

(S 1.927-05)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra informar la solicitud de Su Excelencia la señora Presidenta de la República para nombrar como Ministro Titular del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, al ingeniero civil químico, señor Felipe Sabando del Castillo.


Mediante el oficio N° 489, de fecha 10 de abril del año 2017, la Primera Mandataria ha hecho presente la urgencia para el despacho de este asunto, en los términos previstos en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.

A la sesión en que se analizó este asunto, asistieron el Subsecretario del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente y, el candidato a ministro, señor Felipe Sabando del Castillo.

Concurrieron, asimismo, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Elvira Oyanguren y los asesores señores Giovanni Semería y Fernando Carrasco. 

Igualmente, estuvieron presentes el asesor de la Biblioteca del Congreso Nacional:, señor Juan Pablo Cavada; el asesor del Honorable Senador señor Araya, señor Robert Angelbeck; el asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Fredy Vásquez; la asesora del Comité PPD, señora Catalina Wildner y el asesor del Comité UDI, señor Héctor Mery.

-.-.-


Cabe hacer presente que de conformidad con lo prescrito en el inciso sexto del artículo 2° de la ley N° 20.600, que creó los Tribunales Ambientales, la presente solicitud requiere, para ser aprobada en esta Corporación, del voto conforme de los tres quintos de los señores Senadores en ejercicio.

-.-.-

ANTECEDENTES

1.- De Derecho

1.1.- De conformidad con lo dispuesto por la ley N° 20.600, los Tribunales Ambientales son órganos jurisdiccionales especiales, sujetos a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema, cuya función es resolver las controversias medio ambientales de su competencia y ocuparse de los demás asuntos que la ley somete a su conocimiento.

En virtud del artículo 5° del señalado cuerpo legal, existen tres tribunales ambientales. El Segundo Tribunal Ambiental, para el cual se ha presentado la postulación en estudio, tiene asiento en la ciudad de Santiago y ejerce sus atribuciones en las Regiones de Valparaíso, Metropolitana de Santiago, del Libertador General Bernardo O´Higgins y del Maule.

En cuanto a la composición de los mencionados tribunales, cabe consignar que cada uno de ellos estará integrado por tres ministros titulares y dos suplentes. Dos de los ministros titulares deberán tener el título de abogado, haber ejercido la profesión a lo menos diez años y haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de derecho administrativo o ambiental. El tercero será un licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales y con, a lo menos, diez años de ejercicio profesional


Tanto los ministros titulares como los suplentes deben ser designados de conformidad al procedimiento que establece el artículo 2° de la ley 20.600. En síntesis, dicha norma dispone que cada ministro sea nombrado por S.E el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la Corte Suprema.


Para llevar adelante este procedimiento se ha establecido que el Máximo Tribunal formará la nómina correspondiente de una lista de candidatos, que con un mínimo de seis y un máximo de ocho nombres, le proponga el Consejo de Alta Dirección Pública. Este Consejo selecciona a los postulantes mediante un concurso público que se somete al procedimiento establecido para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en el Párrafo 3° del Título VI de la ley Nº 19.882.


Los candidatos propuestos por el referido Consejo serán recibidos en audiencia pública por el Máximo Tribunal, el que puede aprobar o rechazar a todos o a alguno de ellos. Concluida esta etapa, la Excma. Corte Suprema hace una proposición al Presidente de la República, quien debe seleccionar a un postulante y formular su propuesta al Senado.


Esta última Corporación puede acoger o rechazar la proposición formulada por el Primer Mandatario por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el Presidente de la República deberá presentar a otro candidato que forme parte de la misma nómina elaborada por la Excma. Corte Suprema y si se rechazare la segunda proposición, se deberá llamar a un nuevo concurso.

Cabe recordar que no podrán integrar los Tribunales Ambientales quienes, en los dos años anteriores a su nombramiento, hayan desempeñado el cargo de Ministro o Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, Director del Servicio de Evaluación Ambiental o Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquier otro cargo directivo en las precitadas instituciones en el mismo período.

El cargo de ministro titular es de dedicación exclusiva y es incompatible con todo otro empleo, cargo, función o comisión, remunerada o no, que se ejerza en entidades privadas o públicas, sean éstas últimas fiscales, municipales, fiscales autónomas o semifiscales, en empresas del Estado o en las que éste tenga participación por aportes de capital. Asimismo, es incompatible con todo cargo de elección popular. Se exceptúan de estas incompatibilidades los empleos docentes hasta por 12 horas semanales. Por su parte, los ministros suplentes tienen las mismas incompatibilidades, prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que los titulares, exceptuándose de estas limitaciones los empleos docentes y las funciones o comisiones académicas en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, siempre que no afecten la dedicación prevista en la ley.

1.2.- Finalmente, es pertinente recordar que en virtud de lo dispuesto por el artículo 205 del Reglamento del Senado, los asuntos que importen el ejercicio de alguna atribución exclusiva de la Corporación no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda, que, en este caso, es la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

2.- De Hecho

2.1.- Oficio de S.E. la señora Presidenta de la República


Al iniciarse el estudio de este asunto, la Comisión tuvo en consideración el Oficio Nº 489, de 10 de abril de 2017, dirigido al Senado por S. E. la señora Presidenta de la República.


En él se precisa que de acuerdo al artículo 2° de la Ley N° 20.600, cada Tribunal Ambiental estará integrado por tres ministros titulares y dos ministros suplentes. Cada ministro será nombrado por S.E. el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, de una nómina de cinco personas que, para cada cargo, propondrá la Excma. Corte Suprema.

Agrega que con fecha 28 de diciembre de 2016 cesó en su cargo de ministro titular licenciado en ciencias, don Sebastián Valdés de Ferrari, nombrado en virtud del decreto N° 44, de 2012, del Ministerio del Medio Ambiente, provocándose la vacante del cargo reseñado.

Luego, indica que en cumplimiento a lo dispuesto en el ya mencionado artículo 2º, la Excma. Corte Suprema ha propuesto a la Presidenta de la República una cinquena, en base a la que corresponde nombrar, con acuerdo de esta Corporación, al ministro titular licenciado en ciencias para la integración del Segundo Tribunal Ambiental con sede en Santiago

A partir de estos antecedentes solicita el acuerdo del Senado para nombrar en el respectivo cargo de Ministro titular licenciado en ciencias del Segundo Tribunal Ambiental, a don Felipe Sabando del Castillo, Rut. N° 14.445.294-1.

2.1.- Antecedentes profesionales del candidato.





El señor Felipe Sabando es ingeniero civil químico de la Universidad de Concepción. Asimismo, posee diversos títulos de postgrado entre los que destacan los siguientes: 

- Magister en gestión para la globalización, otorgado por la Universidad de Chile. 





- Master of Business Administration, Cranfield School of Management, Reino Unido.





- Master en ciencias de ingeniería química, otorgado por la Universidad de Concepción.





Cuenta además con un diplomado en comercio internacional (Prochile), en Gestión Estratégica (Universidad Alberto Hurtado) y en Derecho ambiental (Universidad San Sebastián).





Se ha desempeñado como profesor del magister en gestión de recursos humanos en la Universidad de Concepción, y como profesor del magister en medio ambiente de la Universidad Católica de la Santísima Concepción.





Es miembro del Instituto de Ingenieros de Chile y de la Cranfield Management Association.





Entre diciembre de 2012 a junio de 2014 se desempeñó como director regional, correspondiente a Tarapacá, en el Servicio Nacional de Geología y Minería. Entre febrero de 2012 y noviembre de 2012 cumplió labores como jefe de gestión de operaciones y proyectos en el Instituto de Investigación y Ensayo de Materiales IDIEM (Investigación, Desarrollo e Innovación de Estructuras y Materiales) de la Universidad de Chile. Fue socio y cofundador de Kraken Ltda. (Empresa de transporte y logística). Entre julio de 2009 y enero de 2011 se desempeñó como director de desarrollo de personas (Recursos Humanos) de la Universidad Católica de Temuco. Entre agosto de 2004 y enero de 2011 fue profesor de Ingeniería Ambiental en la Universidad de Temuco. Entre julio de 2001 y agosto de 2005 ocupó el cargo de gerente de proyectos de la empresa Micro-Bío Chile (Empresa de consultoría y servicios ambientales).





Actualmente ejerce el cargo de gerente general en la empresa Tippmann y Sabando Compliance SPA.





De todos estos antecedentes se deja constancia en el curriculum vitae del señor Felipe Sabando del Castillo que se acompaña como anexo al presente informe. 

- - -

CONSIDERACIÓN DE LA PROPOSICIÓN FORMULADA POR S.E. LA SEÑORA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA





Al iniciarse la sesión, el Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador Araya, ofreció el uso de la palabra al Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel De la Fuente.

El señor Subsecretario señaló que tenía el honor de presentar al candidato a ministro titular licenciado en ciencias del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago. Expresó que el señor Sabando es poseedor de un vasto currículum, y cumple cabalmente con los requisitos establecidos en la ley N° 20.600 que crea los Tribunales Ambientales, para desempeñar este cargo.

Finalmente, manifestó que el candidato es parte de la nómina presentada por la Excma. Corte Suprema, y ha sido propuesto por S.E. la Presidenta de la República al Honorable Senado.

A continuación, el Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador, señor Araya, ofreció la palabra al señor Felipe Sabando del Castillo. 

El señor Sabando comenzó su presentación expresando que el tema científico ha sido, desde su época escolar, una inquietud que lo ha acompañado a lo largo de su vida. Destacó que en sus años de estudiante alcanzó la medalla de plata en las Olimpiadas Chilenas de Química, lo que le significó representar al país en las Olimpiadas Panamericanas celebradas en México. 

Añadió que su vocación científica la volcó en sus estudios de ingeniería química en la Universidad de Concepción. Consignó que la mencionada carrera versa sobre la comprensión de los fenómenos que ocurren en la naturaleza y que pueden ser conducidos por la mano del hombre para la elaboración de distintos productos y subproductos.

Hizo presente que una vertiente particular de la mencionada ingeniería consiste en la preocupación por los temas ambientales. Apuntó que sus tesis tanto en pregrado, como magíster en ciencias de la ingeniería se vincularon con el tratamiento biológico de residuos industriales líquidos. 

Precisó que el año 2003 realizó una pasantía en Francia, específicamente en el Instituto Nacional de Investigación Agronómica en Narbonne, lo que le permitió complementar su visión respecto a cómo se desarrollan estas tecnologías a nivel internacional, particularmente en el concierto francés.

Agregó que al término de sus estudios de postgrado en la Universidad de Concepción se embarcó en el desarrollo de su profesión, dedicándose, en un primer momento, a consultorías en temas ambientales.

Indicó que posterior a ello se incorporó a la Escuela de Ingeniería Ambiental de la Universidad de Temuco. Recordó que, en la mencionada Escuela, tuvo la oportunidad de ejercer la docencia, para luego desempeñarse como Secretario Académico y finalmente como Subdirector. 

Destacó que a partir de la experiencia anteriormente expuesta, se relacionó con la agroindustria y la industria de la celulosa.

Manifestó que una vez que inició estudios de magíster en la Universidad de Chile se alejó de la Universidad de Temuco.

Subrayó que a partir de ese momento desarrolla estudios de gestión, mediante la revisión de conceptos que se tratan a nivel internacional en diversas materias, tales como la sostenibilidad de los proyectos. 

Señaló que el año 2008 inició estudios de postgrado en Inglaterra, específicamente en la Cranfield School of Management. Hizo presente que la mencionada Escuela es poco conocida en nuestro país, puesto que su quehacer está orientado a Europa, Asia y África. Aseveró que uno de los puntos más destacables de ella, y al cual se vinculó,  fue en el desarrollo de su Centro de Sostenibilidad. En dicho Centro se realizan numerosos estudios y proyectos asociados a cómo las empresas se relacionan con su entorno. Relató que tuvo la oportunidad de colaborar en una investigación en la entidad denominada Business on the Community, que buscaba entender cómo las empresas estaban integrando la responsabilidad social corporativa en la gestión de sus respectivos gobiernos.

Hizo presente que al volver a Chile se integró a la Universidad Católica de Temuco como Director de Desarrollo de Personas. 

Puntualizó que, posterior a ello, tomó la decisión de emprender, lo que le significó regresar a Concepción e iniciar una empresa de transporte logístico en la zona interportuaria del gran Concepción.

Sostuvo que luego del mencionado emprendimiento ingresó al Instituto de Investigaciones y Ensayos de Materiales (IDIEM) de la Universidad de Chile. Detalló que le correspondió trabajar en la división de construcción, donde se desarrolla lo relacionado con inspección de obras, seguridad contra incendio y de sostenibilidad.

Luego, manifestó que estando aún en el IDIEM, le ofrecieron formar parte de Servicio Nacional de Geología y Minería en la Dirección Regional de Tarapacá. Agregó que en dicho trabajo tuvo la oportunidad de conocer todas las faenas mineras de cobre, sal, guano, yodo, y nitrato.

Aseveró que también le correspondió abordar situaciones complejas, tales como el terremoto del año 2014, situación en la que no tuvieron que lamentar accidentes en la minería, lo que rebela la alta calidad en que se desarrollan las labores en esa industria. 

Posterior a ello, explicó que participó en la creación de una empresa dedicada a la asesoría en materia regulatoria. 

Enfatizó que en términos académicos cuenta con una formación integral, no solo volcada a su especialidad en ingeniería, sino que complementada con diversos estudios que le han permitido incorporar progresivamente conocimientos asociados a otras industrias.

Manifestó que el desafío que implica integrar los tribunales ambientales constituye un honor y un reconocimiento para una persona que viene del mundo de las ciencias.

Destacó que los tribunales ambientales vienen a consolidar un proceso que pretende garantizar el acceso a la justicia ambiental. Explicó que el ámbito ambiental es complejo. Lo anterior, sostuvo, implica que la comprensión de dichos fenómenos escapa al normal entendimiento, lo que implica incorporar a múltiples profesionales y visiones.

Estimó que el gran aporte que los profesionales de la ciencia pueden hacer respecto a la justicia ambiental consiste en mejorar esa comprensión y proveer la asistencia a la justicia para que, en definitiva,  se resguarde el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación.  

Sostuvo que nuestra institucionalidad ha avanzado a pasos sólidos en los últimos años.

Concluyó su intervención señalando que tiene la certeza de que con todo lo obrado y construido se seguirá mejorando para construir un país ambientalmente sostenible. 

A continuación, el Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador, señor Araya, ofreció la palabra a los Honorables Senadores presentes. 

En primer lugar, intervino el Honorable Senador señor Larraín quien constató que una de las innovaciones importantes que han generado los tribunales ambientales ha consistido en incorporar, en el sistema de justicia, a profesionales que no provienen del mundo del Derecho. Sostuvo que ello obedece a que los temas más complejos exigen contar con conocimientos científicos que ayuden a tomar las decisiones dentro del actual marco regulatorio.

Agregó que la trayectoria del señor Sabando da cuenta de que el candidato posee los conocimientos y la experiencia suficiente para desempeñar la función de ministro titular del Segundo Tribunal Ambiental.

Luego, solicitó al señor Sabando que explicite los criterios que utilizaría en el desempeño de su función. Constató que uno de los problemas de nuestros tiempos lo constituye la tensión entre el desarrollo industrial o económico, y la necesidad de resguardar distintos aspectos del entorno ambiental. Consignó que son muchísimas las variables que deben considerarse desde el punto de vista de la sostenibilidad de los proyectos. 

A partir de este antecedente, preguntó al candidato qué parámetros se deberían usar para lograr un adecuado equilibrio entre la protección de la naturaleza y las demandas del progreso. 

A continuación, intervino el Honorable Senador, señor De Urresti, quien expresó que los antecedentes curriculares del candidato van en la línea de lo que se pensó al momento en que se crearon los tribunales ambientales, precisamente respecto a la necesidad de que en éstos haya presencia del mundo científico.

Hizo presente que el señor Sabando hizo referencia en su exposición a sus trabajos en el área privada. Consultó al candidato por las eventuales inhabilidades en que pudiese verse afectado por sus servicios prestados con anterioridad.

Finalmente, preguntó al candidato por el aporte que puede realizar en reforzar la calidad de la jurisdicción ambiental. 

Seguidamente, el Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador, señor Araya aseveró que una innovación que se introdujo al crearse los tribunales ambientales consistió en incorporar la figura de un magistrado que no tenga la calidad de abogado. Consultó al señor Sabando cómo ha visto el funcionamiento de la justicia ambiental y, en especial, la participación del ministro licenciado en ciencias.

A continuación, el Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador Araya ofreció el uso de la palabra al señor Felipe Sabando.

El señor Sabando, contestando la pregunta sobre los criterios que como profesional de la ciencia pudiese utilizar para interpretar de mejor manera las controversias que se suscitan al interior de un tribunal ambiental, precisó que sin perjuicio que hay materias que deben ser conocidas por los ministros abogados del tribunal, debe haber una comprensión mínima de ellas de parte del ministro licenciado en ciencias. Añadió que ellas pueden ser abordadas a partir de la reglas de la sana crítica. 

Por otra parte, afirmó que el proceso de formación desde las ciencias básicas provee de herramientas para sistematizar la búsqueda de la verdad o certeza de determinados hechos que se discuten en los tribunales ambientales.

Consideró relevante tener una visión sistémica para abordar los problemas, puesto que el logro de equilibrios en caso de conflictos medioambientales es una materia compleja. 

Advirtió que puede haber una industria que esté realizando cierta acción que otro actor puede entender que perjudica su calidad de vida. Agregó que en ese sentido uno tiene que ser capaz de sopesar cuáles son los efectos que se producen sobre el bienestar.

Manifestó que todo el quehacer humano genera un impacto sobre el medio ambiente. Afirmó que cada vez que queremos emprender cualquier clase de empresa, ya sea pública o privada, con o sin fines de lucro, se produce cierta merma en el medio ambiente, y es allí donde surge la discusión si acudir o no a la justicia ambiental.

Recalcó que la formación académica en el método científico es la que permite establecer cuáles son las relaciones causa efecto que estén fundando la naturaleza de lo que está ocurriendo y, por otro lado, permite sopesar cuáles son los efectos en sí. 

Añadió que hoy en día esos efectos no son lineales. Sostuvo que hay componentes multivariables que afectan las relaciones medioambientales. Subrayó que el gran aporte de los ministros licenciados en ciencias pueden hacer es el poner de relieve cuáles son esos elementos, e ilustrar a los otros ministros respecto de ello.

En relación a las posibles inhabilidades que pudieren afectarlo explicó que la institucionalidad ambiental ya prevé instrumentos adecuados para prevenirlas. En todo caso, subrayó que en el mundo actual los ministros de estos tribunales deben dar un paso más allá y, en consecuencia, deben estar libres de cuestionamientos éticos. 

Reconoció que ha prestado diversos servicios a empresas, el listado de ellas es conocido. Sin embargo, hizo presente que la mayoría de sus clientes se encuentran fuera de la zona de jurisdicción del Segundo Tribunal Ambiental. 

En cuanto al aporte a la jurisdicción, estimó que ello se ve reflejado en dos situaciones que pueden realizar los profesionales de la ciencia. La primera dice relación con el ejercicio de la labor de perito judicial, tarea que ha desempeñado por alrededor de seis años. Por el otro, el análisis sistémico de los hechos sometidos a revisión por el tribunal ambiental. Éste involucra comprender la naturaleza de las relaciones con otros elementos del entorno. 

Añadió que además posee conocimientos que ha adquirido mediante la prestación de servicios a parte de la actividad industrial nacional. 

En relación a la pregunta sobre cómo se ven los tribunales ambientales desde su puesta en marcha, señaló que éstos han generado un importante avance en el país. Recalcó que Chile ha crecido a gran velocidad y eso ha impuesto una tensión sobre cómo nosotros comprendemos los problemas medioambientales.

Sostuvo que nuestro país inició su camino legislativo medio ambiental mediante sencillas normas de emisión. Recalcó que hoy en día contamos con una institucionalidad que evalúa en forma íntegra cómo deben instalarse los proyectos con impacto medioambiental. 

Reconoció que existen desafíos pendientes, como por ejemplo, en materia de contaminación difusa o en la falta de definición respecto de pasivos ambientales. Sin embargo, el establecimiento de los tribunales ambientales avanza en una materia muy específica que consiste en garantizar el acceso a la justicia ambiental. Afirmó que por un lado se le otorga a la Superintendencia del Medio Ambiente grandes atribuciones para poder fiscalizar y sancionar, y por otro, los tribunales actúan como garantes de que efectivamente no se estén adoptando decisiones arbitrarias.

Agregó que se dan todos los elementos para que exista un crecimiento sostenible, que asegure un medio ambiente libre de contaminación para todos los ciudadanos. 

Luego, señaló que en este ámbito, por ejemplo, los planes de cierres de faenas mineras constituyen un hito en la legislación nacional, no solo porque la minería es la industria productiva con mayor aporte a nuestro PIB, sino que también por la magnitud y dimensión de las obras que en ese ámbito se ejecutan. 

Finalizó su intervención manifestando que estos tribunales vienen a ocuparse de una realidad ambiental que hay que proteger, y ello resulta imprescindible para que el país pueda continuar creciendo.

Concluida estás intervenciones, el señor Presidente accidental de la Comisión agradeció al señor Sobando su participación en esta sesión.

-.-.-
En virtud de los antecedentes previamente descritos, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, y Larraín tiene el honor de informar que la proposición de S.E. la señora Presidenta de la República para designar al señor Felipe Sabando del Castillo, como Ministro Titular, Licenciado en Ciencias, del Segundo Tribunal Ambiental con sede en Santiago, cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 3 de mayo de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero (Presidente accidental), Alfonso De Urresti Longton y Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, 4 de mayo de 2017.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Abogado Secretario
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES PATRICIO WALKER Y CHAHUÁN CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 214 DEL CÓDIGO PENAL PARA SANCIONAR LA USURPACIÓN DE IDENTIDAD POR MEDIOS INFORMÁTICOS

(11.214-07)
I.- FUNDAMENTOS

1.- El desarrollo de Internet ha superado cualquier previsión y ha constituido una verdadera revolución en la sociedad moderna. Asimismo, se ha transformado en una plataforma donde se desarrollan innumerables formas de relacionarse entre distintas personas, situación que no puede dejar de regularse por cualquier ordenamiento jurídico. Ellas deben estar regidas por reglas o normas que garanticen, no solo su buen funcionamiento sino que también, aseguren el respeto a los derechos fundamentales de las personas sin distinción alguna.

2.- Durante los últimos años a consecuencia del avance de la tecnología, y específicamente de la irrupción de las redes sociales, se ha establecido un incremento de denuncias referente a la usurpación de nombre en dicho medios. De acuerdo a datos entregados por la Policía de Investigaciones de Chile, las denuncias por Suplantación de identidad ejecutadas en Internet y las redes sociales entre los años 2012 y 2013, aumentaron de un 14% a un 49,4%. De igual manera en el año 2014 se recabaron 177 denuncias por el ilícito de usurpación de nombre realizadas en Internet y en redes sociales.

3.- La Constitución Política de 1980 asegura a todas las personas en su artículo 19, N° 1, el "derecho a la vida y a la integridad física y síquica de la persona". Esta norma contiene los llamados "Derechos de la Personalidad", entre los que se encuentran los de la "Personalidad Civil". Uno de estos derechos es el derecho al nombre, consistente en el derecho subjetivo de las personas de usar su nombre y oponerse a la usurpación o uso indebido del mismo por parte de terceros. 

4.- El delito de usurpación de nombre se encuentra regulado en el Artículo 214 del Código Penal, el cual señala: "El que usurpare el nombre de otro será castigado con presidio menor en su grado mínimo, sin perjuicio de la pena que pudiere corresponderle a consecuencia del daño que en su fama o intereses ocasionare a la persona cuyo nombre ha usurpado." Sin embargo la tipificación del delito es anacrónica y no se encuentra actualizado a las nuevas maneras de relaciones interpersonales establecidas por la computación a través de Internet y las redes sociales.

5.- Por su parte, de acuerdo a Naciones Unidas, los llamados delitos informáticos, o delitos cibernéticos, en sentido estricto, son aquellos que implican un "comportamiento ilícito que se valga de operaciones electrónicas para atentar contra la seguridad de los sistemas informáticos o los datos procesados por ellos. De esta manera, el concepto de ciberdelitos en sentido amplio, abarca tanto delitos comunes que se ejecutan a través de medios informáticos, como nuevos delitos, cuya ejecución sólo es posible gracias a la existencia de dichos medios. Esto implica que la respuesta a este tipo de criminalidad apele tanto a la legislación general como a leyes especialmente diseñadas para combatirlos.

6.- En el derecho comparado, Estados Unidos durante el año 1998 adoptó la Ley de Usurpación de Identidad, conforme a ésta, es un crimen federal utilizar ilegalmente un medio de identificación de otra persona para cometer una actividad ilegal. Las penalidades establecidas pueden llegar hasta los quince años de prisión. 

Atendidas las consideraciones formuladas, vengo en proponer el siguiente,

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Incorpórese un nuevo inciso 2° en el artículo 214 del Código Penal, de conformidad al siguiente texto: 

"Con la misma pena del inciso anterior, se sancionara a quien realice usurpación del nombre mediante cualquier medio informático"
(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA UNA NUEVA INSTITUCIONALIDAD DEL SISTEMA ESTADÍSTICO NACIONAL

(10.372-03)

Oficio Nº 13.307

VALPARAÍSO, 9 de mayo de 2017

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que crea una nueva institucionalidad del sistema estadístico nacional, correspondiente al boletín N° 10.372-03, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Título Preliminar

Del objeto, ámbito de aplicación y definiciones

Artículo 1.- Objeto. La presente ley tiene por objeto regular el Sistema Estadístico Nacional y las instituciones que lo componen, y fijar las normas básicas para su adecuada coordinación y la obtención de información que permita el desarrollo estadístico de manera veraz y oportuna.

Artículo 2.- Ámbito de aplicación. Las disposiciones de esta ley serán aplicables a los órganos de la Administración del Estado señalados en el inciso segundo del artículo 1 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, con la excepción del Banco Central de Chile conforme con lo dispuesto en el artículo 90 de la ley Nº 18.840, orgánica constitucional del Banco Central de Chile.

No obstante lo anterior, el Banco Central de Chile desempeñará sus funciones y atribuciones en materia estadística de conformidad con lo previsto en su ley orgánica constitucional, sin perjuicio de aplicársele las disposiciones que esta ley expresamente señale.

Los órganos autónomos constitucionales deberán prestar toda la colaboración necesaria en la entrega de la información que solicite el Instituto Nacional de Estadísticas para la elaboración de las estadísticas de la República, conforme a lo que regula la presente ley y sus respectivas leyes orgánicas.

Artículo 3.- Definiciones. Para los efectos de la presente ley, se entenderá por:

1. Sistema Estadístico Nacional: conjunto de reglas, métodos y actividades de organismos públicos que, de manera coordinada, recogen información, sea o no con una finalidad estadística, para la elaboración y difusión de estadísticas oficiales, que pueden servir de base para la adopción de políticas públicas o decisiones privadas.

Está constituido por la Política Estratégica de Estadísticas, el Plan Nacional de Recopilación Estadística y los órganos de la Administración del Estado que desarrollan actividades estadísticas.

Cada vez que esta ley haga referencia al “Sistema”, se entenderá que lo hace al Sistema Estadístico Nacional.

El Banco Central de Chile formará parte del Sistema regulado en esta ley exclusivamente para los fines de mejor coordinación y cooperación institucional que correspondan respecto del Instituto Nacional de Estadísticas.

2. Plan Nacional de Recopilación Estadística: conjunto de estadísticas que han sido aprobadas técnicamente por el Consejo Estadístico Nacional y la Comisión Interministerial de Estadísticas, identificando a aquellos órganos de la Administración del Estado que las elaboran, su operación y periodicidad, dentro del Sistema.

3. Registro administrativo: conjunto de datos relativos a personas, naturales o jurídicas, bienes y/o viviendas, obtenidos y recopilados por los órganos de la Administración del Estado en uso de sus facultades legales, que contiene información sobre determinadas características de éstos.

4. Dato estadístico: aquel recogido o elaborado con finalidad estadística.

5. Unidad estadística: persona natural o jurídica, vivienda, establecimiento, hogar o registro administrativo desde la cual se recogen datos utilizados con fines estadísticos. 

6. Dato confidencial: aquel que está sujeto a secreto o reserva estadística o que, dada su naturaleza, se encuentra protegido por un acuerdo de confidencialidad o no puede ser divulgado sin autorización previa del titular de los datos o de la autoridad competente de conformidad con la ley. 

7. Información reservada: aquella recogida con fines estadísticos o que se ha producido con ella, hasta su divulgación por la autoridad competente.

8. Dato nominado: aquel que hace expresa referencia a la identidad de la unidad informante. 

9. Dato innominado: aquel que resguarda la identidad de la unidad informante.

10. Dato anonimizado: aquel dato o registro que ha sido modificado para impedir la identificación de la unidad estadística o registro con el que se encuentra relacionado. 

11. Dato determinable: aquel que permite identificar directa o indirectamente a la unidad informante.

12. Dato indeterminable: aquel que no permite identificar directa o indirectamente a la unidad informante.

Título I

De los principios del Sistema Estadístico Nacional

Artículo 4.- Principios estadísticos. El Sistema y la producción de las estadísticas se regirán por los siguientes principios:

1. Principio de autonomía técnica, conforme al cual el Sistema, los órganos que lo integran y la producción de estadísticas deben contar con plena autonomía técnica y profesional, a fin de garantizar la credibilidad de las estadísticas del país. 

2. Principio de imparcialidad, conforme al cual los organismos intervinientes en el Sistema que produzcan estadísticas sólo pueden proceder con arreglo a consideraciones estrictamente profesionales y técnicas. 

3. Principio de objetividad, conforme al cual los organismos intervinientes en el Sistema que produzcan estadísticas deben divulgar con neutralidad los conceptos, clasificaciones y métodos que han utilizado para la producción estadística.

4. Principio de confidencialidad, conforme al cual los organismos intervinientes en el Sistema que produzcan estadísticas deben garantizar la protección y confidencialidad en el tratamiento de los datos utilizados para fines estadísticos.

5. Principio de coordinación, conforme al cual los organismos intervinientes en el Sistema que produzcan estadísticas deben actuar conjunta y organizadamente conforme a las directrices que les sean impartidas por las autoridades que establece esta ley, evitando la duplicidad de funciones.

6. Principio de pertinencia, conforme al cual los organismos intervinientes en el Sistema que produzcan estadísticas deben considerar, al momento de definir la estadística que se llevará a cabo, la oportunidad, el costo de un levantamiento, la carga que se impondrá a los encuestados, la existencia de registros administrativos que aporten dicha información y que el resultado sea de comprobada utilidad práctica.

7. Principio de calidad técnica, conforme al cual los organismos intervinientes en el Sistema que produzcan estadísticas deben formular observaciones sobre interpretaciones erróneas y la utilización indebida de las estadísticas.

8. Principio de proporcionalidad, conforme al cual los organismos intervinientes en el Sistema que produzcan estadísticas deben velar por la debida correspondencia entre los resultados que se pretende obtener y su relación con la naturaleza y volumen de la información solicitada. 

9. Principio costo-efectividad, conforme al cual los organismos intervinientes en el Sistema que produzcan estadísticas deben propender al cumplimiento de sus objetivos utilizando todos los recursos disponibles de la manera más eficiente posible.

10. Principio de divulgación de datos, conforme al cual los organismos intervinientes en el Sistema que produzcan estadísticas deben presentar en forma clara y comprensible las estadísticas que produzcan, difundirlas de forma adecuada y asegurar un acceso oportuno en igualdad de condiciones, a fin de resguardar el derecho de acceso a la información pública.

Título II

De la Institucionalidad Estadística

Artículo 5.- Composición. Los organismos que componen el Sistema definido en el artículo 3 son el Instituto Nacional de Estadísticas, el Consejo Estadístico Nacional, la Comisión Interministerial de Estadísticas y los demás órganos de la Administración del Estado que realicen actividades estadísticas.

La coordinación del Sistema estará a cargo de la Comisión Interministerial de Estadísticas, en conformidad con los artículos 25 y 26.

Párrafo Primero

Del Instituto Nacional de Estadísticas

Artículo 6.- Instituto Nacional de Estadísticas. Créase el Instituto Nacional de Estadísticas (en adelante también el “Instituto”), como un organismo técnico, independiente y descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, encargado de las estadísticas y censos oficiales de la República, que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.

El domicilio del Instituto será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los domicilios que pueda establecer en otros puntos del país.

Artículo 7.- Funciones. Corresponderá al Instituto Nacional de Estadísticas:

1. Ser el órgano rector del Sistema, para lo cual deberá dictar las instrucciones de carácter general asociadas al proceso de producción estadística y que deberán adoptar los órganos de la Administración del Estado pertenecientes al Sistema, previamente aprobadas por el Consejo Estadístico Nacional, conforme a lo señalado en los artículos 9 y 10.

2. Efectuar el proceso de recopilación, elaboración, análisis y publicación de las estadísticas relativas a:

a) El área económica, tales como las estadísticas de comercio y servicios, minería, industria y manufactura, y turismo, entre otras.

b) Índices de precios, de producción y de costos, tales como el Índice de Precios al Consumidor, costo de la mano de obra, entre otros.

c) El área social, tales como las estadísticas de empleo y desempleo, demográficas y vitales, y de presupuestos familiares, y aquellas señaladas en los artículos 49 y 50.

d) Todas aquellas estadísticas que el Instituto considere necesario efectuar.

Lo señalado en este número se realizará de acuerdo al Plan Nacional de Recopilación Estadística, aprobado anualmente por la Comisión Interministerial de Estadísticas a que se refieren los artículos 25 y 26.

Sin perjuicio de lo anterior, la compilación y publicación de las principales estadísticas macroeconómicas nacionales corresponderá exclusivamente al Banco Central de Chile, de conformidad con lo dispuesto en la ley Nº 18.840.

3. Coordinar las labores de colección, clasificación y publicación de las estadísticas que realicen los organismos públicos integrantes del Sistema, y coordinar el Sistema, considerando las necesidades estadísticas planteadas por la Comisión Interministerial de Estadísticas, de conformidad con los artículos 25 y 26. 

4. Requerir de manera fundada y recibir de los órganos de la Administración del Estado la información y antecedentes necesarios para la elaboración veraz y oportuna de información estadística, los datos nominados que se encuentren en algún registro administrativo y que guarden estricta relación con sus respectivas esferas de competencia, incluso respecto de aquellas instituciones cuya entrega de información se encuentre amparada por algún tipo de reserva. En este último caso, el personal del Instituto Nacional de Estadísticas que tome conocimiento de dicha información estará sujeto, además del secreto estadístico, a la misma norma legal que ampara la reserva.

5. Solicitar y recibir de los órganos de la Administración del Estado, del Congreso Nacional, del Poder Judicial y de los órganos autónomos constitucionales, la información y antecedentes necesarios para la elaboración veraz y oportuna de información estadística de datos que guarden estricta relación con sus respectivas esferas de competencia, de acuerdo con lo señalado en el artículo 46. 

6. Proporcionar las bases de datos innominadas e indeterminadas que resulten del tratamiento de registros administrativos, de encuestas o de censos, conjunta o indistintamente, que le sean solicitadas por órganos de la Administración del Estado para el ejercicio de sus funciones, de acuerdo con lo dispuesto en esta ley.

7. Efectuar los censos del país, dentro de los diversos ámbitos de la realidad nacional. Para esta labor, el Instituto Nacional de Estadísticas fijará los lineamientos técnicos para su realización, previa aprobación del Consejo Estadístico Nacional, considerando al efecto las recomendaciones y estándares internacionales existentes.

8. Actualizar periódicamente las bases de datos de los diferentes índices que publica.

9. Interpretar, aclarar o resolver todas aquellas dudas o dificultades que se originen en relación con la producción estadística del Sistema.

10. Entregar información en todo aquello que se refiera a aspectos geográficos de carácter civil y para efectos estadísticos, que sirvan de base para la adopción de decisiones por parte de los órganos de la Administración del Estado.

La entrega de información señalada en este número estará siempre amparada bajo las normas de secreto estadístico regulado en esta ley, salvo los casos en que dicha información sea necesaria por la declaración de zona afectada por sismo o catástrofe en virtud del decreto N° 104, de 1977, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Título I de la ley N° 16.282.

11. Colaborar con universidades e investigadores, ofreciendo prácticas profesionales o asistencias metodológicas en investigaciones que éstos realicen, que sean de interés estadístico.

12. Impulsar la formación de expertos en los distintos campos de la estadística nacional.

13. Formar, administrar y custodiar el Archivo Estadístico de Chile que, junto con otros documentos, contendrá publicaciones especializadas, descripciones metodológicas, instrucciones operativas y/o formularios que se utilicen o se hayan utilizado para la formación de las estadísticas y que constituyen el patrimonio estadístico del país.

14. Formar, administrar y custodiar la Mapoteca Censal Chilena, que incluirá mapas planimétricos por comunas, debidamente actualizados y adaptados a fines censales, planos topográficos o croquis de centros poblados. 

15. Confeccionar y mantener actualizado un registro de las personas naturales y jurídicas, viviendas, establecimientos y registros administrativos que constituyan fuente de información estadística.

16. Evacuar, de acuerdo con las recomendaciones internacionales, las consultas que formulen los organismos técnicos y estadísticos extranjeros.

17. Prestar asesoría técnica en materias estadísticas a los órganos de la Administración del Estado que lo soliciten. 

18. Elaborar y presentar la propuesta de Política Estratégica de Estadísticas al Consejo Estadístico Nacional conforme a lo dispuesto en el artículo 10. 

19. Efectuar planes de monitoreo, seguimiento y evaluación de la realización del Plan Nacional de Recopilación Estadística para ser presentados al Consejo Estadístico Nacional. 

20. Cumplir el rol de garante y custodio de las bases de datos nominadas levantadas en encuestas realizadas con fines estadísticos por otros órganos de la Administración del Estado, de conformidad con esta ley y su reglamento.

De igual forma, el Instituto Nacional de Estadísticas podrá ejercer la custodia de las bases de datos nominadas cuya conservación le encomiende el Banco Central de Chile, de conformidad con la ley Nº 18.840 y según los términos que se fijen de común acuerdo.

21. Resguardar el patrimonio estadístico del país de conformidad con esta ley y su reglamento. 

22. Las demás funciones que le encomiende la ley.

Las disposiciones legales, reglamentarias, contractuales o de cualquier otra índole sobre reserva no impedirán dar cumplimiento a las solicitudes de información reguladas en los números 4, 5 y 6 del inciso anterior. En consecuencia, la información proporcionada en conformidad con esta ley eximirá de toda responsabilidad legal a quienes la entreguen.

Artículo 8.- Direcciones regionales. El Instituto Nacional de Estadísticas contará con direcciones regionales.

Párrafo Segundo

Del Consejo Estadístico Nacional y sus funciones

Artículo 9.- Consejo Estadístico Nacional. Créase en la estructura del Instituto Nacional de Estadísticas un Consejo Estadístico Nacional (en adelante también el “Consejo”), órgano colegiado de carácter técnico, que deberá procurar la consistencia técnica de las estadísticas elaboradas por los órganos de la Administración del Estado, así como también velar por la debida y adecuada utilización de las definiciones técnicas y lineamientos generales aplicables a las estadísticas del Sistema, las cuales servirán de base para los procesos estadísticos de los órganos de la Administración del Estado.

Artículo 10.- Facultades del Consejo. Corresponderá al Consejo:

1. Aprobar técnicamente la propuesta de la Política Estratégica de Estadísticas del país elaborada por el Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas, la que deberá incorporar y definir la estrategia de desarrollo estadístico de la Nación y ser presentada a la Comisión Interministerial de Estadísticas para su aprobación.

2. Aprobar técnicamente el Plan Nacional de Recopilación Estadística, propuesto por el Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas, que deberá ser presentado a la Comisión Interministerial de Estadísticas para su aprobación.

3. Aprobar técnicamente la evaluación de la ejecución del Plan Nacional de Recopilación Estadística.

4. Aprobar los criterios técnicos y aspectos generales de los diseños, nuevas metodologías o actualizaciones de las estadísticas vigentes, a propuesta del Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas, velando por su pertinencia y necesidad pública comprometida.

5. Aprobar los criterios y estándares generales, a propuesta del Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas, en virtud de los cuales se configuren las estadísticas realizadas por parte de un órgano de la Administración del Estado que forme parte del Sistema, así como sugerir los plazos y procedimientos para su adecuada difusión. 

6. Establecer, a propuesta del Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas, los criterios técnicos y procedimientos de entrega de las encuestas levantadas para la generación de estadísticas por los órganos de la Administración del Estado que conforman el Sistema, para su custodia por parte del Instituto, de conformidad con lo establecido en la presente ley y en el reglamento respectivo.

7. Velar por el cumplimiento de las recomendaciones y estándares generales en materia estadística, aprobados de conformidad con el número 5 del presente artículo, por parte del Instituto Nacional de Estadísticas y de los órganos integrantes del Sistema.

En el ejercicio de esta facultad, el Consejo podrá realizar revisiones técnicas, de manera periódica o aleatoria, de las estadísticas levantadas por el propio Instituto Nacional de Estadísticas.

8. Revisar y aprobar el perfil profesional y de competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos a Director del Instituto, que deberá ser propuesto por el Ministro Economía, Fomento y Turismo o por el Subsecretario respectivo, actuando este último por delegación del primero.

9. Proponer al Presidente de la República, por los cuatro quintos de sus miembros, tres candidatos a la Dirección Nacional del Instituto de la nómina propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública, conforme con lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882 y en el artículo 19 de la presente ley. El Consejo del Instituto deberá enviar dicha propuesta en el plazo máximo de cinco días, contado desde la recepción de la nómina.

10. Solicitar apoyo de expertos en materias determinadas sobre asuntos técnicos de su competencia.

11. Requerir información al Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas para el cumplimiento de sus funciones.

12. Proponer al Presidente de la República la remoción del Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas, por motivos fundados y con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros en ejercicio. 

13. Las demás funciones que le encomiende la ley.

Artículo 11.- Integración. El Consejo Nacional de Estadísticas estará integrado por cinco miembros (en adelante “consejeros”), nombrados por el Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, previo acuerdo de los tres quintos de los miembros en ejercicio del Senado. El Presidente de la República hará la propuesta en un solo acto y el Senado deberá pronunciarse sobre ella como una unidad.

Los consejeros deberán ser personas que reúnan relevantes méritos profesionales y/o académicos en materias estadísticas o matemáticas o de investigaciones económicas o sociales, cuya idoneidad garantice el debido funcionamiento del Consejo. Para ser designado consejero se requerirá contar con grado académico de magíster o de doctor.

Los consejeros durarán seis años en sus cargos y serán renovados por parcialidades de dos y tres miembros en cada elección. Podrán ser designados para un nuevo período sucesivo por una sola vez.

El Presidente del Consejo será designado de entre sus miembros, durará tres años en este cargo o el tiempo menor que le reste como consejero, y podrá ser designado para nuevos períodos.

El Consejo elegirá de entre sus miembros a la persona que se desempeñará como Vicepresidente, quien durará en este cargo por el período de tres años o el tiempo que le reste como consejero. 

Los consejeros percibirán una dieta equivalente a 14 unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 112 unidades tributarias mensuales por cada mes calendario.

El Presidente del Consejo percibirá una dieta equivalente a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asista, con un máximo de 136 unidades tributarias mensuales por cada mes calendario, y no le será aplicable lo dispuesto en el inciso anterior.

El Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas podrá asistir de forma permanente a las sesiones del Consejo, sólo con derecho a voz.

Artículo 12.- Incompatibilidades e inhabilidades de los consejeros. La calidad de consejero será incompatible con el ejercicio de los cargos de diputado, senador, intendente, alcalde, concejal, consejero regional, juez, fiscal del Ministerio Público, funcionario de la Administración del Estado, funcionario del Banco Central de Chile, miembro de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública y miembro de los órganos de dirección de los partidos políticos.

Los integrantes del Consejo no podrán ser gerentes, administradores, directores o ejercer cargos directivos, ni podrán tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, o de sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, cuyo objeto o giro comercial verse sobre producción y/o levantamiento de datos, generación de estadísticas generales o particulares. Esta incompatibilidad será extensiva a sus cónyuges, convivientes civiles y a sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad.

Los consejeros estarán especialmente afectos a la obligación de guardar reserva y secreto de los datos e informaciones de terceros y de aquella información que genere u obre en poder del Instituto Nacional de Estadísticas de que tengan conocimiento, la que no podrán utilizar por sí mismos o por interpósitas personas, ni proporcionarla a terceros.

Una vez que los consejeros hayan cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrán ser gerentes, administradores o directores, ni podrán tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046, cuyo objeto o giro comercial verse sobre investigación de mercado o de producción y/o levantamiento de datos, hasta seis meses después de haber expirado en sus funciones.

Los exconsejeros afectos a la prohibición contenida en el inciso anterior deberán informar al Consejo sus participaciones societarias y todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realicen, tanto en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas. Esta obligación se extenderá hasta un año posterior al término de dicha prohibición.

Artículo 13.- Cesación de los consejeros. Los consejeros serán inamovibles en sus cargos. Sin embargo cesarán en el cargo por las causales siguientes:

1. Expiración del plazo para el que fue nombrado.

2. Renuncia voluntaria, aceptada por el Presidente de la República.

3. Incapacidad psíquica o física sobreviniente para su desempeño.

4. Incurrir en alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad a las que se refiere el artículo anterior.

5. Faltar gravemente al cumplimiento de sus obligaciones como consejero. Serán faltas graves, entre otras, la inasistencia injustificada a tres sesiones consecutivas o a seis sesiones del Consejo, ordinarias o extraordinarias, durante un mismo año calendario, y la infracción de la obligación de guardar reserva y secreto de los datos e informaciones de terceros a que se refiere el inciso tercero del artículo 12.

El consejero respecto del cual se verificare alguna causal de las contenidas en los numerales 3 o 4 cesará automáticamente en su cargo, debiendo comunicar de inmediato dicha circunstancia al Consejo. De igual forma, cesará en su cargo el consejero cuya renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República, de conformidad con el número 2.

Si alguno de los consejeros incurre en cualquiera de las conductas descritas en el número 5 podrá ser acusado ante la Corte Suprema, la que resolverá en pleno y en única instancia sobre la concurrencia de la causal. La acusación deberá ser fundada y deberá ser interpuesta por el Presidente de la República o por al menos dos miembros del Consejo. 

La Corte dará traslado por seis días hábiles al acusado, podrá dictar medidas para mejor resolver y, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días. La causa tendrá preferencia para su vista y fallo, y la sentencia se dictará en el plazo de treinta días contado desde la vista.

Mientras se encuentre pendiente la resolución, la Corte podrá disponer la suspensión temporal del consejero acusado. Ejecutoriada la sentencia, el consejero afectado cesará de inmediato en el cargo, sin que pueda ser designado nuevamente.

Producida una vacante, el Presidente de la República propondrá al Senado su reemplazante dentro de un plazo que no podrá exceder de treinta días hábiles. Los consejeros reemplazantes de aquéllos que cesaron en sus cargos por las causales establecidas en los numerales 2, 3, 4 o 5 del inciso primero durarán en su cargo hasta el término del período que restaba por cumplir al consejero que produjo la vacante.

Artículo 14.- Quórum del Consejo. El Consejo sesionará con la mayoría de sus miembros en ejercicio y adoptará sus acuerdos por la mayoría de sus miembros presentes. El Presidente del Consejo tendrá voto dirimente en caso de empate.

Artículo 15.- Sesiones del Consejo. El Consejo sesionará en forma ordinaria y extraordinaria. 

Serán sesiones ordinarias aquellas que determine el propio Consejo para días y horas determinadas, en las que se tratarán todas las materias que el Presidente del Consejo incluya en la tabla respectiva, con especial consideración de los asuntos que le solicite el Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas. La tabla deberá ser comunicada a los consejeros con a lo menos veinticuatro horas de anticipación a la fecha de la sesión respectiva. 

Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo deberá realizar sesiones ordinarias al menos una vez al mes. 

Las sesiones extraordinarias se celebrarán cuando las cite especialmente el Presidente del Consejo por sí o a requerimiento escrito de dos o más consejeros. Estas sesiones deberán ser citadas con cuarenta y ocho horas de anticipación a la fecha de su celebración y en ellas se tratarán exclusivamente aquellas materias que motivan la convocatoria.

El Consejo contará con un secretario técnico, que será responsable de las actas de las sesiones. Será designado por la mayoría de los miembros del Consejo a proposición del Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas, previo concurso público para la provisión del cargo. El Instituto deberá otorgar el apoyo administrativo necesario para el adecuado funcionamiento del Consejo.

Artículo 16.- Funciones del Presidente del Consejo. Corresponderá al Presidente del Consejo:

1. Presidir las sesiones.

2. Ordenar las citaciones a sesiones ordinarias y extraordinarias.

3. Velar por el cumplimiento de los acuerdos del Consejo.

4. Comunicar los acuerdos del Consejo en materias de su competencia al Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas para su ejecución.

Artículo 17.- Funciones del Vicepresidente del Consejo. Corresponderá al Vicepresidente del Consejo:

1. Subrogar al Presidente en caso de ausencia, vacancia o inhabilidad que impida a éste desempeñar el cargo, sin que sea necesario acreditarlo ante terceros. La subrogación comprenderá todas las funciones y facultades del Presidente, inclusive las que le pertenezcan por delegación.

2. Cumplir con toda otra función que le encomiende el Consejo.

Artículo 18.- Las materias relativas al funcionamiento interno del Consejo se reglamentarán por decreto supremo dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y suscrito por el Ministro de Hacienda.

Párrafo Tercero

Del Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas

Artículo 19.- Director Nacional. El Director Nacional será el jefe superior del Instituto Nacional de Estadísticas y será nombrado por el Presidente de la República de la terna propuesta por los cuatro quintos del Consejo Estadístico Nacional, previo proceso efectuado conforme al Sistema de Alta Dirección Pública regulado en el Título VI de la ley N° 19.882, con excepción de lo dispuesto en la letra d) del artículo cuadragésimo segundo de dicho cuerpo legal.

Para los efectos señalados en el inciso anterior, el Consejo de Alta Dirección Pública elaborará una nómina que considerará a los candidatos idóneos del respectivo proceso de selección, la que será remitida al Consejo Estadístico Nacional con el objeto de ejercer la facultad señalada en el número 9 del artículo 10 de la presente ley. 

Al Director Nacional le serán aplicables las normas del Sistema de Alta Dirección Pública, con excepción de aquellas que señala esta ley.

Artículo 20.- Funciones del Director Nacional. Corresponderá al Director Nacional:

1. Administrar el Instituto Nacional de Estadísticas, para lo cual podrá ejecutar todo acto necesario para el cumplimiento de los fines de éste. Para el adecuado cumplimiento de estas funciones, podrá:

a) Fijar las tarifas y condiciones de entrega de estudios especiales conforme al artículo 39.

b) Designar y contratar al personal del Instituto Nacional de Estadísticas.

c) Determinar la estructura organizativa interna del Instituto Nacional de Estadísticas, de conformidad con lo dispuesto en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

d) Contratar, en virtud de lo dispuesto en la presente ley, a los expertos que requiera la institución.
e) Dictar las normas e instrucciones de carácter general de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7, y establecer la periodicidad de las publicaciones del Instituto Nacional de Estadísticas, previo acuerdo y visación del Consejo.

2. Participar de manera permanente en las sesiones del Consejo Estadístico Nacional, sólo con derecho a voz.

3. Presentar al Consejo una propuesta de Política Estratégica de Estadísticas, para su aprobación técnica.

4. Proponer al Consejo Estadístico Nacional el Plan Nacional de Recopilación Estadística, para su aprobación técnica.

5. Cumplir y hacer cumplir los acuerdos del Consejo, dictando los actos administrativos necesarios para ello.

6. Informar periódicamente al Consejo en materias técnicas estadísticas del Instituto Nacional de Estadísticas y de las relacionadas con los órganos de la Administración del Estado que formen parte del Sistema.

7. Informar al Consejo sobre la aplicación de los estándares y recomendaciones internacionales en materia estadística.

8. Ejercer la función de secretario ejecutivo de la Comisión Interministerial de Estadística.

9. Remitir a la Comisión Interministerial de Estadísticas la propuesta de Plan Nacional de Recopilación Estadística, a más tardar en el mes de junio del año anterior a su implementación, previa aprobación técnica del Consejo, de conformidad con el número 3 del artículo 26.

10. La representación judicial y extrajudicial del Instituto, pudiendo en dicha calidad suscribir los convenios que estime necesarios con el sector público o privado.

11. Dictar y ejecutar todos los actos y celebrar todos los convenios con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, que sean necesarios para el cumplimiento de los objetivos y funciones del Instituto y los demás que le fijen las leyes.

12. Dictar las instrucciones internas necesarias para el adecuado funcionamiento del Instituto, con excepción de las materias que se refieren al funcionamiento del Consejo.

13. Determinar la aplicación de multas y sanciones por infracciones contenidas en los artículos 57 y siguientes, conforme a los procedimientos establecidos en esta ley y en las demás aplicables.

14. Representar al Estado de Chile en todo tipo de reuniones y eventos sobre asuntos de estadística, en los cuales el Estado de Chile o sus organismos participen como organizadores, integrantes, invitados, observadores o de cualquier otro modo. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de las facultades constitucionales y legales del Presidente de la República en coordinación con el Ministro de Relaciones Exteriores y otros representantes de órganos de la Administración del Estado que formen parte del Sistema.

15. Ejercer las demás funciones que le encomiende el Consejo, dentro de sus atribuciones.

16. Representar por escrito a los órganos de la Administración del Estado que formen parte del Sistema cuando no den cumplimiento a los requerimientos que les sean formulados con una finalidad estadística, o cuando la estadística que produzcan no se ajuste a las reglas y métodos convenidos en el referido Sistema.

17. Ejercer las demás funciones que le encomiende la ley.

Artículo 21.- Incompatibilidades e inhabilidades del Director Nacional. La calidad de Director Nacional será incompatible con el ejercicio de los cargos de diputado, senador, intendente, alcalde, concejal, consejero regional, juez, fiscal del Ministerio Público, funcionario de la Administración del Estado, funcionario del Banco Central de Chile, miembro de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública y miembro de los órganos de dirección de los partidos políticos.

El Director Nacional no podrá ser gerente, administrador o director, ni podrá tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, o de sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046, cuyo objeto o giro comercial verse sobre producción y/o levantamiento de datos. Esta incompatibilidad será extensiva a su cónyuge, conviviente civil y a sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad.

El Director Nacional estará especialmente afecto a la obligación de guardar reserva y secreto de los datos e informaciones de terceros y de aquella información que genere u obre en poder del Instituto Nacional de Estadísticas de que tenga conocimiento, y no podrá utilizarla por sí mismo o por interpósitas personas, ni proporcionarla a terceros.

Una vez que el Director Nacional haya cesado en el cargo por cualquier motivo, por el plazo de seis meses no podrá ser gerente, administrador o director, ni podrá tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, o de sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046, cuyo objeto o giro comercial verse sobre investigación de mercado o de producción y/o levantamiento de datos.

El ex Director Nacional afecto a la prohibición contenida en el inciso anterior deberá informar al Consejo sus participaciones societarias y todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realice, tanto en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas. Esta obligación se extenderá por el plazo de un año, posterior al término de dicha prohibición.

Artículo 22.- Causales de cesación en el cargo. El Director Nacional cesará en el cargo por las siguientes causales:

1. Expiración del plazo para el que fue nombrado.

2. Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.

3. Incapacidad psíquica o física sobreviniente para su desempeño.

4. Incurrir en alguna causal de inhabilidad indicada en el artículo 21.

5. Incumplimiento grave de sus obligaciones, especialmente de aquellas contenidas en el artículo 20.

Si se verificare alguna de las causales contenidas en los numerales 3 y 4, el Director Nacional cesará automáticamente en el cargo y deberá comunicar de inmediato dicha circunstancia al Consejo. De igual forma, cesará en el cargo si su renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República, de conformidad con el número 2.

El Presidente de la República, de oficio o a petición de al menos cuatro miembros del Consejo, podrá, por motivos fundados, remover al Director Nacional en caso de incurrir en la causal señalada en el número 5. 

Al Director Nacional no le será aplicable lo dispuesto en el artículo quincuagésimo octavo de la ley N° 19.882. Sólo tendrá derecho a la indemnización que señala el inciso segundo del referido artículo quincuagésimo octavo cuando cese en el cargo por aplicación de la causal señalada en el número 1 del presente artículo.

Artículo 23.- Rendición de Cuentas. El Director Nacional rendirá cuenta anual ante el Consejo de las actividades del Instituto Nacional de Estadísticas, en audiencia pública especialmente convocada para dicho efecto.

Artículo 24.- Administración financiera y control. El Instituto deberá cumplir con las normas establecidas en el decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.

El Instituto estará sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República.

Párrafo Cuarto

De la Comisión Interministerial de Estadísticas

Artículo 25.- Comisión Interministerial de Estadísticas. La coordinación del Sistema estará a cargo de la Comisión Interministerial de Estadísticas, la cual se reunirá a lo menos dos veces al año o cuando su presidente la convoque o a petición fundada del Consejo.

La Comisión Interministerial de Estadísticas será presidida por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo. Estará integrada por el Ministro de Hacienda y el Ministro de Desarrollo Social y los demás ministros que con carácter permanente determine el Presidente de la República mediante decreto supremo.

Sin perjuicio de la composición que se determine de conformidad con lo establecido en el inciso anterior, siempre podrán participar con derecho a voz otros ministros de Estado que hayan sido invitados por la Comisión Interministerial de Estadísticas o así lo hayan requerido. Asimismo, la Comisión Interministerial de Estadísticas podrá invitar a participar con derecho a voz a otros funcionarios de la Administración del Estado o a personas de reconocida competencia en la materia.

El Banco Central de Chile, en virtud de las facultades conferidas por su propia ley orgánica constitucional, podrá participar como asesor de esta Comisión Interministerial de Estadísticas, representado por su Presidente o su subrogante legal, o bien por la persona que éste designe para asistir en representación del Banco. Para tal efecto, el Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas le comunicará la convocatoria a la sesión con al menos quince días corridos de anticipación, debiendo el Banco Central de Chile comunicar su participación dentro de los cinco días corridos siguientes de recibida la convocatoria.

Artículo 26.- Funciones de la Comisión Interministerial de Estadísticas. Las funciones de esta Comisión serán:

1. Coordinar, a través del Instituto Nacional de Estadísticas, a los órganos de la Administración del Estado que forman parte del Sistema, respecto a las actividades de integración, compilación, validación, publicación, divulgación, difusión y conservación de la información estadística de interés nacional que éstos realicen, con la finalidad de evitar duplicidades en los levantamientos de información estadística.

2. Proponer al Presidente de la República la Política Estratégica de Estadística elaborada por el Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas y aprobada técnicamente por el Consejo. 

3. Aprobar el Plan Nacional de Recopilación Estadística, propuesto por el Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas y aprobado técnicamente por el Consejo de acuerdo con el número 2 del artículo 10. 

4. Remitir al Presidente de la República, en el mes de diciembre de cada año, el Plan Nacional de Recopilación Estadística aprobado por ella. Este Plan podrá ser considerado por el Presidente de la República en la dictación del decreto que fije anualmente el Plan de Recopilación Estadística que se implementará en el siguiente año.

El decreto referido señalará las obligaciones de los organismos públicos que deberán proporcionar información, las estadísticas que deberán compilar y los recursos disponibles para su ejecución conforme a la Ley de Presupuestos de cada año.

5. Proponer la elaboración de levantamientos e indicadores estadísticos, cuando éstos sean de pertinencia estadística y puedan ser usados para la toma de decisiones de políticas públicas.

6. Promover la estandarización técnica y metodológica, bajo criterios aprobados por el Consejo, de los procesos de recolección de datos y de generación de las estadísticas de cada órgano de la Administración del Estado, de modo de garantizar el más alto estándar de calidad técnica, promover su comprensión y correcta interpretación, y facilitar el intercambio de información estadística entre generadores y usuarios.

7. Cumplir las demás funciones que le encomienden expresamente ésta y otras leyes.

Artículo 27.- La Comisión Interministerial de Estadísticas determinará la periodicidad de sus sesiones, la convocatoria, el quórum necesario para sesionar, el quórum requerido para adoptar acuerdos y todas las demás disposiciones necesarias para su adecuado funcionamiento. 

Artículo 28.- Los acuerdos de la Comisión Interministerial de Estadísticas que deban materializarse mediante actos administrativos que conforme al ordenamiento jurídico deben dictarse por un ministerio, serán expedidos a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

Título III

Del personal

Artículo 29.- Régimen de personal. El personal del Instituto Nacional de Estadísticas estará afecto a las disposiciones de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.

El personal a contrata podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura que se le asignen o deleguen mediante resolución fundada del Director Nacional. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% de la dotación máxima de personal.

Título IV

Del patrimonio

Artículo 30.- Patrimonio. El patrimonio del Instituto Nacional de Estadísticas estará formado por:

1. El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos.

2. Los bienes muebles e inmuebles que se le transfieran o que adquiera a cualquier título, y por los frutos de esos bienes.

3. Los ingresos que perciba por los servicios que preste. 

4. Las donaciones que se le hagan, y las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán el trámite de insinuación.

5. Los aportes de la cooperación internacional.

Título V

Del secreto estadístico y otras obligaciones de reserva de información

Artículo 31.- El secreto estadístico. El secreto estadístico es la obligación que recae en el personal de los organismos públicos e intervinientes del Sistema respecto de los datos recolectados para la elaboración de estadísticas, consistente en la prohibición de revelar los hechos que se refieran a personas naturales o jurídicas determinadas, de los que hayan tomado conocimiento de manera directa o indirecta en el desempeño de sus actividades. Esta prohibición se mantendrá incluso una vez terminado el vínculo con el organismo de que se trate.

Para los efectos señalados anteriormente, se entenderá que son hechos referentes a personas naturales o jurídicas determinadas los que permitan la identificación inmediata de los interesados, o bien, conduzcan por su estructura, contenido o grado de desagregación a la identificación indirecta de los mismos. Queda prohibida la utilización de los hechos obtenidos directamente de los informantes por los servicios estadísticos para finalidades distintas de las estadísticas.

Artículo 32.- Deber de reserva temporal. El personal de los órganos de la Administración del Estado o intervinientes en el proceso estadístico que, estando o no sujetos a secreto estadístico, tengan acceso a información no divulgada por la autoridad competente, deberán mantener reserva sobre esta información hasta que sea oficializada por la autoridad competente.

Artículo 33.- Naturaleza confidencial de la información. Sin perjuicio que para otros efectos legales la información recogida sea pública, determinada o determinable, una vez que ésta sea recogida con finalidades estadísticas por un órgano de la Administración del Estado o funcionario o interviniente en el Sistema Estadístico Nacional, dicha información adquiere por el solo ministerio de la ley el carácter de secreta o reservada, conforme a lo señalado en los artículos 31 y 32, según corresponda.

Artículo 34.- Indeterminación, anonimización e innominación de los datos que se entregan. De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 31, el Instituto Nacional de Estadísticas sólo podrá entregar datos anonimizados, innominados e indeterminables.

Artículo 35.- Cesión de datos contenidos en registros administrativos con fines estadísticos. Cuando sean solicitados por el Instituto o por el Banco Central de Chile, los órganos de la Administración del Estado que cuenten con registros administrativos de utilidad para fines estadísticos, deberán autorizar el acceso a ellos de manera determinada o nominada, cuando éstos sean indispensables y sirvan de insumo para la elaboración de estadísticas contenidas en el Plan Nacional de Recopilación Estadística o de otras dentro del ámbito de las funciones del Instituto.

Las disposiciones legales, reglamentarias, contractuales o de cualquier otra índole sobre reserva no impedirán dar cumplimiento a las solicitudes de información reguladas en este artículo, debiendo adoptarse las medidas de resguardo y seguridad de la información solicitada.

Artículo 36.- Solicitudes de información conforme a la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública. Las solicitudes de particulares de acceso a la información que sean formuladas al Instituto Nacional de Estadísticas o que le sean derivadas a éste por otros órganos de la Administración del Estado por tratarse de materias de su competencia, deberán responderse respetando el secreto estadístico o la reserva de la información de conformidad a lo establecido en la presente ley.

El Instituto Nacional de Estadísticas podrá denegar fundadamente la entrega de información cuando su divulgación cause un grave daño al Sistema.

Se entenderá que existe grave daño al Sistema, en los siguientes casos:

1. Cuando se trate de indicadores cuya entrega pueda poner en riesgo la calidad de la información que corresponda elaborar al Instituto, como por ejemplo aquellos que no han sido publicados con anterioridad.

2. Cuando se trate de información que carece de calidad mínima, como por ejemplo las estadísticas preliminares o intermedias, y cuya divulgación y uso pueda inducir a error a quien la utiliza.

3. Cuando se trate de productos intermedios cuyo valor y efecto estadístico sólo aparece una vez que el producto final ha sido divulgado por el Instituto Nacional de Estadísticas.

Artículo 37.- Acceso al Archivo Estadístico Nacional y Mapoteca Censal Chilena. El acceso a la información a que se refieren los números 13 y 14 del artículo 7 es público, sin perjuicio que su consulta sólo puede realizarse en las dependencias físicas del Instituto Nacional de Estadísticas donde éstos se encuentran. 

Artículo 38.- Acceso especial a investigadores. En aquellos casos en que sea posible generar un campo más amplio de información, utilizando datos y estadísticas realizadas por el Instituto Nacional de Estadísticas, o custodiadas por éste en virtud de lo dispuesto en el número 20 del artículo 7, se podrá autorizar el acceso por un plazo determinado a investigadores para la producción de dicha información.

Para acceder a los datos en los términos señalados en el inciso anterior, el investigador deberá cumplir con el procedimiento de acreditación, requisitos y condiciones que para estos efectos fije el Consejo, y acompañar los antecedentes, objetivos o hipótesis de la investigación. Además, el investigador deberá prestar y suscribir una declaración jurada de guardar secreto sobre la información a la que tendrá acceso, quedando para todos los efectos legales sujeto a las normas que regulan el secreto estadístico en esta ley.

Estas solicitudes serán gratuitas y el resultado de las investigaciones será siempre de libre acceso público, previa revisión y verificación por parte del Instituto Nacional de Estadísticas de la indeterminación o anonimización de los datos e información utilizada en la investigación autorizada.

El Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas, dentro del plazo de diez días contado desde el cumplimiento de los requisitos señalados en este artículo, podrá autorizar el acceso a la información solicitada, facilitando los medios físicos y tecnológicos disponibles que permitan realizar el tratamiento de los datos e información requerida en condiciones de seguridad apropiadas y de anonimización.

Artículo 39.- Cobro por trabajos o estudios especiales. El Instituto Nacional de Estadísticas podrá cobrar por los trabajos o estudios especiales que se le soliciten una tarifa pública y no discriminatoria que fijará para tal efecto, la que en ningún caso podrá ser inferior al costo efectivo de dichos estudios.

Sin perjuicio de lo anterior, todos los informes estadísticos y estudios terminados que sean elaborados por el Instituto Nacional de Estadísticas deberán estar disponibles en su página web, y su contenido deberá estar dispuesto de manera inteligible, para que pueda ser accedido, comprendido y utilizado por la ciudadanía.

Título VI

De la actividad estadística

Párrafo Primero

Colaboración en la actividad estadística y acceso a los registros administrativos

Artículo 40.- Información en poder de los órganos de la administración del Estado. El Instituto Nacional de Estadísticas podrá solicitar fundadamente a los órganos de la Administración del Estado la información que sea de utilidad para fines estadísticos, esté o no en registros administrativos, cualquiera sea su soporte, formato, origen, clasificación o procesamiento, de acuerdo con las instrucciones generales impartidas por el Instituto Nacional de Estadísticas en esta materia, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 7, 9 y 10.

Los órganos de la Administración del Estado señalados en el inciso primero del artículo 2, que tuvieren a su cargo la realización de trabajos que pudieren ser de utilidad para cualquier estudio de carácter geográfico, estadístico o censal estarán obligados a proporcionar al Instituto Nacional de Estadísticas una copia de sus trabajos, estudios, mapas, planos, croquis o fotografías. Se exceptúan aquellos de las Fuerzas Armadas cuyo conocimiento pueda afectar la defensa o seguridad nacional.

Para los fines generales de coordinación de las estadísticas nacionales, los organismos señalados en el inciso anterior deberán comunicar al Instituto sus planes de trabajo en lo que se refiere a la colección, compilación y clasificación de informaciones estadísticas, con excepción de aquella información o planes de trabajo que puedan afectar la defensa o seguridad nacional.

Artículo 41.- Obligación de colaboración de funcionarios públicos. Para efectos de la realización de encuestas, estadísticas y censos se podrá requerir, por intermedio de la autoridad correspondiente, la participación de cualquier funcionario de los órganos de la Administración del Estado señalados en el inciso primero del artículo 2.

Artículo 42.- Obligación de colaboración al proceso de censos o investigadores muestrales. Los órganos de la Administración del Estado indicados en el inciso primero del artículo 2, previa solicitud del Instituto, colaborarán con éste para el mejor desarrollo de los censos o investigaciones muestrales que realice, facilitando la ayuda necesaria, incluido personal, medios de movilización y demás elementos de que dispongan.

Artículo 43.- Obligación de entregar información y derecho a saber. Todas las personas naturales o jurídicas chilenas y las residentes o transeúntes están obligadas a suministrar al Instituto los datos, antecedentes o informaciones para la elaboración de las estadísticas contenidas en el Plan Nacional de Recopilación Estadística que éste les solicite por intermedio de sus funcionarios, delegados o comisionados, de palabra o por escrito, acerca de hechos que por su naturaleza y finalidad tengan relación con la formación de dichas estadísticas.

Al momento de solicitar aquella información a las personas señaladas en el inciso anterior, se les deberá dar a conocer el propósito estadístico para el que dichos datos son recogidos y la garantía de secreto estadístico que existe sobre ellos.

Artículo 44.- Obligación de entrega de información para los órganos públicos. Los órganos de la Administración del Estado señalados en el inciso segundo del artículo 2 estarán obligados a proporcionar los datos que son de interés e indispensables para la elaboración de estadísticas, a requerimiento fundado del Instituto, de acuerdo con las normas e instrucciones generales por él dictadas en esta materia.

Igualmente, deberán cumplir con las normas e instrucciones generales que el Instituto elabore para la colección, compilación y clasificación de estas informaciones.

Respecto de los requerimientos sobre información amparada por el secreto o reserva a que se refiere el artículo 35 del Código Tributario, el Instituto Nacional de Estadísticas podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos la información que sirva de insumo para confeccionar estadísticas y que sea indispensable o necesaria para su elaboración. En su requerimiento deberá indicar expresa y detalladamente la información que solicita y los fines para los cuales será empleada. El Servicio de Impuestos Internos deberá entregar la información solicitada, de acuerdo a los antecedentes que consten en sus registros y en el ámbito de su competencia, sin que pueda excusar la entrega de esta información invocando el secreto regulado en el artículo 35 del Código Tributario o en otras normas que impliquen secreto o reserva.

Los funcionarios y el personal del Instituto Nacional de Estadísticas que tomen conocimiento de la información tributaria secreta o reservada quedarán sujetos a lo establecido en el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario, sin perjuicio de mantener esta información bajo el secreto estadístico regulado en el artículo 31 de la presente ley. El incumplimiento del deber de secreto establecido en este artículo será considerado una contravención grave al principio de probidad en los términos del artículo 62 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fija el decreto con fuerza de ley Nº 1/19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, sin perjuicio de las sanciones penales señaladas en ésta y en otras leyes.

Artículo 45.- La autoridad, jefatura o jefe superior de aquellos organismos señalados en los artículos anteriores que, requerida por el Instituto Nacional de Estadísticas conforme a lo dispuesto en los artículos 40 o 41, se hubiere negado injustificadamente a proporcionar la información que le fuera solicitada o la entregue de manera inoportuna, será sancionada con una multa del 20% hasta el 50% de su remuneración mensual, conforme al procedimiento de investigación sumaria o sumario administrativo señalado en el artículo 56.

Artículo 46.- Información en otros órganos del Estado y en órganos autónomos constitucionales. El Instituto Nacional de Estadísticas podrá solicitar la información que sea indispensable y sirva de insumo para elaborar estadísticas contenidas en el Plan Nacional de Recopilación Estadística u otras dentro del ámbito de sus funciones, que se produzca o recoja por parte del Congreso Nacional, el Poder Judicial u otro órgano autónomo constitucional.

En el ejercicio de esta facultad, el Instituto, mediante una solicitud formal, deberá indicar expresa y detalladamente la información que solicita, los fines para los cuales será empleada y la utilidad que se espera del tratamiento de los datos solicitados. Los órganos señalados en el inciso precedente proporcionarán la información y los antecedentes solicitados que consten en sus registros y que se encuentren dentro del ámbito de su competencia, salvo que su entrega pudiera afectar el debido cumplimiento de sus funciones, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, según lo previsto en el artículo 8 de la Constitución Política de la República.

De igual forma, el Instituto Nacional de Estadísticas y el Banco Central de Chile podrán intercambiar la información que compilen para el cumplimiento de sus respectivas funciones estadísticas, sin que les resulten aplicables a este respecto, y sólo para tal intercambio de información, las normas sobre secreto estadístico previstas en esta ley o la obligación de reserva legal contemplada en el artículo 65 bis y 66 de la ley orgánica constitucional del Banco Central de Chile. En todo caso, la información indicada deberá ser requerida por el organismo que la solicite para el cumplimiento de sus respectivas competencias legales en materia estadística, y queda prohibido cualquier otro uso de carácter no estadístico.

Párrafo Segundo

De los censos y su levantamiento

Artículo 47.- Determinación de los elementos del censo. Mediante una resolución del Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas, previamente visada por el Consejo, se determinarán en relación al censo las siguientes materias:

1. Definición de metodología.

2. Definición de estándares y mejores prácticas. 

3. Forma y modalidades de extracción de datos.

4. Modalidades de almacenamiento.

5. Fechas y plazos de aplicación.

6. Fechas y plazos de entrega de información.

7. La fecha en que se realizará el censo, que tendrá el carácter de feriado legal, cuando la metodología así lo requiera. 

8. En general todos aquellos aspectos que permitan regular el adecuado desarrollo del proceso del censo.

Artículo 48.- Restricciones y prohibiciones. La resolución señalada en el artículo anterior deberá contener todas las instrucciones y directrices necesarias para la realización de los censos. Asimismo, deberá detallar las restricciones, si las hubiere, a actividades, espectáculos y reuniones públicas que sean estrictamente necesarias, pudiendo extenderlas al horario de funcionamiento de restaurantes, supermercados y comercio en general.

Párrafo Tercero

De las estadísticas vitales y otras mediciones

Artículo 49.- Estadísticas vitales. El Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas podrá suscribir convenios con el Servicio de Registro Civil e Identificación, Carabineros de Chile, Ministerio de Salud o cualquier otro organismo público que produzca o recoja información con utilidad estadística, cuyo objeto será la realización de trabajos específicos para recoger formularios o producir información estadística.

Artículo 50.- Medición oficial de la pobreza. Será función del Instituto Nacional de Estadísticas realizar la medición de la pobreza. Para proceder a esta medición, el Ministerio de Desarrollo Social será el mandante del proceso, conforme a las funciones que para estos efectos le otorgan las letras e), t) y w) del artículo 3 de la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y modifica cuerpos legales que indica. En el cumplimiento de estas atribuciones, ese ministerio colaborará en todas las etapas del proceso de medición de la pobreza, ya sea mediante la disposición de datos o mediante cualquier otro apoyo que le sea requerido. Para tal efecto, las instituciones antes señaladas suscribirán un convenio. 

Con el objeto de apoyar la medición de la pobreza en el país, el Instituto Nacional de Estadísticas contará con la asesoría de un Comité de Expertos en Medición de Pobreza, de carácter permanente, que lo asesorará en aspectos tanto conceptuales como metodológicos del proceso de medición de la pobreza. Dicho comité deberá contar entre sus integrantes, a lo menos, con un miembro del Consejo. 

Será responsabilidad del Instituto Nacional de Estadísticas mantener y publicar todas las series históricas de medición oficial de la pobreza que se hayan realizado desde el año 1990.

Un reglamento, dictado conjuntamente por los Ministerios de Economía, Fomento y Turismo y de Desarrollo Social, establecerá la forma de designación de los integrantes del Comité de Expertos en Medición de Pobreza, sus funciones y las demás normas necesarias para su adecuado funcionamiento.

Párrafo Cuarto

De las obligaciones y otros derechos en la actividad estadística

Artículo 51.- Obligaciones de terceros en la actividad estadística. Los organismos públicos que para el levantamiento de información estadística contraten los servicios de terceros ajenos al Sistema deberán establecer expresamente que dichas obligaciones incluyen la entrega al Instituto Nacional de Estadísticas de todas las bases de datos a que dio origen el encargo, sean éstas nominadas o no, y de los demás antecedentes relacionados con ellas. 

Una vez entregada la información señalada en el inciso anterior, el tercero deberá destruir todas las bases de datos que obren en su poder y los antecedentes relacionados con ella, conforme a lo dispuesto en un reglamento especialmente dictado al efecto. 

Los terceros que participen de esta actividad quedarán sometidos al secreto estadístico en la forma y condiciones que establece esta ley, quedándoles además prohibido guardar copia, total o parcial, de la información referida.

La obligación de entrega de bases de datos, nominadas o no, establecida en el inciso primero, resultará aplicable al Instituto Nacional de Estadísticas cuando éste realice labores de levantamiento de datos por encargo del Banco Central de Chile para el desarrollo de estadísticas en el ejercicio de sus competencias.

Artículo 52.- Condiciones de seguridad en la entrega o cesión de datos y registros administrativos de los órganos de la Administración del Estado. Los órganos de la Administración del Estado que recojan datos, nominados o innominados, serán responsables de su custodia, seguridad y control físico. 

Cuando el Instituto Nacional de Estadísticas solicite los datos a que se refiere el inciso anterior para el cumplimiento de sus fines, y sin perjuicio de las normas sobre secreto estadístico establecidas en la ley, asegurará al respectivo responsable de esos datos que cumplirá, al menos, con análogas condiciones de seguridad a las señaladas en ese inciso.

Artículo 53.- Derechos en materia de protección de datos personales. Los derechos establecidos en el Título II de la ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada, deberán ejercerse ante el organismo público en poder del cual, en virtud de sus facultades legales, se encuentra el respectivo registro administrativo.

Artículo 54.- Nuevos levantamientos estadísticos. El Plan Estadístico Nacional sólo podrá considerar nuevos levantamientos estadísticos cuando el organismo que lo solicite fundamente ante el Instituto Nacional de Estadísticas que los datos no se encuentran disponibles.

Artículo 55.- Dudas o dificultades en materia estadística. En todos aquellos casos en que se presentaren dudas o dificultades en materia estadística entre los órganos de la Administración del Estado integrantes del Sistema, el Instituto Nacional de Estadísticas deberá resolverlas de conformidad a lo dispuesto en el número 9 del artículo 7.

El Instituto Nacional de Estadísticas determinará los criterios, estándares y reglas que deberán observar los integrantes del Sistema de conformidad a lo señalado en el artículo 7.

Título VII

De la responsabilidad administrativa, las sanciones a particulares y el procedimiento sancionatorio.

Párrafo Primero

De la responsabilidad administrativa

Artículo 56.- La autoridad, jefatura o jefe superior de aquellos organismos señalados en el artículo 2 que, requerido por el Instituto Nacional de Estadísticas conforme a lo dispuesto en los artículos 40 o 44, se hubiere negado injustificadamente a entregar la información que le fuera requerida o la entregue de manera inoportuna será sancionada con una multa del 20% hasta el 50% de su remuneración mensual, previa instrucción de una investigación sumaria o sumario administrativo de conformidad al Título VIII de la ley N° 10.336, de organización y atribuciones de la Contraloría General de la República, cuyo texto refundido fija el decreto N° 2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda. El procedimiento de investigación o sumario administrativo podrá ser iniciado por la Contraloría General de la República cuando así lo solicite el Instituto Nacional de Estadísticas. 

Si la autoridad, jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado requerido persistiere en su actitud, el Instituto Nacional de Estadísticas dará aviso a la Contraloría General de la República, la que le aplicará el duplo de la sanción original y la suspensión en el cargo por un lapso de cinco días.

Las sanciones previstas en este Título deberán ser publicadas en el sitio web del Instituto Nacional de Estadísticas, de la Contraloría General de la República y del respectivo órgano o servicio, dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde que la respectiva resolución quede a firme.

Párrafo Segundo

De las sanciones y el procedimiento sancionatorio

Artículo 57.- La persona natural o jurídica que infrinja las obligaciones o deberes señalados en esta ley será sancionada por el Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas, de acuerdo a las disposiciones de los artículos siguientes.

Artículo 58.- Para la determinación de la sanción administrativa, el Director Nacional deberá atender la siguiente escala de infracciones:

1. Infracciones leves: la entrega inoportuna de la información requerida por el Instituto Nacional de Estadísticas, conforme a lo dispuesto en el artículo 43, en que incurra una persona natural o jurídica, y todo incumplimiento de los deberes y obligaciones previstas en esta ley que no sea considerada una infracción más grave.

2. Infracciones menos graves: la entrega incompleta de la información requerida por el Instituto Nacional de Estadísticas, conforme a lo dispuesto en el artículo 43, en que incurra una persona natural o jurídica. 

3. Infracciones graves: la negativa a la entrega de la información requerida por el Instituto Nacional de Estadísticas, conforme a lo dispuesto en el artículo 43 por parte de una persona natural o jurídica.

Artículo 59.- La comisión de las infracciones descritas en el artículo anterior estará sujeta a las sanciones que a continuación se señalan:

1. Sanción por infracciones leves: multa a beneficio fiscal hasta un monto de 25 unidades de fomento.

2. Sanción por infracciones menos graves: multa a beneficio fiscal hasta un monto de 100 unidades de fomento.

3. Sanción por infracciones graves: multa a beneficio fiscal hasta un monto de 500 unidades de fomento.

El pago de las sanciones pecuniarias que imponga el Instituto Nacional de Estadísticas en virtud de este Párrafo deberá ser efectuado en la tesorería comunal correspondiente al domicilio del infractor dentro del plazo de diez días, contado desde que hayan quedado ejecutoriadas. Los comprobantes respectivos se ingresarán en las oficinas del Instituto Nacional de Estadísticas dentro de quinto día de efectuado el pago.

Artículo 60.- Para la determinación del monto de las multas señaladas en el artículo anterior, el Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas tendrá en cuenta:

1. En el caso que el infractor sea persona natural o jurídica, el perjuicio producido al Sistema con motivo de la infracción.

2. En el caso que el infractor sea persona jurídica, el monto de sus ventas, conforme a lo dispuesto en la ley Nº 20.416, o el número de trabajadores, conforme lo dispuesto en el artículo 505 bis del Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fija el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo.

3. La reincidencia en los hechos que motivan la sanción impuesta.

En caso de reincidencia, podrá aplicarse una multa de hasta tres veces el monto señalado. Se entenderá que hay reincidencia cuando existan dos o más procesos infraccionales de la misma naturaleza en estado ejecutoriado en un periodo inferior a doce meses. 

Para estos efectos, el Instituto Nacional de Estadísticas llevará un Registro de Sanciones, en el que se consignarán la individualización y demás antecedentes de quienes hayan sido objeto de la aplicación de alguna de las sanciones previstas en la presente ley.

Artículo 61.- En caso que la infracción haya sido cometida por una persona jurídica, sus socios, directores o representantes legales serán solidariamente responsables del pago de la multa, siempre que hayan concurrido con su voluntad a la materialización de la infracción.

Artículo 62.- En caso que la infracción consista en la no entrega de la información requerida por el Instituto Nacional de Estadísticas, la multa impuesta sufrirá un incremento del 0,25% diario sobre el monto originalmente impuesto, por cada día de retraso hasta que se produzca la entrega material de la información solicitada, con un tope máximo de hasta dos veces la multa original.

Artículo 63.- El procedimiento para la aplicación de las sanciones previstas en este Párrafo se sujetará a las siguientes reglas especiales:

1. El procedimiento se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que incluirá una descripción de los hechos que se estiman constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma presuntamente infringida y la disposición que establece la infracción, la sanción asignada y el plazo para formular descargos.

2. La notificación de la resolución que da inicio al procedimiento administrativo descrito en este artículo se efectuará mediante carta certificada dirigida al domicilio que tenga registrado en el Instituto Nacional de Estadísticas, o a aquél en que ejerza su profesión o industria.

3. Las demás notificaciones que tengan lugar en el procedimiento se efectuarán por correo electrónico a la dirección que para estos efectos se deberá señalar en los descargos. Las notificaciones se entenderán practicadas a contar del tercer día siguiente a la remisión del correo electrónico antes señalado.

4. El presunto infractor tendrá un plazo de cinco días contado desde la notificación para formular sus descargos.

5. Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, el Director Nacional podrá abrir un término probatorio de cuatro días, en el caso que exista mérito para ello.

El Instituto Nacional de Estadísticas dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el requerido en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes a la determinación, conocimiento y comprobación de los antecedentes en virtud de los cuales deba pronunciarse el acto que decida sobre la supuesta infracción y la eventual sanción aplicable. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.

6. Los hechos investigados y las responsabilidades de los presuntos infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible, los que se apreciarán de acuerdo a las reglas de la sana crítica.

7. La resolución que ponga fin al procedimiento sancionatorio será fundada y resolverá todas las cuestiones planteadas en el expediente, pronunciándose sobre cada una de las alegaciones y defensas del supuesto infractor, y señalará la sanción que le imponga o su absolución. Esta resolución deberá dictarse dentro de los quince días siguientes a aquél en que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente.

8. La resolución que aplique sanciones deberá indicar los recursos administrativos y judiciales que procedan contra ella en conformidad con esta ley, los órganos ante los que deban presentarse y el plazo para interponerlos.

En todo lo no previsto en este artículo se aplicará supletoriamente, y en lo que corresponda, la ley Nº 19.880, que Establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.

Artículo 64.- En contra de las resoluciones que dicte el Instituto Nacional de Estadísticas en las materias reguladas en el presente Título se podrá interponer el recurso de reposición establecido en el artículo 59 de la ley Nº 19.880, dentro del plazo de cinco días, contado desde la notificación de la respectiva resolución. El Instituto deberá resolver dentro de un plazo no superior a diez días.

La interposición de dicho recurso suspenderá el plazo para deducir el reclamo de ilegalidad a que se refiere el artículo siguiente de esta ley, el que se reanudará desde la notificación de la resolución que expresamente resuelva el rechazo total o parcial de la reposición, o por haber operado el silencio negativo, en los términos del artículo 65 de la ley N° 19.880.

Tanto la interposición de la reposición como de la reclamación a que se refiere el artículo siguiente, suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.

Artículo 65.- Los sancionados por el Instituto Nacional de Estadísticas podrán reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio del reclamante, dentro del plazo de diez días hábiles, de conformidad con lo previsto en el artículo 66 del Código de Procedimiento Civil, contado desde la notificación de la resolución que impuso la sanción, que rechazó total o parcialmente el recurso de reposición, o desde que ha operado el silencio negativo al que se refiere el artículo 65 de la ley N° 19.880, en los casos que estimen que aquellas o éste no se ajustan a derecho. 

Una vez acogida a tramitación, la Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación al Instituto Nacional de Estadísticas por un plazo de diez días para formular sus observaciones.

Evacuado el traslado por el Instituto o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, la Corte ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala.

La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días.

La Corte dictará sentencia dentro de un término no superior a quince días contado desde que la causa ha quedado en estado de acuerdo. En caso de rechazarse el reclamo interpuesto, la sentencia ordenará pagar la multa y enviar copia del fallo al Instituto Nacional de Estadísticas, para su registro y, en su caso, señalará un plazo para la entrega de la información requerida.

Contra la resolución de la Corte de Apelaciones no procederá recurso alguno.

Artículo 66.- Ejecutoriada la resolución que impone la sanción, por haber transcurrido el plazo para reclamar de ella o por existir sentencia ejecutoriada rechazando el reclamo, sin que aquella haya sido cumplida de conformidad al inciso segundo del artículo 59, el Instituto Nacional de Estadísticas comunicará dicha circunstancia a la Tesorería General de la República para que proceda a su ejecución de conformidad con el Título V del Código Tributario.

Artículo 67.- El Instituto Nacional de Estadísticas no podrá sancionar a un infractor luego de transcurridos cuatro años desde la fecha en que hubiere terminado de cometerse el hecho constitutivo de una infracción o de ocurrir la omisión sancionada.

El plazo establecido en el inciso anterior se entenderá interrumpido por el inicio de un procedimiento sancionatorio, a partir de la fecha de notificación de los respectivos cargos.

La acción de cobro de una multa prescribe en el plazo de dos años contado desde que se hizo exigible, conforme a las reglas generales establecidas en el Código Tributario.

Artículo 68.- El retardo en el pago de toda multa que aplique el Instituto Nacional de Estadísticas en conformidad a la ley devengará los intereses establecidos en el artículo 53 del Código Tributario, desde que se haya hecho exigible.

Si la multa no fuere procedente y, no obstante, hubiese sido enterada en arcas fiscales, la Tesorería General de la República deberá proceder a su devolución, debidamente reajustada en la forma que señalan los artículos 57 y 58 del Código Tributario.

Artículo 69.- Los plazos administrativos establecidos en este Título son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábado, domingo y festivos.

Título VII

De la responsabilidad penal

Artículo 70.- El funcionario público o interviniente del Sistema que revelare por cualquier medio información estadística secreta o reservada, o aquélla que sirva de base para su elaboración, obtenida en razón de sus funciones, será sancionado con penas de reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de 6 a 10 unidades tributarias mensuales.

Artículo 71.- El funcionario público o interviniente en el Sistema que revelare la información a que se refiere el artículo anterior, a través de cualquier medio o soporte, con el objetivo de obtener un beneficio de cualquier naturaleza, para sí o para un tercero, será sancionado con penas de reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa del tanto al triplo del beneficio obtenido.

Artículo 72.- El que ofreciere, prometiere, consintiere o diere a un empleado público un beneficio económico en provecho de éste o de un tercero, con la finalidad de obtener información estadística sujeta a secreto o reserva, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado medio y con la de inhabilitación absoluta para cargos u oficios públicos temporal en cualquiera de sus grados y multa del tanto al duplo del provecho ofrecido o consentido, conforme a lo dispuesto en los artículos 248 bis y  250 del Código Penal.

Artículo 73.- El que maliciosamente entregare información incompleta, falsa o adulterada a cualquier integrante del Sistema, incluido para estos efectos el Banco Central de Chile, será sancionado con pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de 20 a 30 unidades tributarias mensuales.

Título VIII

Disposiciones varias

Artículo 74.- Para todos los efectos legales, el Instituto Nacional de Estadísticas que se crea por esta ley será el continuador y sucesor legal del Instituto Nacional de Estadísticas creado por la ley N° 17.374. 

Artículo 75.- Modifícase la ley Nº 18.840, orgánica constitucional del Banco Central de Chile, del siguiente modo:

1. En el artículo 53 agrégase el siguiente inciso final:

“El Banco, para el desempeño de las funciones a que se refiere el presente artículo, podrá también exigir a las personas, instituciones o entidades pertenecientes al sector privado, los datos que se requieran, con sujeción a los términos que se establezcan en el acuerdo a que se refiere el inciso segundo.”.

2. En el artículo 66:

a) Reemplázase en el inciso segundo la frase: “No regirá los dispuesto en el inciso anterior en el caso en que los respectivos antecedentes le sean solicitados por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras con ocasión de fiscalizaciones que ésta realice a las entidades sujetas a su control” por la siguiente: “No regirá lo dispuesto en el inciso anterior en el caso en que los respectivos antecedentes le sean solicitados por las Superintendencias Financieras a que se refiere la ley N° 20.789, ya sea para fines de fiscalización a las personas o entidades sujetas a su control, o para la elaboración de estadísticas económicas de su competencia”.

b) Intercálanse los siguientes incisos cuarto y quinto, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto: 

“Igualmente, no será aplicable la obligación de guardar reserva respecto de la información requerida por el Instituto Nacional de Estadísticas para la elaboración y análisis de las estadísticas económicas que lleve a cabo en las materias de su competencia. Por su parte, el Banco quedará impedido de revelar la información nominada que reciba del referido Instituto conforme a la ley que crea una nueva institucionalidad del sistema estadístico nacional, incluso a los organismos o entidades a que se refieren los incisos segundo y tercero de este artículo.

El deber de reserva a que se refiere este artículo, con las excepciones precedentemente indicadas, se extiende a las autoridades o funcionarios del Banco que en el desempeño de sus cargos hayan tomado conocimiento de los antecedentes amparados por aquélla, incluso una vez terminado el vínculo con esta institución. Asimismo, dicha exigencia será extensiva, en los mismos términos, a toda persona que preste o haya prestado servicios a cualquier título al Banco. En caso que cualquiera de los individuos señalados infrinja la obligación de reserva que se le impone en virtud de este inciso, será sancionado con las penas previstas en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal, según corresponda.”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- La primera designación de Consejeros del Consejo Estadístico Nacional se podrá realizar desde la publicación de la presente ley. Con todo, éstos sólo asumirán sus cargos una vez que el Instituto Nacional de Estadísticas inicie su funcionamiento.

Para el primer nombramiento de consejeros, el Presidente de la República propondrá al Senado dos candidatos por un período completo de seis años, y tres por un período parcial de tres años. La proposición se efectuará en un solo acto y el Senado deberá pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad.

Artículo segundo.- En el plazo de un año, contado desde la primera sesión ordinaria del Consejo Estadístico Nacional, deberán dictarse los actos administrativos que contengan los acuerdos del Consejo en las materias indicadas en los numerales 5, 6 y 7 del artículo 10 de la presente ley.

Artículo tercero.- Los organismos públicos señalados en el artículo 2 de la presente ley tendrán el plazo de dos años, contado desde la dictación del último acto administrativo indicado en el artículo anterior, para adecuarse a los estándares y directrices generales fijados por el Consejo Estadístico Nacional.

Artículo cuarto.- El Consejo Estadístico Nacional en el plazo de un año, contado desde su primera sesión ordinaria, deberá aprobar técnicamente la Política Estratégica de Estadística Nacional, a la que se refiere en el número 1 del artículo 10 de la presente ley.

Artículo quinto.- El primer Plan Nacional de Recopilación Estadística a que se refiere el número 2 del artículo 10 de la presente ley deberá ser visado técnicamente por el Consejo Estadístico Nacional en el plazo de un año, contado desde su primera sesión ordinaria. En el caso de no estar técnicamente visado el plan a más tardar en la fecha señalada en el número 4 del artículo 26, las estadísticas realizadas por los organismos públicos se harán de acuerdo a las normas vigentes al momento de la publicación de la presente ley.

Artículo sexto.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, establezca las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar la fecha en que el Instituto Nacional de Estadísticas creado por ésta ley entrará en funcionamiento. Además, y en consecuencia, determinar la fecha de supresión del Instituto Nacional de Estadísticas creado por la ley N° 17.374.

2. Fijar la planta de personal del Instituto Nacional de Estadísticas creado por esta ley.

3. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y a contrata desde el Instituto Nacional de Estadísticas creado por la ley N° 17.374 al Instituto Nacional de Estadísticas creado en la presente ley. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso. 

4. Determinar el número de funcionarios que se traspasarán, por estamento y calidad jurídica, al Instituto Nacional de Estadísticas de la presente ley. La individualización del personal traspasado se realizará en decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

5. Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije y, en especial, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y la de carrera, y los niveles jerárquicos señalados en el artículo 8 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fija el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, y lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882. 

Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en las plantas que fije. También podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1 de la ley N° 19.553. 

Igualmente, podrá establecer una asignación asociada a competencias profesionales que corresponden a la valorización de un determinado puesto de trabajo, sobre la base de la formación, capacitación y especialización de la persona que lo ocupare, respecto de aquellos cargos o grupos de cargos determinados anualmente por el Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas, según disponibilidad presupuestaria. Además, en uso de esta facultad el Presidente de la República fijará las condiciones para su otorgamiento y percepción pudiendo diferenciar, entre otros, según tipo de función, cupos, monto, incompatibilidades con otras asignaciones o remuneraciones, extinción y cualquiera otra disposición necesaria para la adecuada aplicación de ésta. 

Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

6. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique.

Igualmente, fijará la dotación máxima de personal del Instituto Nacional de Estadísticas de la presente ley, la que considera un incremento de 40 cupos respecto de la dotación vigente a la fecha de dictación de el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo en el Instituto Nacional de Estadísticas creado por la ley N° 17.374. La dotación que se fije no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo, respecto de los empleos a contrata incluido en esta dotación.

El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrán significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

c) Los funcionarios conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

7. Traspasar los recursos y bienes desde el Instituto Nacional de Estadísticas creado en virtud de la ley N° 17.374 al Instituto Nacional de Estadísticas que se establece en esta ley.

Artículo séptimo.- A contar de la fecha de entrada en funciones del Instituto Nacional de Estadísticas creado en virtud de la presente ley, traspásase el Servicio de Bienestar del Instituto Nacional de Estadística, creado en virtud de la ley N° 17.374, al Instituto Nacional de Estadísticas creado en virtud de esta ley.

Artículo octavo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Instituto Nacional de Estadísticas creado en la presente ley, y traspasará a ellas los recursos necesarios del Instituto Nacional de Estadísticas creado en la ley N° 17.374 para que cumplan sus funciones. Asimismo, dicho decreto podrá crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítems, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo noveno.- Los altos directivos públicos del Instituto Nacional de Estadísticas creado en la ley N° 17.374 que estuvieren ejerciendo un cargo en dicha institución y que sean traspasados al Instituto Nacional de Estadísticas creado por esta ley, continuarán sometidos a la misma normativa que los regía al momento de su nombramiento y posterior traspaso.

Artículo décimo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Instituto Nacional de Estadísticas, creado por la ley N° 17.374. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

***

Hago presente a V.E. que el artículo 2, el párrafo cuarto del numeral 1 del artículo 3, los números 1 y 3 del artículo 7, el artículo 9, el inciso tercero del artículo 13, el inciso segundo del artículo 24, el inciso cuarto del artículo 25, el inciso cuarto del artículo 44, el artículo 56, el inciso primero del artículo 65 y el artículo 75 del proyecto de ley fueron aprobados en general y en particular con el voto favorable de 102 diputados, de un total de 118 en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados
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